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Resumen  
La Licencia Ambiental es la autorización que permite en Colombia la ejecución de un 
proyecto o actividad que puede producir deterioro grave a los recursos naturales 
renovables o al ambiente. A pesar de los diferentes alcances que se deseen otorgar a la 
licencia ambiental (Rodríguez et al., 2012; CGR, 2012b; Rodríguez, 2011; CGR, 1999; 
Macías, 1994), el objetivo de esta investigación es determinar si la licencia es una 
autorización que permite la destrucción y por lo tanto la apropiación de los ecosistemas. 
Con este fin se identificaron los cambios que han tenido las normas que reglamentaron el 
trámite y se revisaron 17 licencias que fueron otorgadas en territorios colectivos desde 
1995 a 2012. Se observa que las normas que han reglamentado el licenciamiento no 
imponen límites al uso de los ecosistemas y en cambio las restricciones que se 
determinan en las licencias dependen de los funcionarios que evalúan la solicitud. 
Igualmente, hay zonas del país en las cuales los ecosistemas y las poblaciones humanas 
sufren una fuerte presión a causa de los proyectos licenciados. La ausencia de límites a 
las actividades de los sectores económicos en el país contribuye al uso incontrolado de 
los ecosistemas y esto se autoriza a través de las licencias ambientales.  
 
Palabras clave: licencia ambiental, derecho ambiental, derecho a la calidad ambiental, 
Colombia. 
 
 
Abstract 
The Environmental License is the authorization in Colombia which allows a project’s 
execution or activity that can produce serious damage to renewable natural resources or 
the environment. Despite the different scopes which are wished to be granted to the 
environmental license (Rodríguez et al., 2012; CGR, 2012b; Rodríguez, 2011; CGR, 
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1999; Macías, 1994), the aim of this research is to determine if the license is an 
authorization which allows destruction and therefore ecosystem appropriation. To this 
end, the rules that regulated the proceedings, along with their changes, were identified 
and 17 licenses granted in collective territories from 1995 to 2012 examined. It is 
observed that the rules which have regulated the license do not impose limits to the use 
of ecosystems and instead the restrictions that are determined in the licenses depend on 
the officials who evaluate the request. Likewise, there are zones in the country in which 
ecosystems and human populations suffer from strong pressure due to licensed projects. 
The lack of limits to the economic sectors activities in the country contributes to the 
unrestrained use of ecosystems and this is authorized through environmental licenses 
 
Keywords: Environmental license, environmental right, right to environmental quality, 
Colombia.  
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 Introducción 
El alcance del sistema de licenciamiento ambiental en Colombia puede considerarse 
desde diferentes perspectivas ya que puede ser: un instrumento que impone límites a la 
explotación de los recursos naturales para prevenir su desaparición (Macías, 1994), una 
herramienta que contribuye a reducir los efectos negativos de los proyectos (Rodríguez, 
2011) porque permite identificar pérdidas que las herramientas económicas no tiene en 
cuenta (CGR, 1999), un instrumento de planificación ambiental que contribuye al 
cumplimiento de los fines de protección y conservación (Rodríguez et al., 2012), un 
mecanismo de intervención en la economía (CGR, 2012b) o una autorización para la 
utilización ilimitada (es decir, hasta que no haya más recurso) y por lo tanto una medida 
de apropiación de los ecosistemas (Mesa Cuadros, 2009).  
 
A pesar que las normas y la bibliografía jurídica y económica se refieren a la naturaleza 
como recursos naturales, bienes ambientales, servicios ambientales o servicios 
ecosistémicos, en la presente investigación se hará referencia a esta a través del 
concepto de ecosistema y de ser el caso de sus componentes.  
 
Autores como Mesa Cuadros (2012), Rodríguez et al., (2012), Toro et al. (2010 a) y la 
CGR (2006) han hecho seguimiento a las normas correspondientes al sistema de 
licenciamiento ambiental y reportan que este ha sufrido cambios respecto al interés en 
aumentar la eficiencia del trámite, así como en flexibilizar el proceso y reducir las 
actividades y proyectos que requieren esta autorización. De otro lado, la CGR (2006) 
reportaba que no se disponen de estudios que permitieran establecer el impacto de las 
normas de licenciamiento ambiental sobre los componentes y las características de los 
ecosistemas. Igualmente, resaltaba que era muy preocupante que frecuentemente se 
hayan producido normas sin soportes técnicos que validen su impacto positivo o negativo 
sobre los ecosistemas. Por lo anterior planteaba la necesidad de efectuar estudios sobre 
la modificación de los marcos regulatorios del licenciamiento ambiental y su influencia en 
el estado de los ecosistemas.  
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Los proyectos objeto de licenciamiento ambiental no solo afectan la función ecológica1 
que tienen los ecosistemas, sino que también afectan a la población local, población 
indígena, raizal2, palenquera y afrocolombiana que en estos habitan; por lo que los 
impactos de las licencias ambientales tendrán un importante componente de impactos 
sociales, económicos y culturales dado que la subsistencia de estos pueblos y 
comunidades dependen de los ciclos naturales y de interrelación con los territorios 
ancestrales. El área reconocida como resguardos corresponde al 27% (30.571.640 Ha) 
de la superficie continental del país y la de los consejos comunitarios corresponde al 12% 
(5.000.000 Ha) (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013).  
 
Para propender por la reducción y negociación de los impactos de los proyectos que 
cuentan con licencia ambiental, la Constitución Política permite a los ciudadanos su 
participación sobre decisiones que sean de interés, y el procedimiento de licenciamiento 
ambiental incorpora de manera obligatoria la ejecución de consulta previa cuando haya 
presencia de población indígena, raizal, palenquera o afrocolombiana. El derecho a la 
consulta previa permite a las comunidades y pueblos ser actores frente a la toma de 
decisiones que permiten el uso y manejo de sus territorios (Asociación Ambiente y 
Sociedad, 2013). No obstante autores como Toro (2009) y Quesada et al. (2011) 
recalcan la importancia de hacer consulta previa sobre todos los ciudadanos afectados 
del área de influencia del proyecto dado que los impactos de estos proyectos afectan a la 
sociedad en general (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
 
A través de un estudio histórico del derecho es posible comprender el tipo de relaciones 
que se daban entre la sociedad y los ecosistemas (Serrano, 2007), en este sentido el 
interés está enfocado en las relaciones de producción. Es por esto que el sistema jurídico 
no solo deberá colocar límites sobre el uso de los ecosistemas en el presente sino debe 
servir como instrumento planificador para garantizar el bienestar de las generaciones 
futuras y de los ecosistemas en su totalidad. 
 
                                               
 
1
 Desde el derecho se genera un concepto que permitiría proteger las funciones ecológicas de los 
ecosistemas. El artículo 58 de la Constitución Política dispone que las actividades que se vayan a 
hacer sobre la propiedad privada están sujetas a los límites que permiten el derecho a gozar de 
un medio ambiente sano (Corte Constitucional, 2010). 
2
 Para el censo de 2005 esta población correspondía a 28.701 personas (Fierro, 2012). 
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Algunas de las principales causas de deterioro ambiental corresponden al aumento en 
los patrones de producción, de consumo, de desecho y a la ausencia de voluntad política 
para abordar los problemas ambientales (Rodríguez, 2008; Mesa Cuadros, 2007). El 
desarrollo necesario para alcanzar el bienestar de la especie humana requiere de que se 
apoyen procesos de industrialización y urbanización, los cuales contribuyen a que la 
naturaleza se considerada como un objeto o recurso que puede ser administrada, 
planificada y mercantilizada (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
Es necesario añadir, que países como Colombia con economías extractivas3 generan 
mayor probabilidad de que sus ecosistemas se vean afectados (Mesa Cuadros, 2009). 
Es decir, el modelo de desarrollo entendido como crecimiento económico ilimitado, no 
solo ha generado desigualdades sociales sino que es la causa de la pérdida de 
ecosistemas que son necesarios tanto para las generaciones presentes como para las 
futuras y las demás especies. Sin embargo, a pesar de la confianza respecto a la 
posibilidad de crecimiento económico por el aumento de la actividad extractiva no ha sido 
posible la financiación de sectores que permitan el desarrollo del país a largo plazo 
(Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
De esta forma, la expansión del comercio internacional ha incidido en la división 
internacional del trabajo y de la producción, por lo que también sobre el uso del ambiente 
(Rodríguez, 2008). A pesar de los conflictos que se puedan generar con los sectores 
económicos es indispensable que las políticas coloquen límites al uso de los ecosistemas 
para permitir la recuperación o la no destrucción de estos (Macías, 2004).  
 
El problema de investigación del presente proyecto corresponde en determinar si la 
licencia ambiental en Colombia es una autorización que permite la destrucción y por lo 
tanto la apropiación de los ecosistemas. Para delimitar el objeto de estudio y con el fin de 
proveer información sobre territorios de importancia ecológica y cultural, las licencias 
estudiadas correspondieron a algunas que fueron otorgadas sobre territorios legalmente 
constituidos de población indígena y afrocolombiana. En este sentido los objetivos 
específicos corresponden a: 1. Caracterizar los cambios que han sufrido las normas que 
regulan el licenciamiento ambiental en Colombia desde 1993. 2. Establecer la cantidad 
                                               
 
3
 El desarrollo minero y expansión energética hacen parte de los sectores contemplados para 
generar crecimiento económico entre 2010 y 2014 (DNP, 2011). De otro lado, se reporta que entre 
1990 y 2009 la participación del sector extractivo en el Producto Interno Bruto del país estuvo en 
crecimiento (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
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de licencias y los sectores en las que estas fueron otorgadas entre los años desde 1993 
a 2012. 3. Caracterizar las áreas de los proyectos licenciados, las autorizaciones 
otorgadas y los efectos de estas para los 17 casos de estudio. 
 
Respecto a la metodología, a través de la respuesta al derecho de petición hecho a la 
ANLA4 en el 2012 se tuvo acceso al listado total de licencias ambientales otorgadas por 
la ANLA, el MMA y el MAVDT5 desde el año 1993 a 2012. De este listado se identificaron 
los trámites para los cuales se había efectuado consulta previa antes de la expedición de 
la licencia y estos correspondieron a 54. Posteriormente se procedió a escoger un trámite 
por sector para cada año pero esto no fue posible porque no se otorgaron licencias 
ambientales que cumplieran con el requisito de consulta previa antes de generar la 
licencia. De hecho para los años 1993, 1994 y 2011 no fue posible siquiera identificar una 
sola licencia que cumpliera con esa condición. Dado lo anterior se procedió escoger un 
expediente por año sin controlar la variable sector. A pesar de que los expedientes se 
escogían de manera aleatoria sucedió que al seleccionar alguno, este ya no se 
encontraba en la ANLA sino que había sido enviado a una CAR6 o que al revisar la 
resolución que otorgaba la licencia se observaba que no se había efectuado la consulta 
previa7, por lo que era necesario seleccionar nuevamente un expediente. 
 
Para los 178 expedientes seleccionados se revisaron cada uno de sus folios, y los EIA y 
PMA utilizados para otorgar la licencia ambiental inicial9. Es importante señalar que la 
cantidad de carpetas por expediente osciló entre 1 y 17; y no siempre los expedientes, 
los EIA y los PMA se encuentran depositados en la ANLA por lo que fue necesario 
solicitarlos y consultarlos 4 días, en promedio, después. 
                                               
 
4
 La ANLA respondió a este a través de la comunicación 4120 E2 20502 de 30 de mayo de 2012. 
5
 Dado que la ANLA es Autoridad Ambiental para los proyectos de mayor tamaño e impactos, por 
ejemplo la gran minería o los puertos marítimos de gran calado, y administra expedientes que 
involucran diferentes lugares del país, se tomó la decisión de utilizar esta Autoridad Ambiental 
como la proveedora de los casos de estudio. 
6
 Fue el caso de los expedientes LAM 1206, LAM 2035 y LAM 2511. 
7
 Fue el caso de los expedientes LAM 2969, LAM 1373, LAM 1299, LAM 1901, LAM 2610, y LAM 
2399. 
8
 Se agradece la colaboración de la Coordinación de Atención al Usuario de la ANLA, en particular 
de Ednna Acosta y Elizabeth Ruíz. 
9
 Se hace esta aclaración porque la mayoría de los expedientes consultados cuentan con 
resoluciones que modifican la resolución inicial, pero para aquellas no se revisaron los EIA y ni los 
PMA. 
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De esta manera, para identificar los cambios que han sufrido las normas que han 
regulado y regulan el licenciamiento ambiental se identificaron sus principios, el concepto 
de licencia ambiental, las definiciones, las actividades autorizadas y las competencias de 
las Autoridades Ambientales, las actividades prohibidas, sobre cuáles ecosistemas 
promueve la conservación, la duración del trámite, información correspondiente al EIA o 
el PMA, aspectos relacionados con el control y seguimiento, y el régimen de transición. 
También se consultó el Decreto 1320 de 1998 regula la consulta previa, y otras normas 
asociadas o que afectan al licenciamiento como la Resolución 1083 de 1996 sobre el uso 
de fibras naturales en los proyectos que cuenten con licencia ambiental, la Ley 685 de 
2001 o Código de Minas, el Decreto 1900 de 2006 que reglamenta la inversión del 1% 
cuando se toma agua de fuentes naturales, la Ley 1333 de 1999 que establece el 
procedimiento sancionatorio ambiental, la Ley 1450 de 2011 correspondiente al Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014, los Decretos 3570 y 3573 de 2011 a través de los 
cuales se crea el MADS y la ANLA y la Resolución 1526 de 2012 sobre sustracción de 
áreas de reserva forestal. 
 
Respecto al segundo objetivo se estableció la cantidad de licencias por sector y por año 
para el conjunto general de licencias. Igualmente, se determinó la cantidad de 
expedientes que reportan consulta previa antes de la resolución que otorga licencia y la 
distribución de las consultas por sectores para cada año. Posteriormente, se compararon 
estos resultados con los de OXFAM et al. (2011), Rodríguez (2011) y la Dirección de 
Etnias del Ministerio del Interior (2012). 
 
Con el interés de desarrollar el tercer objetivo y para caracterizar los casos de 
licenciamiento estudiados se diligenció una ficha que contiene la siguiente información: 
número del expediente, nombre del proyecto, estado del expediente, ubicación del 
proyecto, titular de la licencia, fecha en la que se otorga la autorización, resoluciones que 
modifican la licencia, descripción del proyecto, pueblo indígena o afrocolombiano 
afectado, autorizaciones otorgadas y programa de inversión del 1%. 
 
Posteriormente, con el fin de caracterizar las áreas de los proyectos licenciados se 
revisaron los EIA para cada expediente; y por sectores se identificó el uso de la tierra 
antes del proyecto, grado de intervención de los ecosistemas, reporte de especies en 
riesgo, amenazadas o endémicas y la cercanía del proyecto a un área protegida. 
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Seguidamente, con ayuda de los PMA y las resoluciones se identificó para cada sector 
los efectos, las prohibiciones y los requerimientos derivados de las actividades y usos 
autorizados. 
 
Finalmente, para validar aspectos del análisis se tuvo conversación con un funcionario de 
la ANLA10. 
 
 
 
 
                                               
 
10
 Abogado Daniel Páez el día 8 de marzo de 2013. 
  
 
  
 
1. Marco jurídico del licenciamiento ambiental 
en Colombia 
1.1 El derecho ambiental y los conflictos socio-
ambientales 
El derecho ambiental es un subsistema del sistema jurídico y no un subsistema de la 
naturaleza. Dado lo anterior, no todo lo que sucede en los ecosistemas tiene relevancia 
jurídica. Una problemática ambiental podrá ser un problema jurídico si: 1. Se relacionan 
conflictos socio-ambientales con parámetros jurídicos, y 2. Cuando se considere que es 
necesario analizar la variable ambiental en la toma de decisiones (Serrano, 2007). 
 
El sistema jurídico y los ecosistemas tienen diferentes orígenes y esto genera que el 
carácter preventivo del sistema jurídico esté limitado al momento en que la norma es 
expedida, es decir, los conflictos ambientales anteriores a la vigencia de la norma son 
ignorados. No obstante, el derecho ambiental puede regular el futuro desde una 
perspectiva de prevención (Serrano, 2007). En la actualidad la protección del ambiente 
se da especialmente por el estrecho vínculo entre este con los derechos fundamentales 
(Mesa Cuadros, 2007). 
 
El derecho ambiental trata sobre el límite a los consumos, es decir, sobre la apropiación 
de la naturaleza o parte de esta (Mesa Cuadros, 2007). En algunos momentos ha 
imperado la propiedad privada para la explotación y circulación de recursos como 
mercancías, pero en otras oportunidades partes de los ecosistemas han sido catalogados 
como bienes de uso público, por lo que se reduce la posibilidad de ser mercancías y 
además son los Estados los encargados de controlar su uso. Por fortuna, la causa de los 
consumos ilimitados son parámetros culturales que han promovido la libertad del 
individuo, es decir, a través del cambio en los hábitos es posible la reducción de los 
consumos y por tanto la apropiación de los ecosistemas (Mesa Cuadros, 2009). 
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De otro lado, el derecho ambiental no siempre ha tenido la intención de regular el 
ambiente como un sistema sino algunos objetos de manera aislada, enfocándose en los 
elementos que fueron catalogados como recursos necesarios para el uso humano (Mesa 
Cuadros, 2007). A pesar que cada vez más se incluye a diferentes ecosistemas en la 
protección normativa, las normas ambientales siguen estando poco engranadas entre sí 
y muy poco relacionadas con las que regulan las actividades económicas. En el mismo 
sentido presentan dispersión, incoherencia, vacíos y deficiente técnica legislativa. Otras 
situaciones observadas son la hiperinflación normativa y poca asignación de recursos 
económicos para el cumplimiento de las obligaciones consignadas en las normas (Mesa 
Cuadros, 2007).  
 
Una de las características del derecho ambiental es la forma como se leen las normas 
ambientales (Serrano, 2007). Entonces, si el interés del derecho ambiental es la 
protección del ambiente la norma debería permitir una lectura e interpretación que 
promueva el respeto por principios ambientales. Los principios ambientales han sido 
establecidos generalmente a través de declaraciones internacionales (Estocolmo 72 y 
Río 92, entre otras) y entre estos se encuentran: principio de desarrollo sostenible, 
principio de responsabilidades compartidas, principio de soberanía estatal sobre el 
ambiente, sus elementos y recursos que lo conforman y principio de precaución. En 
Colombia además se cuenta con los principios normativos generales establecidos en el 
artículo 63 de la Ley 99 de 199311 (Mesa Cuadros, 2007). Los principios ambientales 
también deben ser utilizados en la operatividad de los trámites administrativos, como 
debería ser el caso de las evaluaciones de impacto ambiental (Rodríguez, 2011). 
 
En la actualidad el interés público y los intereses colectivos ambientales se enmarcan en 
un sistema económico capitalista, por lo que siendo el problema ambiental una 
externalidad negativa, uno de los intereses del derecho ambiental es internalizar su 
efecto a través de un precio (Serrano, 2007). No obstante, es válido preguntarse si es 
posible la modificación del sistema económico o del sistema jurídico que lo valida. 
                                               
 
11
 Estos principios son: armonía regional, gradación normativa y rigor subsidiario.  
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La protección del ambiente y sus componentes se puede hacer a través de las políticas 
estatales y de acciones judiciales (Amaya, 2010). Los instrumentos jurídicos que 
permiten la defensa de los derechos ambientales corresponden, entre otros, a la acción 
de tutela, las acciones populares, las acciones de clase o de grupo, las de cumplimiento 
y el derecho de petición. Los múltiples mecanismos para la protección del ambiente son 
un indicio de la vulnerabilidad y mal uso que se les da a los ecosistemas. Igualmente, a 
pesar de la existencia de instrumentos que pretenden garantizar la protección de estos 
derechos su efectividad no es satisfactoria debido a que se alejan de la realidad de forma 
tanto temporal como espacial, son desconocidos o considerados solo como un requisito 
(Mesa Cuadros, 2007). En el mismo sentido, los tribunales internacionales de derechos 
humanos se han producido decisiones a favor de los derechos ambientales cuando estos 
se encuentran conectados con los fundamentales (Mesa Cuadros, 2007). 
 
La regulación de conductas es el modelo vigente de regulación jurídica ambiental. Estas 
normas se pueden desglosar en: 1. Las que afectan el comportamiento o que recaen 
directamente sobre conductas, por ejemplo, los códigos penales (es necesario tipificar la 
conducta y establecer qué sanción se debe imponer cuando se efectúe la conducta 
prohibida). 2. Las que afectan el resultado de la producción, por ejemplo, restricciones a 
la comercialización de determinados productos, y 3. Las normas que afectan la 
instalación o características técnicas de funcionamientos, como sería el caso de los 
parámetros de higiene. Los anteriores tipos de normas tienen las características de que 
determinan umbrales de contaminación tolerable y no incentivan la renovación 
tecnológica o la restauración ambiental, y además la internalización de los costos 
ambientales se trasladan a los consumidores, por lo que un sistema económico 
planificado puede coexistir pero con altos costos sociales (Serrano, 2007). 
 
Por otra parte, existe el “sistema fiscal de tributos ecológicos” (Serrano, 2007, p. 64) que 
está conformado por subsidios (a mayor uso del recurso menor será el subsidio y la 
cantidad de subsidio que se deja de recibir corresponde a lo que se debe pagar por hacer 
un “mal” uso), bonos transferibles (son certificados de deuda pública y determina la 
cantidad de contaminación) y los impuestos (se fija un precio por una cantidad de 
contaminación desconocida). El sistema fiscal de tributos ecológicos requiere la 
determinación de los costos y beneficios derivados de la utilización de los ecosistemas, 
no obstante su evaluación es medianamente posible si se hace en función de la inversión 
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de capital necesaria para volver al estado de calidad anterior de los ecosistemas y los 
gastos de mantenimiento de la restauración. Sin embargo, esas variables no permitirán 
determinar acciones que se deberán emprender para la solución de problemáticas que 
no obedecen a unidades monetarias (Serrano, 2007). Esto último se debe a la 
inconmensurabilidad económica de las características y daños ambientales. 
 
Serrano (2007) plantea la necesidad de la incorporación teórica en el derecho de 
características ambientales que permitirían garantizar un mejor uso de los ecosistemas y 
sugiere que los principios de recolección sostenible, emisión sostenible y vaciado 
sostenible planteados por Herman Daly serían indispensables en este proceso. Bajo esta 
perspectiva continúa siendo necesaria la intervención sobre las formas de utilización de 
los ecosistemas, de producción y consumo. En este sentido, es pertinente incorporar al 
sistema jurídico la característica de regeneración de los ecosistemas y dado que se 
presentan dificultades para su medición, será necesario que el daño en los ecosistemas 
sea sancionado penalmente. El uso de los ecosistemas cuando estos se encuentren en 
regeneración deberá considerarse como utilización de un bien de uso público así el 
ecosistema o la parte de interés sea de propiedad privada. De otro lado, el no respeto a 
la capacidad de regeneración debería ser una acción antijurídica. Por otra parte, la 
utilización racional correspondería a la utilización de los ecosistemas por debajo de su 
capacidad de regeneración. Igualmente, el consumo tanto de bienes producidos como de 
partes o funciones de los ecosistemas debe ser limitado.  
 
El bienestar tanto de los humanos como de los demás componentes de los ecosistemas 
a lo largo del tiempo es una meta de mayor importancia que el incremento del 
crecimiento económico (GIDCA, 2009). Hacer un mal uso de los ecosistemas y de sus 
componentes, ya sea porque no se consideró la tasa de regeneración, emisión o vaciado, 
ocasiona la disminución de las garantías de las generaciones futuras sobre el uso y 
disfrute de los ecosistemas. Dado lo anterior es necesario que el derecho juridifique el 
futuro (Serrano, 2007), es decir deberá ser objeto de protección el patrimonio de las 
futuras generaciones. 
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1.1.1  Los derechos ambientales como derechos humanos 
 
Los derechos humanos son el resultado de las acciones a través de las cuales se 
buscaba establecer nuevas reglas o principios que permitirían sociedades con 
características diferentes en el ámbito social, político, jurídico, económico y ambiental. 
Los derechos humanos benefician especialmente a las personas que no pueden o no 
cuentan con los mecanismos, recursos y oportunidades para llevar una vida digna y esta 
imposibilidad es tanto espacial como temporal. Es así como los derechos humanos se 
convierten en la garantía de supervivencia de los más débiles (Mesa Cuadros, 2007).  
 
Bajo un Estado Social de Derecho el Estado no solo debe defender los derechos de los 
individuos sino también los derechos que tiene la colectividad y que deben responder a 
los intereses o prioridades comunes establecidas en la sociedad. En este sentido, los 
derechos requieren de un manejo integral ya que estos son interdependientes, por lo 
tanto los derechos ambientales deben considerarse como parte de los derechos 
humanos ya que de lo contrario los derechos humanos y la garantía a la vida a través de 
un ambiente sano no sería objeto de protección. Además, dado que el ambiente sano es 
necesario para tener una vida digna, no es posible su garantía si no es posible el respeto 
de los derechos ambientales (Bellmont, 2012). 
 
Los derechos ambientales se conciben como aquellos que están relacionados con 
“acceder, usar, producir, conservar, proteger o intercambiar adecuadamente los bienes 
naturales y ambientales en beneficio de todos los humanos actuales y futuros” (Mesa 
Cuadros, 2007, p. 62). Estos derechos surgen en un momento en que los problemas y 
las crisis ambientales se evidencian en mayores proporciones y que además tienen 
impactos en el ámbito global. En este sentido, a mayor cantidad de amenazas es 
necesario aumentar la cantidad de derechos. Igualmente, los derechos ambientales y 
colectivos deben permitir la protección de grupos y colectivos humanos, individuos, la 
naturaleza o sus componentes. Para el caso colombiano, uno de los derechos 
ambientales consagrados en la CP corresponde al derecho al ambiente sano (artículo 
79). 
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Los derechos ambientales deben ser considerados tanto individuales como colectivos 
respecto a su titularidad y su ejercicio. Igualmente estos derechos son concretos en la 
medida en que los titulares, los mecanismos de protección y el objeto son claros. A pesar 
de la mayoría de las tesis en derecho sostienen que los derechos colectivos no existen 
porque los derechos solo aplican para los individuos, en la medida en que las 
colectividades a través de los Estados establezcan intereses colectivos es necesario que 
exista la posibilidad del reconocimiento de estos derechos (Mesa Cuadros, 2007). Un 
ejemplo de que el individualismo admite la existencia de derechos colectivos corresponde 
al reconocimiento de la “soberanía nacional o popular” (Mesa Cuadros, 2007, p. 59). 
 
Es indispensable la integralidad de los derechos humanos en función de su 
interdependencia y universalidad, y por lo tanto se requiere la igualdad entre los 
derechos humanos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, colectivos y 
ambientales; y promover la solidaridad y la responsabilidad. Con el mismo fin, el respeto 
con perspectiva integral de los derechos humanos requiere que se apliquen tres 
principios: que todos los humanos puedan satisfacer necesidades básicas (estas no 
corresponden a deseos o preferencias sino a garantizar la dignidad humana), que haya 
cooperación y solidaridad en el sentido de que los beneficios que reciba una persona no 
genere reducción en los beneficios de los demás. Así los derechos humanos son límites 
para el poder no solo del Estado sino de agentes privados (Mesa Cuadros, 2007).  
 
Los derechos colectivos y ambientales requieren de los principios de solidaridad y 
responsabilidad. Solidaridad con las generaciones presentes y con las futuras, dado que 
es necesario la cooperación para satisfacer necesidades comunes globales. Este 
principio reduce la autonomía personal por lo que se deben asumir responsabilidades, 
por ejemplo, la deuda ambiental. Por su parte, la responsabilidad está vinculada con las 
consecuencias de los actos y por lo tanto permitirá el respecto de los derechos 
ambientales de las generaciones presentes y futuras de la especie humana y de las 
demás especies para que estos puedan tener una vida digna. En este sentido será 
posible “dejar bueno y dejar suficiente” (Mesa Cuadros, 2007, p. 321). Sin embargo la 
responsabilidad respecto a dejar bueno y suficiente no debe distribuirse de manera 
equitativa entre los individuos o entre los países. No todos están en igualdad de 
condiciones para responder por los daños ambientales y no todos son responsables en la 
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misma magnitud de estos. Por lo tanto, la responsabilidad debe ser compartida pero 
diferenciada (Mesa Cuadros, 2007). 
 
Los anteriores principios contribuirán a la consolidación de una justicia ambiental, la cual 
se enfoca en evaluar quién está autorizado, qué está autorizado y en qué medida; es 
decir, quiénes tienen la posibilidad de apropiarse de lo que es de todos (Bellmont, 2012). 
En este sentido es necesario hacer un mejor uso de la naturaleza y sus componentes 
con el fin de que permita la conservación de estos para los del futuro y la equidad con los 
del presente. Una estrategia para contribuir con la justicia ambiental puede ser el pago o 
la compensación por las huellas ambientales12. También podría serlo la posibilidad de 
tener la misma cantidad de espacio para vivir o la de generar una huella ambiental 
equitativa pero que no sobrepase la capacidad del planeta. Igualmente, la justicia debe 
trascender en el espacio, el tiempo y las diferentes especies (Mesa Cuadros, 2007). 
1.1.2 Límites al consumo y derechos ambientales 
 
El grado de protección del ambiente de una sociedad está dado por el modelo de 
desarrollo y los límites en las relaciones entre los seres humanos y de estos con la 
naturaleza. Antes de los derechos asociados al ambiente lo que existía a través del 
Código Civil era el derecho a la propiedad, el cual promovía la explotación de la 
naturaleza y por lo tanto la desigualdad en la medida en que la apropiación impide que 
los demás puedan hacer uso de la naturaleza o de sus componentes (Mesa Cuadros, 
2007).  
Dado lo anterior, los derechos ambientales promueven la necesidad de imponer límites a 
los consumos con el fin de que tanto los individuos, entiéndase como la totalidad de 
estos, de las generaciones presentes y futuras tengan las garantías para beneficiarse de 
los derechos ambientales. 
 
                                               
 
12
 También conocida como huella ecológica se define como “[…] los consumos –y especialmente 
los sobreconsumos- de una parte de la población humana, los generadores tanto de la 
sobreexplotación de los recursos naturales que ocasionan su erosión (reducción, disminución, 
agotamiento y extinción) o contaminación es decir, incorporación de sustancias nocivas para el 
ambiente y los elementos ambientales más allá del límite permisible para que el ambiente se 
regenere por sí mismo” (Mesa Cuadros, 2009). 
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No obstante, con bastante frecuencia los derechos ambientales están en contravía de los 
derechos económicos o del derecho a la propiedad privada en la medida en que los 
primeros obligan a establecer límites sobre los segundos. Es por esto que la principal 
ineficacia del derecho ambiental es ir en contradicción con las normas y expectativas de 
los sectores económicos, es decir, de la concepción de desarrollo. Sin embargo, los 
riesgos y las consecuencias del desarrollo económico ilimitado hacen necesario 
replantear las relaciones que tienen los humanos entre estos y con la naturaleza. Por lo 
tanto, la protección del ambiente requiere de su materialización a través de políticas 
concretas y cambios respecto al consumo de la naturaleza y sus componentes. 
 
Incorporar el derecho al ambiente sano en la Constitución Política no es suficiente, es 
necesario que el Estado establezca medidas para garantizar su protección. Por ejemplo, 
estas deberían estar dadas en función a la limitación de las actividades económicas que 
vulneran este derecho. El reconocimiento de derechos ambientales obliga a que haya 
responsabilidades y obligaciones sobre el ejercicio del poder público y privado, es decir, 
límites a las prácticas económicas y políticas. Sin embargo, los límites al consumo no 
deben ser vistos como trámites o autorizaciones, por ejemplo el licenciamiento ambiental, 
sino que corresponde a la estrategia que permitirá garantizar los derechos ambientales a 
las generaciones presentes y futuras.  
 
La licencia ambiental podría ser un mecanismo para establecer límites sobre el uso de la 
naturaleza y sus componentes. No obstante, lo establecido a través de la licencia 
ambiental debe estar engranado con los impactos identificados y analizados a través del 
DAA, el PMA, el EIA, la consulta previa y las audiencias populares (Mesa Cuadros, 
2007). Igualmente, el régimen de licenciamiento ambiental ejemplifica el alcance de la 
justicia ambiental que ha promovido el Estado colombiano13. Por lo tanto, contar con un 
régimen de licenciamiento ambiental no siempre garantiza que se establezcan los límites 
necesarios sobre las prácticas económicas que permitan la protección de los derechos 
ambientales.  
 
                                               
 
13
 Al respecto, la caracterización y el análisis de este régimen se puede consultar entre los 
numerales 1.5 y 1.8. 
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1.2 Instituciones ambientales involucradas en el 
licenciamiento ambiental en Colombia 
El interés del Estado colombiano por reglamentar el licenciamiento ambiental está 
fuertemente influenciado por conferencias internacionales tales como la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano de 1972, la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992 y la Cumbre de 
Johannesburgo de 2002 (Toro et al., 2010 a). Igualmente, en 1987 el PNUMA fijó las 
metas y principios para la evaluación de impacto ambiental (CGR, 2006). 
Rodríguez (2008) reporta que a pesar que después de Río 92 los países de América 
Latina fortalecieron sus instituciones ambientales, posteriormente esas iniciativas se 
vieron debilitadas tanto por la reducción del tema ambiental en la agenda política y en 
cambio el marcado apoyo a los sectores transporte, energético y minero; como por las 
modificaciones que sufrieron las principales autoridades ambientales, unido a la pérdida 
de capacidad técnica de estas. Internacionalmente la reducción sobre el interés en las 
problemáticas ambientales se visualizó por el incumplimiento de los convenios de cambio 
climático y biodiversidad, y el bajo alcance de la Cumbre de Johannesburgo en el 2002. 
A pesar del incumplimiento de esas iniciativas internacionales, los Estados continúan con 
la responsabilidad de dar respuesta a las dificultades económicas, sociales y ambientales 
a través de políticas integradoras (CGR, 2006).  
 
No solo la ausencia de políticas ambientales que promuevan un mejor uso de la 
naturaleza contribuye a la destrucción de la misma, sino también el desarrollo de algunos 
sectores económicos, como el minero energético o el forestal (Rodríguez, 2011). 
 
No obstante, es indispensable la pretensión del derecho a un desarrollo propio, el cual 
incluye la cancelación de la deuda externa; del derecho al conocimiento tradicional, es 
decir, que los pueblos ancestrales y las comunidades tradicionales puedan continuar el 
uso de su territorio sin tener que pagar por este; del derecho a no ser objeto de racismo 
ambiental, entendido como la asignación de algunos estados para el depósito de 
desechos por parte de los Estados que producen esa contaminación; del derecho a la 
seguridad ambiental, como la posibilidad de utilizar los ecosistemas sin que medie la 
capacidad adquisitiva de las personas (Mesa Cuadros, 2007). 
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En el ámbito colombiano, podría catalogarse como uno de los primeros pasos en la 
generación de instituciones ambientales el establecimiento de la División de Recursos 
Naturales en el Ministerio de Agricultura en 1952. Posteriormente, en 1968, esta división 
se convertiría en el INDERENA, y para dar apoyo en el uso y conocimiento de los suelos, 
en ese mismo año se constituyó el IGAC. Por otra parte, entre los años 1954 y 1968 se 
fundaron seis CAR y estas continuaron creándose en las décadas de los setenta y 
ochenta (Mance, 2008). 
 
A pesar de la cantidad de normas ambientales generadas en esas dos décadas, estas 
poseían debilidades para su implementación, este fue el caso de las evaluaciones de 
impacto ambiental y las tasas por contaminación. Igualmente, tanto el INDERENA como 
las CAR no contaron con el personal, el presupuesto y el apoyo político para exigir el 
cumplimiento de las mismas (Mance, 2008). 
 
Dado que las responsabilidades ambientales eran ejecutadas por diferentes instituciones, 
estas tenían también un enfoque diferente. Es así como el INDERENA promovía la 
preservación de los ecosistemas y sus componentes, las CAR promovían el uso de los 
recursos naturales, el Ministerio de Minas lo hacía sobre la industria minera y el 
Ministerio de Salud ejercía control sobre las emisiones contaminantes al aire. En el 
mismo sentido, el presupuesto del INDERENA y las CAR era invertido en programas en 
áreas rurales, cuerpos de agua y PNN. No obstante, en la década de los ochentas los 
programas tanto de las CAR como del INDERENA estuvieron enfocados en el sector 
rural (Uribe, 2005). Una situación semejante sucedía con la exigencia del EIA que se 
implementó el Código de los Recursos Naturales, ya que estos estudios fueron 
raramente efectuados porque dependía que la autoridad ambiental así lo considerara 
(Uribe, 2005). 
 
Aunque la educación ambiental no hacía parte de los planes nacionales, a final de la 
década de los setentas organizaciones ambientales no gubernamentales comienzan a 
desarrollar estos programas a nivel local. No obstante, en los ochentas el INDERENA y 
las CAR también generaron proyectos educativos (Uribe, 2005). De otro lado, en esa 
década el INDERENA también promovió la operatividad de los Consejos Verdes los 
cuales estaban compuestos por los alcaldes municipales y representantes de las 
Capítulo 1 19 
 
comunidades locales y grupos ambientales. El objetivo de estos consejos era programar 
las necesidades ambientales en la agenda de las alcaldías. Este programa tuvo un 
impacto en el 50% de los municipios colombianos. A pesar de estas dos iniciativas no se 
evidencia que haya incrementado el interés de los ciudadanos en la solución de los 
problemas ambientales (Uribe, 2005). 
Otro ejemplo de la ausencia de participación de la población en la construcción y 
ejecución de políticas es evidente en el proceso de creación de los PNN. En este caso 
los Parques se delimitaron sobre territorios de comunidades indígenas y afrocolombianas 
pero estas no fueron consultadas en el proceso (Uribe, 2005). 
Luego de la promulgación de la Constitución Política de 1991 las instituciones 
ambientales en el país fueron transformadas. La Constitución Política promovió la 
descentralización, la autonomía de sus entidades territoriales (artículo 1), estableció el 
derecho colectivo a gozar de un ambiente sano al igual que el deber del Estado proteger 
la diversidad e integridad del ambiente (artículo 79). Igualmente señala que el Estado 
planificará el uso de los recursos naturales siendo su fin el desarrollo sostenible y 
prevendrá y controlará los factores que generan deterioro ambiental e impondrá 
sanciones y exigirá reparación por los daños causados (artículo 80) y establece 
mecanismos que le permitiría a la población colombiana la participación y defensa de los 
derechos ambientales como la acción de tutela (artículo 86) y la acción popular (artículo 
88). 
 
La norma que reestructura el sistema ambiental en Colombia corresponde a la Ley 99 de 
1993 en la cual se determina como máxima autoridad ambiental al MMA, crea el SINA y 
el Consejo Nacional Ambiental; constituye 16 nuevas CAR y 5 autoridades ambientales 
para los grandes centros urbanos; crea la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
PNN; crea 5 institutos de investigación considerados como adscritos al SINA (IAvH, 
SINCHI, IDEAM, INVEMAR, Instituto de Investigaciones del Pacífico) entre otras 
innovaciones institucionales. La implementación de las reformas que promovió la Ley 99 
de 1993 se dieron entre los años 1994 y 2002 (Uribe, 2005). 
 
Con la reducción de presupuesto planteada por el gobierno del año 2002, una de las 
consecuencias fue la fusión del Ministerio de Desarrollo con el MMA, lo que generó el 
MAVDT (Uribe, 2005). Sin embargo, para el año 2011 se presenta una nueva 
reestructuración en las instituciones, a través del Decreto 3570 de 2011 se crea el 
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MADS, se establecen las direcciones que lo componen y sus obligaciones. De otro lado, 
es creada la ANLA (Decreto 3573 de 2011) que es la autoridad, entre otros, de otorgar 
licencias ambientales y ejercer las actividades de control y seguimiento sobre estas.  
1.3 Informes de la CGR sobre los recursos naturales y el 
ambiente 
La CGR elabora desde el año 1998 informes denominados Estado de los Recursos 
Naturales y del Ambiente y a través de estos, entre otras cosas, es posible conocer los 
avances y retrocesos de las instituciones (no solo del SINA) del Estado en relación a la 
gestión ambiental que deben ejecutar. Con el fin de contextualizar los avances de las 
instituciones estatales que tienen responsabilidades ambientales a continuación se 
describen aspectos de interés para la presente investigación. 
 
En 1997 la CGR evaluó las metas del PND 1994-1998 “El Salto Social” dado que este 
pretendía efectuar actividades en torno a una nueva cultura de desarrollo, impulsar la 
producción limpia y propender por la sostenibilidad del uso del ambiente. Es así como la 
CGR reportó que la inversión se dio en un 60%. El programa que contó con mayor 
inversión correspondió al de Fortalecimiento Institucional. Dado lo anterior, la CGR 
recomendó incorporar la variable ambiental en las políticas de los sectores (CGR, 1998) 
 
Respecto al programa de producción limpia se deseaba que este tuviera impacto en los 
sectores minero energético, agropecuario, pero también en el transporte, turismo, salud y 
comercio exterior (CGR, 1998). En el subsector energético se definió el cambio de 
termoeléctricas de carbón a gas. En el subsector de hidrocarburos se firmaron convenios 
con el Ministerio de Minas y Ecopetrol, y se firmó el Plan nacional para el control del 
derrames de hidrocarburos (CGR, 1998). Para la pequeña minería de oro se 
desarrollaron en 5 CAR programas de tecnologías limpias y respecto al carbón se 
pactaron compromisos (CGR, 1998). 
 
Para el año 1998 la CGR señalaba que las principales fallas institucionales y 
administrativas del trámite de licenciamiento ambiental correspondían a insuficiente 
capacidad técnica para evaluar los EIA, la imposibilidad de establecer objetivamente 
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cuáles actividades requerían licencia ambiental y cuáles no, y el deficiente monitoreo y 
control (CGR, 1999). Respecto al segundo asunto descrito, dado que ninguna norma 
había definido el concepto de “impacto grave” y que este era, y es, el criterio para 
establecer si un proyecto o actividad requería licencia ambiental, la CGR afirmaba que 
para 1998 las Autoridades Ambientales regionales debían generar concepto individual 
por cada consulta respecto a la obligatoriedad del trámite. Igualmente, asociado a esta 
situación asuntos de definiciones como establecer qué son impactos significativos o 
acumulativos no fueron solucionados.  
 
Igualmente la CGR afirmaba que no se estaban ejecutando actividades de vigilancia y 
control, y que esto era consecuencia de la ausencia de criterios de seguimiento en la 
legislación. En este sentido, al no desarrollar esas actividades se impedía hacer 
monitoreo sobre los impactos reales de los proyectos licenciados por lo que se estaba 
perdiendo la capacidad de la licencia ambiental para contribuir en la planeación 
ambiental del país. También se reportaban otras deficiencias en el trámite como la 
ausencia de evaluación de impactos socioeconómicos, la larga duración del trámite, la 
ausencia de normas sobre ordenamiento ambiental del territorio, saneamiento ambiental 
y calidad ambiental; y la falta de revisión de las normas de calidad ambiental (CGR, 
1999). Para este año las licencias otorgadas cubrían proyectos de hidrocarburos, 
infraestructura, energía; sin embargo, dado los convenios voluntarios de producción 
limpia no era posible generar control sobre los demás sectores económicos (CGR, 1999). 
 
En el año 1999 la CGR señalaba la ausencia de evaluación sobre las políticas 
macroeconómicas respecto a los impactos ambientales consecuencia de que la 
economía colombiana se base en la exportación de recursos naturales. De otro lado, la 
política para erradicar los cultivos ilícitos reportaba efectos graves sobre ecosistemas de 
importancia. Igualmente señalaba que las actividades como la construcción de 
infraestructura no tiene en cuenta criterios ambientales para su ejecución (CGR, 2000). 
Es así como los planes de desarrollo incluían los problemas ambientales como un asunto 
del SINA mas no como una responsabilidad del Estado (CGR, 2000). 
 
Dentro de los programas del SINA se continuó el trabajo respecto a la operatividad de las 
tasas retributivas por contaminación, la coordinación interministerial de los convenios de 
producción más limpia y además se desarrollaron 15 guías ambientales (CGR, 2000). 
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Sumado a que se estaban desarrollando modelos para evaluar el impacto de las 
emisiones atmosféricas ocasionados por la cadena energética, se planteaba la necesidad 
de evaluar los problemas ambientales de la expansión del sector minero energético 
(CGR, 2000). 
En el contexto interministerial, la CGR para el año 2000 reportaba que entre el MMA y 
Minercol se habían elaborado guías para la explotación carbonífera, la minería 
subterránea de carbón, la minería a cielo abierto, los puertos carboníferos y las 
carboeléctricas. Sin embargo, señalaba la necesidad de establecer reglamentaciones 
ambientales específicas por sector. Al evaluar la gestión en temas ambientales del sector 
minero-energético la CGR afirmó que no se observaban resultados a pesar del gran 
impacto ambiental y social que generan estas actividades económicas (CGR, 2001). 
 
Para el año 2001 la CGR nuevamente señala que las gestiones en política ambiental del 
Ministerio de Minas y Energía fueron pocas. Sin embargo, a través del trabajo conjunto 
del DNP y el MMA se elaboró el CONPES 3120 sobre “Estrategias de modernización del 
marco regulatorio e institucional aplicable al sector minero”. La CGR recordó la necesidad 
de incorporación de variables ambientales en la elaboración de los planes de expansión 
minero-energéticos (CGR, 2002). 
 
Al evaluar el PND “Hacia un Estado Comunitario” la CGR (2003) observaba que en ese 
documento se utilizaba el argumento de que el trámite de licencia ambiental tomaba 
mucho tiempo para proponer flexibilizar los requisitos para la obtención de licencias, 
permisos y concesiones ambientales. Uno de los mecanismos propuestos fue que la 
llamada “Evaluación Ambiental Estratégica” reemplazara la licencia ambiental pero 
aquella no permitía la evaluación previa de los daños ambientales ni la exigencia de 
PMA. Sin embargo, las dificultades sobre la eficiencia del trámite no eran las únicas 
causas para la implementación de la Evaluación Ambiental Estratégica, para el 2003 se 
reportaba que el Banco Mundial condicionaba sus préstamos a estas modificaciones 
(CGR, 2004). En términos generales el PND no tenía una visión integral de política 
ambiental para los sectores económicos (CGR, 2003) y no era posible establecer la 
coherencia entre los planes, programas y proyectos que contenían metas ambientales 
(CGR, 2004). 
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De otro lado, para el año 2002 y con el fin de mejorar la presentación de los EIA y PMA 
del sector infraestructura el Ministerio de Transporte y el MAVDT comenzaron la 
elaboración de los TR y de guías ambientales (CGR, 2003). Para ese año se reportaba 
que en el sector de infraestructura se firmaban contratos con empresas que no contaban 
con la licencia ambiental para el proyecto (CGR, 2003). 
Respecto al sector minero-energético la CGR (2003) planteaba la necesidad de construir 
marcos regulatorios que permitieran efectuar vigilancia y control ambiental e implementar 
programas de investigación enfocados en desarrollar tecnologías limpias para las 
actividades del sector. En relación con la incorporación de variables ambientales dentro 
de los planes del sector no se observaban avances y en cambio solo se establecían 
soluciones puntuales a problemas coyunturales.  
 
Para el año 2003 la CGR nuevamente hace énfasis en que no es posible ceder el control 
de los impactos ambientales que debe tener la licencia ambiental a nuevos instrumentos 
que son de carácter voluntario como las Evaluaciones Ambientales Estratégicas y las 
guías ambientales (CGR, 2004). Igualmente, la consolidación de las Evaluaciones 
Ambientales era baja dada la ausencia de identificación de los impactos ambientales por 
parte de los sectores (CGR, 2004). 
 
En relación a la reestructuración del MMA en MAVDT la CGR reportaba que los asuntos 
ambientales habían quedado en un segundo plano respecto a los demás vice ministerios 
y sobre el trámite de licenciamiento ambiental afirmaba que este se había delegado a 
funcionarios contratistas y no a los funcionarios que ya contaban con la experiencia. Al 
igual que con la reestructuración del Ministerio, señalaba que la expedición del Decreto 
1729 de 2002 contribuía al debilitamiento del control de los impactos ambientales 
ocasionados por los sectores económicos (CGR, 2004). 
 
A pesar que se había previsto formular bases para la Política Nacional para la 
Prevención y el Control de la Contaminación Atmosférica y la Vigilancia de la Calidad del 
Aire, en el 2003 no se habían presentado avances (CGR, 2004). Igualmente, respecto a 
la implementación de la Política de Producción más Limpia de 1997 para el año 2003 no 
observaban avances significativos (CGR, 2004). 
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En el año 2005 la CGR presentó un balance de lo que fue la política ambiental planteada 
en el año 2002. En este análisis se resalta que el tema ambiental fue subordinado por 
asuntos como la seguridad democrática y la reactivación económica. El supuesto era que 
la seguridad democrática permitiría el incremento de la inversión y por lo tanto la 
reactivación económica. Particularmente, el primero ocasiona impactos ambientales por 
la lucha contra las drogas ilícitas especialmente en el Sistema de PNN; de otro lado, a 
través del ecoturismo, los proyectos forestales y los mercados verdes se pretendía 
apoyar la reactivación económica (CGR, 2005). 
 
Respecto al área estratégica denominada “Impulso a la producción industrial y comercial 
competitiva” sus actividades se enfocaron en la eliminación de sustancias agotadoras de 
la capa de ozono, manejo de contaminantes orgánico persistentes y la gestión sobre los 
residuos o desechos peligrosos (CGR, 2005). 
 
Sin embargo, la evaluación no arrojó resultados positivos ya que se reiteraba la 
inexistencia de una política ambiental y además no había claridad sobre las metas, 
objetivos y acciones de los aspectos ambientales que se intentaban desarrollar (CGR, 
2005). Para el año 2004 respecto a las Evaluaciones Ambientales Estratégicas no se 
habían establecido mecanismos para su implementación. Igualmente se reportaba que 
en relación a la Política de Investigación Ambiental esta no tenía proyectadas acciones 
para su ejecución (CGR, 2005). 
 
En el año 2005 la CGR exponía que el sector minero-energético en los últimos 10 años 
había usado gran cantidad de recursos renovables y no renovables originando problemas 
ambientales (CGR, 2006). Sin embargo, las Evaluaciones Ambientales Estratégicas 
planteadas años atrás no se había desarrollado y en relación a las regalías señaló que 
estas eran utilizadas para continuar ejecutando actividades que no mejoraban la calidad 
de vida de los habitantes ni los daños ocasionados a los ecosistemas (CGR, 2006). 
 
Para el periodo entre los años 2002-2006 a través del Plan Nacional de Desarrollo 
Minero se pretendió mejorar la gestión ambiental a través de las Evaluaciones 
Ambientales Estratégicas, incluyendo la variable minera en los Planes de Ordenamiento 
Territorial, la creación de Centros Minero Ambientales y la implementación del Sistema 
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de Auditores Minero Ambientales (CGR, 2006). Sin embargo, este Plan tuvo debilidades, 
por ejemplo, la baja cobertura de vigilancia y control sobre los títulos mineros (CGR, 
2006). 
Respecto al subsector eléctrico para el 2005 no se había establecido las dependencias 
encargadas de la regulación ni los mecanismos para corregir los daños ambientales 
causados por los proyectos de este subsector. Señaló la CGR que a pesar de que las 
normas del subsector han considerado aspectos ambientales no se había establecido en 
las políticas y proyectos de inversión la manera en que se manejarían los impactos 
ambientales (CGR, 2006). 
 
En relación al subsector hidrocarburos se hacía énfasis en las dificultades que 
continuaba teniendo Ecopetrol para el cumplimiento de los estándares ambientales y 
señalaba que la contaminación de las refinerías que estaban bajo su control habían 
generado grandes problemas de contaminación (CGR, 2006). De manera semejante, 
sobre el subsector minero la CGR identificó que el seguimiento que hacía Ingeominas a 
los proyectos correspondía a determinar el cumplimiento de los contratos, el inventario de 
la minería pero no incluía ningún tipo de evaluación ambiental (CGR, 2006). 
 
En el 2006 la CGR al comparar las metas de los Planes de Desarrollo 2002-2006 y 2006-
2010 indicó que en el primero se pretendía reducir en un 25% el tiempo del trámite de 
licenciamiento ambiental y en el segundo reducir a 20 semanas el promedio de duración 
del mismo (CGR, 2007a). Igualmente, la CGR (2007a) reportó que para el Plan de 
Desarrollo 2002-2006 fue posible cumplir algunos objetivos y metas ambientales que 
estaban vinculados con integrar la dimensión ambiental en el sector minero-energético. 
No obstante, la promoción del desarrollo sostenible por parte de este sector se enfocaba 
en proporcionar cobertura de los servicios públicos energía eléctrica y gas (CGR, 2007a). 
Causa atención que en el Plan de Desarrollo 2006-2010 se planteaba que las actividades 
de control y vigilancia que desarrollaba el Ingeominas fueran ejecutadas por una 
institución privada (CGR, 2007a). 
 
De otro lado, en el sector minero-energético se implementó la reducción de impuestos y 
aranceles para la utilización de tecnologías limpias y se identificó la necesidad de 
fortalecer la seguridad nuclear y la protección radiológica (CGR, 2007 a). 
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Para el año 2007 la CGR reportó el desarrollo de 10 Evaluaciones Ambientales 
Estratégicas en sectores como minería, hidrocarburos, energía e infraestructura. Sin 
embargo, citaba la necesidad evaluar posteriormente su alcance en los planes y políticas 
de los diferentes sectores (CGR, 2007b). A pesar de lo anterior se señalaba que en 
Ministerio de Minas y Energía no se articulaba la gestión de los funcionarios con los 
comités que ejecutaban acciones ambientales (CGR, 2007b). 
 
Sin desconocer la organización institucional y la inclusión en la planeación de los temas 
ambientales, se reportaba que no había sido posible corregir impactos de la actividad 
minera como la pérdida de cobertura vegetal y de suelos, la sedimentación y la 
contaminación de cuerpos de agua (CGR, 2007b). 
 
Para el sector de minas y energía la CGR en el 2008 señaló la elaboración de una 
metodología para identificar pasivos ambientales para la recuperación de áreas mineras, 
de explotación de hidrocarburos y agrícolas (CGR, 2009). 
 
Evaluando el alcance de las agendas interministeriales del sector minero-energético se 
observaba que no era claro el impacto que estas habían tenido sobre la protección de los 
ecosistemas desde una perspectiva regional y nacional. En este sentido, respecto al 
subsector de energía a pesar de que en febrero de 2008 se había planteado su agenda 
ambiental a inicios de 2009 esta no se había protocolizado. De otro lado, la agenda para 
el subsector de hidrocarburos presentaba un nivel de cumplimiento aceptable, en 
particular, por el trabajo desarollado por algunas entidades que hacían parte del 
subsector (CGR, 2009). 
 
En el año 2009 se continúa reportando la participación marginal del sector ambiental en 
las políticas de los demás sectores y de la población en general y en cambio se resaltaba 
la importancia que tenían temas como la seguridad, el crecimiento económico y la lucha 
contra las drogas ilícitas (CGR, 2010). En el mismo sentido, la reducción de los recursos 
presupuestales había ocasionado la reducción de personal en el MAVDT y debilitado 
cumplimiento de las funciones de las Autoridades Ambientales regionales (CGR, 2010). 
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Igualmente la CGR evaluó que el dinero recaudado a través de las tasas retributivas solo 
había permitido alcanzar el 29% de las metas de descontaminación, respecto a la 
reglamentación de las cuencas solo se había hecho para un 9% de estas y los planes de 
ordenación forestal se habían efectuado en un 18% (CGR, 2010). 
 
Para el año 2009 el grupo GIDCA señalaba que la valoración cuantitativa por parte del 
sistema de gestión de calidad del MAVDT influía sobre la calidad de los conceptos 
técnicos que se estaban dando en el trámite de licencias ambientales. Para ese momento 
la eficiencia de los funcionarios se medía por la cantidad de conceptos técnicos 
elaborados en el mes lo que conllevaba a reducir la calidad de los mismos; en cambio, la 
calidad de los conceptos técnicos no era controlada. Sumado a esta situación Cabrera y 
Fierro (2013) reportan que la autoridad ambiental presenta dificultades respecto a contar 
con personal idóneo o rigor técnico para la evaluación de las solicitudes. Los conceptos 
técnicos no pueden ser la sumatoria de los componentes abiótico, biótico y social sino 
que deben permitir la toma de decisiones conjuntas entre los miembros del equipo 
evaluador (GIDCA, 2009). 
 
Sobre el PND 2006-2010 se reportó como acciones positivas del sector minero-
energético la disminución de contaminantes en los combustibles y la mezcla de alcohol 
carburante en la gasolina (CGR, 2010). 
 
A pesar de la recuperación en el 2011 de un ministerio que tuviera exclusivamente a su 
cargo la política y administración del componente ambiental del país, no se reportaban 
avances respecto al alcance que debería tener el licenciamiento ambiental. Por el 
contrario se generó una función de advertencia en el 2012 y se considera que la 
legislación ambiental no ha logrado controlar y ni reducir los impactos de la minería 
(CGR, 2011). 
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1.4 Normas que determinan los principios jurídicos del 
licenciamiento ambiental 
 
Las siguientes normas se describen siguiendo el criterio de temporalidad mas no el de 
jerarquía. 
 
 Decreto Ley 2811 de 1974 
 
El Decreto Ley 2811 se conoce como el Código de los Recursos Naturales Renovables y 
de Protección del Medio Ambiente y en este se dictan directrices para la reglamentación 
del uso y conservación de factores bióticos y abióticos como la atmósfera, las aguas, el 
suelo, el subsuelo, la flora, la fauna, recursos geotérmicos, los recursos hidrobiológicos; 
pero también para los resultados de las actividades antrópicas como la fabricación de 
sustancias tóxicas y radioactivas, el ruido, los residuos y basuras, entre otros. 
 
Según la CGR (2007 a) el Decreto Ley incluyó el derecho al ambiente sano desde la 
perspectiva del saneamiento de las áreas urbanizadas, y planteó que a través de la 
planeación se podría hacer compatible el desarrollo y las políticas ambientales. 
 
A pesar que este Decreto Ley no define la licencia ambiental ni hace referencia explícita14 
sobre cuándo es necesario tramitarla, sí plantea principios y aspectos de política que 
influyen en las normas ambientales posteriores y en el alcance que tendrían las licencias 
ambientales.  
 
En relación a los sujetos y objetos de derechos se observa que dentro de los sujetos se 
encuentra el hombre presente y los de las futuras generaciones en función del desarrollo 
armónico; pero en algunos casos pareciera que los recursos renovables también fueran 
sujetos, por ejemplo en los artículos 8 y 32. Respecto a los objetos se identifica el 
                                               
 
14
 Se nombra la necesidad de trámite en los artículos 40 y 208. El artículo 28 disponía que la “[…] 
actividad que, por sus características, pueda producir deterioro grave a los recursos naturales 
renovables o al ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, […]” 
requería licencia ambiental. No obstante, este artículo fue derogado por la Ley 99 de 1993, 
artículo 118. Respecto a la necesidad de autorizaciones sobre los denominados recursos 
naturales se hace uso indistinto de las palabras permiso o concesión. 
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ambiente, dado que se preserva, se aprovecha y se restaura, y los recursos renovables 
por medio de su utilización racional. 
 
Podría considerarse como un avance que el Decreto Ley reconozca como sujeto de 
derecho a los componentes de los ecosistemas, sin embargo, para la protección y mejor 
uso de los ecosistemas es indispensable que la especie humana se reconozca como 
parte de estos, y que los haga de manera consciente y en el ámbito jurídico sujetos de 
derechos. Así sería posible implementar la justicia ambiental dado que los ecosistemas y 
sus componentes harían parte de la comunidad moral humana (Bellmont, 2012) y los 
derechos contendrían las características de integralidad y globalidad (Mesa Cuadros, 
2011a). 
Respecto a los principios el Decreto Ley promulga que el ambiente es patrimonio común 
y que es deber del Estado y de los ciudadanos participar en su preservación y manejo 
(artículo 1), que las personas tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano (artículo 7), 
que se debe lograr la eficiencia en la utilización de los recursos y elementos ambientales 
(artículo 9) y plantea que la preservación de los recursos naturales renovables debe 
hacerse incluyendo a las futuras generaciones colombianas (artículo 2). Asociado a esto 
señala la necesidad de establecer incentivos económicos para fomentar la conservación 
del ambiente y sus recursos (artículo 13) y dispone que debe hacerse evaluación de 
beneficios para compensar los daños ecológicos, ambientales y sociales que generen las 
actividades sobre los recursos o ecosistemas. De esta manera, a través de la planeación, 
sería posible la compatibilidad entre el desarrollo económico y la conservación de los 
recursos y el ambiente (artículo 45).  
 
El Decreto Ley plantea la coexistencia entre los límites y las autorizaciones que deben 
asegurarse y permitirse para la conservación de los ecosistemas y sus componentes en 
función del desarrollo social y económico. Para esto, las instituciones colombianas 
establecerían las necesidades del país y se planearía a cuánto corresponde la reserva de 
recursos que se debería tener (artículo 45). En este punto la norma ignora la realidad 
respecto a la dificultad de desarrollar inventarios de los ecosistemas y sus componentes, 
establecer las tasas de renovabilidad de los elementos bióticos y abióticos, cuantificar los 
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componentes de los ecosistemas; además que la inversión en el SINA y la investigación 
en el país es insignificante15.  
 
Un ejemplo de la ambivalencia de este Decreto Ley se observa respecto a las áreas de 
reserva forestal en las que a pesar de ser áreas que se establecieron como zonas de 
preservación y protección, por razones de “[…] utilidad pública o interés social […]” 
(artículo 210) partes de estas podrían ser extraídas de la reserva; lo cual permite pensar 
que son pocas las posibilidades que tendrían las normas en plantear prohibiciones o tan 
siquiera límites al uso de los ecosistemas y sus componentes.  
Los conceptos de utilidad pública e interés social no solo afectan este Decreto Ley sino 
que también en normas posteriores estos han sido los argumentos para autorizar planes 
y proyectos de interés económico. La Ley 56 de 1981 señala que son de “[…] utilidad 
pública e interés social los planes, proyectos y ejecución de obras para la generación, 
transmisión, distribución de energía eléctrica, acueductos, riego, regulación de ríos y 
caudales, así como las zonas a ellos afectadas” (artículo 16) y que es el ejecutivo quien 
debe aplicar esta calificación (artículo 17). Sin embargo, estos conceptos también han 
sido utilizados para actividades en los cuales resalta el interés económico mas no el 
social, como es el caso de la Ley 685 de 2001 que en su artículo 13 establece que la 
minería es de utilidad pública. La CGR (2011) señala que es necesario determinar cuáles 
proyectos mineros son realmente de utilidad pública e interés social dado que estos 
generan graves impactos ambientales.  
 
Retomando el Decreto Ley 2811, la redacción de sus artículos no permite garantizar el 
cumplimiento de sus acciones. Esto se observa, por ejemplo al leer, “Se tomarán las 
medidas necesarias para conservar o evitar la desaparición de especies o individuos de 
la flora […]” (artículo 196). 
 
El Decreto Ley plantea la posibilidad de hacer uso de los recursos naturales renovables y 
no renovables (artículos 2 y 9, entre otros)16 y se restringen los efectos perjudiciales de 
                                               
 
15
 Para el año 2013 se tenía presupuestado para el sector ambiente y desarrollo sostenible el 
0,5% del presupuesto, para ciencia y tecnología el 0,9%, para minas y energía el 7,2% y para 
transporte el 15,5% (CONPES 3728, 2012). 
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su uso, por ejemplo, la contaminación, la erosión, el ruido, la acumulación o disposición 
inadecuada de residuos y basuras, y la extinción de especies (artículos 2 y 8). 
Igualmente se restringe el agotamiento de los recursos (artículo 62). Entre las pocas 
prohibiciones de uso que hace el Decreto Ley estas son planteadas para las áreas del 
Sistemas de PNN y corresponden a: “a. La introducción y transplante de especies 
animales o vegetales exóticas; b. El vertimiento, introducción, distribución, uso o 
abandono de sustancias tóxicas, o contaminantes que puedan perturbar los ecosistemas 
o causar daños en ellos; c. La utilización de cualquier producto químico de efectos 
residuales y de explosivos, salvo cuando los últimos deban emplearse en obra 
autorizada; d. Las demás establecidas por la ley o el reglamento” (artículo 336). 
 
Respecto a la protección de los recursos renovables se contempla que estos no pueden 
ser utilizados por encima de los límites que contribuyan a su agotamiento o deterioro, 
pero esto se plantea no solamente como si los recursos fueran sujetos de derecho sino 
porque la preservación de los recursos permitirá su uso posterior según las necesidades 
del interés público (artículo 9). 
 
Finalmente, es importante señalar que en el artículo 44 el Decreto Ley dispone que el 
DNP coordinará políticas asociadas a los recursos naturales y demás elementos 
ambientales. 
 
 Constitución Política de 1991 
 
La Constitución Política de 1991 incorpora los aspectos ambientales con el fin de 
constituir el Estado Social de Derecho (Bellmont, 2012), y es por esto que el tema 
ambiental se impone de manera trasversal en los instrumentos de planificación (CGR, 
2007 a). En este sentido establece el derecho al ambiente sano y le impone al Estado el 
deber de proteger la integridad y diversidad del ambiente (artículo 79), por lo que, entre 
otras cosas, debe planificar el manejo de los recursos naturales con el fin de garantizar 
                                                                                                                                              
 
16
 A pesar que estos no son claramente definidos en el Decreto Ley, en este se identifica que los 
recursos renovables corresponden a atmósfera, agua, tierra, subsuelo, suelo, flora, fauna, fuentes 
primarias de energías no agotables, pendientes topográficas con potencial energético, recursos 
geotérmicos, recursos hidrobiológicos, recursos biológicos edáficos, recursos del paisaje; y los no 
renovables estarían compuestos por los hidrocarburos y minerales, aunque también pareciera que 
el agua se considera parte de estos. 
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su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución (artículo 80). De 
igual forma, el Estado “reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 
colombiana” (artículo 7). Todos estos derechos han sido frecuentemente discutidos a 
través de la Corte Constitucional (Fierro, 2012). 
 
A pesar de la existencia del derecho al ambiente sano y las posibilidades de protección 
que provee la Constitución Política, es importante recordar que es permanente la disputa 
para su protección efectiva (Mesa Cuadros, 2011 a). 
 
Podría considerarse que la protección del ambiente es consecuencia de la dependencia 
que tiene la especie humana sobre este para la satisfacción de sus necesidades 
(Bellmont, 2012), sin embargo, de ser esto del todo cierto, existirían normas que 
protegieran, como mínimo, los ecosistemas llamados estratégicos e impondría límites al 
uso de estos. Ni siquiera desde una perspectiva antropocéntrica es posible evaluar 
positivamente las acciones incorporadas por la disciplina del derecho para la protección 
del derecho al ambiente sano. 
 
El Derecho al ambiente sano está compuesto de 3 obligaciones según la Corte 
Constitucional y son respetar, proteger y cumplir. El respeto está enfocado en el deber de 
que el Estado se abstenga a afectar negativamente disponer del ambiente sano 
(Sánchez, 2012); al respecto a través de las licencias ambientales el Estado autoriza 
afectar negativamente los ecosistemas. La protección es entendida como la necesidad 
que tiene el Estado de regular el comportamiento de terceros para garantizar este 
derecho (Sánchez, 2012). En este sentido la licencia ambiental podría cumplir un mejor 
papel porque a través de esta es posible definir restricciones para los proyectos que 
requieren esta autorización, sin embargo esta idea sea queda bastante en el plano del 
deber ser porque, como se verá en esta investigación, los límites son pocos al igual que 
la vigilancia y el control. Por su parte el cumplimiento comprende las medidas 
legislativas, administrativas, presupuestarias y judiciales que el Estado debe proporcionar 
para la efectividad del derecho (Sánchez, 2012). No obstante, los informes que todos los 
años hace la CGR sobre la gestión en políticas ambientales no muestran resultados 
positivos para el país. 
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Es de esperarse que las normas sean más estrictas a medida que aumenta la jerarquía 
dado el principio de rigor subsidiario; no obstante, respecto al régimen de licenciamiento 
ambiental las normas son flexibles desde la Ley 99 y el Decreto Ley 2811 porque 
además de ser generales son permisivas a los usos posibles de los llamados recursos 
naturales, son casi nulas las restricciones y respecto a los principios promueven la idea 
de que es compatible el desarrollo económico y la conservación de los ecosistemas. 
 
 Ley 99 de 1993 
 
Esta Ley es un puente entre el Decreto Ley 2811 y la reglamentación del licenciamiento 
ambiental. A través de la Ley 99 de 1993 el Estado colombiano define que “el proceso de 
desarrollo económico y social de país se orientará según los principios universales y del 
desarrollo sostenible” (artículo 1) y determina que el EIA es el instrumento que permitiría 
el otorgamiento o no de una licencia ambiental (CGR, 2006). Rodríguez et al., (2012) 
señala que la existencia del desarrollo sostenible requiere del respeto simultáneo del 
derecho a un ambiente sano y a la libertad económica, lo cual tampoco sucede en 
nuestra sociedad. 
 
La Ley 99 expone las dependencias y competencias de las entidades del SINA, 
establece cuáles son Autoridades Ambientales del país y sus competencias, trata 
aspectos sobre las tasas retributivas y compensatorias por uso del agua, suelo y 
atmósfera, la planificación ambiental, la participación ciudadana, las sanciones, el Fondo 
Nacional Ambiental y el de la Amazonía, y la Procuraduría Delegada para Asuntos 
Ambientales. Respecto a las licencias ambientales expone cuáles actividades requieren 
licencia, las competencias de las Autoridades Ambientales, el contenido del EIA y el 
procedimiento de licenciamiento. 
 
Contrario a lo que sucederá en la mayoría de las normas que regulan el licenciamiento 
ambiental, pero acorde con el Decreto Ley 2811, la Ley 99 expone principios y al 
respecto señala que la biodiversidad debe ser protegida y aprovechada sosteniblemente; 
los páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuíferos 
serán objeto de protección especial; el principio de precaución; y el fomento de 
instrumentos económicos para el manejo del deterioro ambiental y la conservación de los 
recursos naturales. Igualmente plantea el concepto de desarrollo sostenible como el que 
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permite el crecimiento económico sin agotar los recursos naturales renovables, el medio 
ambiente o el derecho de las futuras generaciones a satisfacer sus necesidades. 
 
Respecto a la utilización de los recursos naturales, a través de las tasas retributivas y 
compensatorias permite el uso y la contaminación del agua, el suelo y la atmósfera 
(artículo 42). 
 
El concepto de licencia ambiental corresponde a la autorización para ejecutar un 
proyecto la cual está sujeta a obligaciones relacionadas con la prevención, mitigación, 
corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales (artículo 50). Las 
actividades que requieren licencia corresponden a los sectores hidrocarburos, minería, 
infraestructura; al igual que los distritos de riego, la producción e importación de 
pesticidas, los proyectos que afecten el Sistema de PNN, los transvases de agua de una 
cuenca a otra y la introducción de especies silvestres (artículo 52). Sin embargo, estas 
actividades se detallan a través del Decreto 1753 de 1994. Dispone que las Autoridades 
Ambientales que pueden otorgar licencias corresponden a: a) El MMA; b) Las CAR; c) 
Los municipios, distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a un 
millón de habitantes, y d) Las entidades territoriales delegatarias de las CAR. 
 
Con el paso del tiempo el trámite de licenciamiento ambiental ha sufrido modificaciones 
particularmente enfocadas en la determinación de las actividades que requieren cursar 
este trámite y en el tiempo de duración del mismo (CGR, 2006). Estas normas se 
describen a continuación.  
1.5 Decretos que han reglamentado y que reglamentan el 
licenciamiento ambiental 
 
Al estudiar las normas de mayor jerarquía se observa más fácil y con mayor frecuencia 
los principios o postulados ecológicos, en cambio en las normas de reglamentación el 
énfasis de estos son opacados por los intereses económicos (Serrano, 2007). En esta 
parte del documento se hará seguimiento sobre como el “deber ser” al que se refieren las 
normas generales como la Constitución Política y la Ley 99 de 1993, se va diluyendo 
respecto a la necesidad de facilitar el uso de los ecosistemas y sus componentes. 
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A continuación se exponen las normas que reglamentaron el procedimiento de 
licenciamiento ambiental, al igual que las que se encuentran vigentes. Sobre estas 
normas se revisaron sus principios, cuáles actividades autorizaban o prohibían e 
información correspondiente al EIA, actividades de vigilancia y control, entre otros. La 
comparación en el tiempo sobre los cambios de las normas se hace con la 
inmediatamente anterior. 
 
Antes de continuar es importante señalar que el régimen de licenciamiento ambiental 
requiere del EIA y del PMA para otorgar la licencia ambiental. Por lo tanto, no solo la 
resolución que otorga la licencia permite evaluar el alcance de los impactos ambientales 
de los proyectos sino también estos documentos. 
 
 
 Decreto 1753 de 1994 
 
Este Decreto es el primero que reglamenta la Ley 99 respecto al licenciamiento ambiental 
y se enfoca en el procedimiento. Es así como en el artículo 1 establece las definiciones 
para “ecosistema ambientalmente crítico” (aquel que ha perdido su capacidad de 
recuperación o autorregulación), “ecosistema ambientalmente sensible” (aquel que es 
altamente susceptible al deterioro por la introducción de factores ajenos o exógenos), 
“ecosistema de importancia ambiental” (es aquel que presta servicios y funciones 
ambientales) y “ecosistema de importancia social” (es aquel que presta servicios y 
funciones sociales). Generar categorías sobre el grado de degradación o sobre la 
importancia de los ecosistemas permitiría establecer prohibiciones sobre sus usos y 
propender por un mejor manejo en función de la conservación. Sin embargo, al no 
establecer ecosistemas dentro de estas categorías su definición es inútil; y peor aún, 
estas no vuelven a aparecer en los decretos posteriores (Toro et al., 2010 b). 
 
De otro lado el Decreto establece que la licencia ambiental “es la autorización que otorga 
la autoridad ambiental competente, mediante acto administrativo, a una persona, para la 
ejecución de un proyecto, obra o actividad que conforme a la ley y a los reglamentos, 
puede producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente 
o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, y en la que se establecen 
los requisitos, obligaciones y condiciones que el beneficiario de la licencia ambiental 
debe cumplir para prevenir, mitigar, corregir, compensar y manejar los efectos 
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ambientales del proyecto, obra o actividad autorizada” (artículo 2). Esto quiere decir que 
las licencias están en función planificar el manejo de los impactos ambientales con el fin 
de que estos sean mitigados o compensados, pero no se pretende mejorar ninguna 
variable ambiental de los lugares a intervenir. Es por esto que la licencia es un permiso 
que pretende imponer límites sobre los posibles efectos ambientales o la utilización de 
recursos, pero su fin es dar autorizaciones.  
 
Este Decreto también planteó la existencia de 3 tipos de licencias: la licencia ambiental 
ordinaria que no cubría los permisos, autorizaciones o concesiones para el uso de los 
recursos naturales renovables17; la licencia ambiental única que incluye los permisos, 
autorizaciones o concesiones; y la licencia ambiental global, que podría ser ordinaria o 
única pero que cubría actividades de proyectos de campos petroleros y de gas.  
Es también a través de este Decreto que se define que la duración de la licencia sería la 
misma de la del proyecto (artículo 5, parágrafo 1). 
 
Igualmente, este Decreto plantea como objetivo del DAA “suministrar la información para 
evaluar y comparar las diferentes opciones, que presente el peticionario, bajo las cuales 
sea posible desarrollar un proyecto, obra o actividad, con el fin de optimizar y racionalizar 
el uso de los recursos ambientales y evitar o minimizar los riesgos, efectos e impactos 
negativos que puedan provocarse”. Los proyectos que requieren DAA se encuentran en 
el artículo 17. De otro lado, se define el PMA como un instrumento que permite 
establecer las correspondientes medidas de prevención, corrección, compensación y 
mitigación de impactos y efectos negativos de un proyecto que requiera licencia (artículo 
22); y se señala que el EIA debe exigirse para todos los proyectos que requieran licencia 
ambiental (artículo 23). 
 
El otro documento utilizado para la toma de decisiones sobre las autorizaciones a permitir 
a través de una licencia ambiental corresponde al EIA. Entre los objetivos del EIA se 
encuentra la caracterización del medio biótico, abiótico y socioeconómico en el que se 
                                               
 
17
 Las actividades denominadas como utilización de los recursos naturales renovables requieren 
de autorización por parte de las Autoridades Ambientales y corresponden a las emisiones 
atmosféricas, manejo de residuos y desechos peligrosos, y el uso y vertimientos de agua. 
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desarrollará el proyecto; evaluar la oferta de los recursos a utilizar; y dimensionar los 
impactos y las acciones para prevenirlos, controlarlos, mitigarlos, compensarlos y 
corregirlos (artículo 24). Dentro de los objetivos también se planteaba “señalar las 
deficiencias de información que generen incertidumbre en la estimación, el 
dimensionamiento o evaluación de los impactos”; sin embargo este asunto, asociado 
completamente con el principio de precaución, tampoco se volvió a observar en los 
decretos posteriores. 
 
De otro lado, en el régimen de transición se dispone que “los proyectos, obras o 
actividades que con anterioridad a la expedición de la Ley 99 de 1993 iniciaron 
actividades, no requerirán licencia ambiental” (artículo 38). 
 
A través del tiempo la tendencia en el licenciamiento ambiental ha sido reducir la 
cantidad de actividades que requieren esta autorización, sin embargo en el Decreto 2820 
aparecen nuevas actividades. La eliminación de las actividades no se debe a estudios 
que evalúen la reducción de los impactos de estas sobre los ecosistemas o sobre las 
poblaciones humanas (Toro et al., 2010 b).  
En la Tabla 1-1 es posible visualizar las actividades que en algún momento han requerido 
o requieren licencia ambiental. 
 
Tabla 1-1:  Actividades que requerían o requieren licencias ambientales bajo los 
diferentes decretos. Fuente: Elaboración propia. 
 
Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
1- Proyectos que adelanten las CAR según el art. 
31, numeral 19 de la Ley 99. (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
2- Proyectos que afecten los PNN en el marco de 
las actividades allí permitidas o en las zonas de 
amortiguación de llegar a ser compatibles con el 
PMA de las zonas. (Lo que está con línea por 
debajo según Dec. 2820). (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
3- Los proyectos, obras o actividades a realizarse 
al interior de las áreas protegidas públicas 
nacionales de que trata el Decreto 2372-10, 
siempre que el uso sea permitido de acuerdo a la 
categoría de manejo respectiva e impliquen la 
construcción de infraestructura en las zonas de uso 
sostenible y general de uso público, o se trate de 
proyectos de agroindustria, a excepción de las 
unidades habitacionales, siempre que su desarrollo 
sea compatible con los usos definidos. 
(Competencia Ministerio) 
 
  
 X 
4- Los proyectos, obras o actividades a realizarse 
al interior de las áreas protegidas públicas 
regionales, de que trata el Decreto 2372-10, 
siempre que el uso sea permitido de acuerdo a la 
categoría de manejo respectiva e impliquen la 
construcción de infraestructura en las zonas de uso 
sostenible y general de uso público, o se trate de 
proyectos de agroindustria, a excepción de las 
unidades habitacionales, siempre que su desarrollo 
sea compatible con los usos definidos. 
(Competencia CAR) 
 
  
 X 
5- Diseño y establecimiento de centros industriales 
y zonas francas (Competencia CAR) 
X 
  
  
6- Estaciones de servicio, depósito y envasadoras 
de combustibles (Competencia CAR) 
X 
  
  
7- Construcción de sistemas de acueducto para 
más de 5.000 usuarios (Competencia CAR) 
X 
  
  
8- Construcción de sistemas de transporte masivo 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
9- Construcción, modificación, adecuación y 
operación de terminales para el transporte terrestre 
de pasajeros y de carga (Competencia CAR) 
X 
  
  
10- Construcción, operación de centros de turismo, 
recreación y deporte (Competencia CAR) X   
  
11- Construcción de cementerios (Competencia 
CAR) 
X 
  
  
12- Construcción de centros de acopio para 
almacenamiento y distribución de alimentos 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
13- Construcción de condominios y conjuntos 
habitacionales (Competencia CAR) 
X 
  
  
14- Construcción de hospitales (Competencia 
CAR) 
X 
  
  
15- Construcción y operación de sistemas de 
captación, tratamiento y disposición final de aguas 
residuales para poblaciones de 200.000 habitantes 
o más. (Competencia CAR) 
X X X X X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
16- Construcción y operación (incluye transporte) 
de sistemas de almacenamiento de sustancias y 
residuos peligrosos y operación de rellenos para 
residuos hospitalarios (lo que está con línea por 
debajo según el Dec. 2820) (Competencia CAR) 
X X X X X 
17- La construcción y operación de plantas cuyo 
objeto sea el aprovechamiento y valorización de 
residuos sólidos orgánicos biodegradables 
mayores o iguales a 20.000 toneladas/año. 
(Competencia CAR) 
 
  
 X 
18- La construcción y operación de instalaciones 
cuyo objeto sea el almacenamiento, tratamiento, 
aprovechamiento (recuperación/reciclado) y/o 
disposición final de residuos de aparatos eléctricos 
y electrónicos y de residuos de pilas y/o 
acumuladores. (Competencia CAR) 
 
  
 X 
19- Construcción y operación de sistemas de 
manejo de residuos sólidos (según Dec. 1753). 
Construcción y operación de rellenos sanitarios 
(según los demás decretos). No obstante, debe 
cumplir con lo dispuesto en la Ley 142-94 (según 
Dec. 2820). (Competencia CAR) 
X X X X X 
20- Almacenamiento y manejo de sustancias 
peligrosas excepto hidrocarburos. (Competencia 
CAR) 
X X 
 
X X 
21- Producción e importación de pesticidas en los 
siguientes casos: pesticidas o plaguicidas para uso 
agrícola, con excepción de los plaguicidas de 
origen biológico (elaborados con base en extractos 
naturales); pesticidas o plaguicidas veterinarios, 
con excepción de aquellos de uso tópico para 
mascotas y los accesorios de uso externo tales 
como orejeras, collares, narigueras, etc.; pesticidas 
o plaguicidas para uso en salud pública; pesticidas 
o plaguicidas para uso industrial; pesticidas o 
plaguicidas de uso doméstico, con excepción de 
aquellos plaguicidas para uso doméstico en 
presentación o empaque individual. En el Dec. 
1180 solo habla de producción. (Lo que está con 
línea por debajo según Dec. 2820). (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
22- La importación y/o producción de aquellas 
sustancias, materiales o productos sujetos a 
controles por virtud de tratados, convenios y 
protocolos internacionales de carácter ambiental 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
23- Exploración y uso de energía alternativa 
virtualmente contaminante con capacidad instalada 
superior a 3 MW (Lo que está con línea por debajo 
según el Dec. 2820). (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
24- Generación de energía nuclear. (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
25- Criaderos comerciales de fauna silvestre y 
caza comercial (Lo que está con línea abajo según 
los Decs. 2250 y 2820). (Competencia CAR) 
X X X X X 
26- Introducción de especies foráneas de fauna y 
flora silvestre con fines de cultivo, levante, control 
biológico, reproducción y/o comercialización, para 
establecerse o implantarse en medios naturales o 
artificiales, que puedan afectar la estabilidad de los 
ecosistemas o de la vida silvestre (Lo que está con 
línea por debajo según el Dec. 2820). 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
27- Manipulación genética y producción de 
microorganismos con fines comerciales. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
28- Transplante de especies, subespecies o 
variedades de fauna acuática entre cuencas no 
conectadas. (Competencia CAR) 
 X 
 
  
29- Proyectos de aprovechamiento forestal. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
30- Proyectos de reforestación y silvicultura. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
31- Granjas pecuarias, acuícolas, piscícolas y 
avícolas. (Competencia CAR) 
X 
  
  
32- Cultivo intensivo de flores. (Competencia CAR) X 
  
  
33- Industria manufacturera para la fabricación de 
sustancias químicas básicas de elementos 
químicos no metálicos, fabricación de alcoholes, 
fabricación de ácidos inorgánicos y sus 
compuestos oxigenados inorgánicos no metálicos, 
la fabricación de explosivos, pólvoras, y productos 
pirotécnicos y sustancias químicas básicas de 
origen mineral (Lo que está con línea por debajo 
corresponde a los Decretos. 1180. 2250 y 2820). 
(Competencia CAR) 
X X X X X 
34- Fabricación de municiones y explosivos. 
(Competencia Ministerio) 
X 
  
  
35- Manufactura de madera y muebles. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
36- Manufactura de papel. (Competencia CAR) X 
  
  
Manufactura de productos alimenticios. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
37- Manufactura de productos metálicos, 
maquinaria y equipos. (Competencia CAR) 
X 
  
  
38- Manufactura de productos minerales no 
metálicos. (Competencia CAR) 
X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
39- Manufactura de sustancias químicas, derivados 
del petróleo y del carbón, y el caucho. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
40- Manufactura de textiles, prendas de vestir y 
cuero. (Competencia CAR) 
X 
  
  
41- Manufactura de metales básicos. 
(Competencia CAR) 
X 
  
  
42- Obras públicas de red ferroviaria: vías y 
variantes de la red tanto pública como privada (Lo 
que está con línea debajo según Dec. 2820). 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
43- Obras públicas de red ferroviaria: vías y 
variantes de la red regional tanto pública como 
privada (Lo que está con línea debajo según Dec. 
2820). (Competencia CAR) 
X X X X X 
44- Obras públicas de red fluvial: construcción de 
puertos, cierre de brazos, dragados, cierre de 
meandros, rectificación o desviación de cauces, 
construcción de espolones. (Lo que está con línea 
por debajo según Dec. 2820). (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
45- Obras públicas y privadas de red fluvial: 
construcción y operación de puertos, cierre de 
brazos, construcción de espolones, dragados, 
rectificación de cauces y meandros, y 
desviaciones. (Lo que está con línea por debajo 
según Dec. 2820. Respecto a lo público y lo 
privado varía a través de los decretos). 
(Competencia CAR) 
X X X X X 
46- Obras públicas de red vial: construcción de 
carreteras, de segundas calzadas y túneles. 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
47- Obras públicas de red vial no pertenecientes al 
sistema nacional - red vial secundaria y terciaria. 
(Competencia CAR) 
X X X X X 
48- Construcción, dragado y operación de puertos 
de gran calado. (No obstante, el Decreto. 2820 
dispone que el dragado debe ser superior a 
1.000.000 m
3
/año). (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
49- Construcción, dragado y operación de puertos 
de menor calado. (Competencia CAR) 
X X X X X 
50- La ejecución de obras privadas relacionadas 
con la construcción de obras duras (rompeolas, 
espolones, construcción de diques) y de 
regeneración de dunas y playas. (Competencia 
CAR) 
 
  
 X 
51- Estabilización de playas y de entradas 
costeras, construcción de obras como rompeolas, 
espolones, diques y regeneración de dunas y 
playas. (Competencia Ministerio) 
 
  
 X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
52- Construcción de rompeolas, espolones, diques, 
tajamares, canales, rellenos hidráulicos, 
estabilización y creación de playas. (Competencia 
CAR) 
X X X X  
53- Construcciones o mejoramientos de 
aeropuertos internacionales y nuevas pistas para 
los mismos (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
54- Construcciones o mejoramientos de 
aeropuertos de nivel nacional, regional y pistas de 
fumigación (lo que está con línea abajo según los 
Decs. 1753 y 1728). (Competencia CAR) 
X X X X X 
55- Construcción de distritos de riego mayores a 
20.000 ha. (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
56- Construcción de distritos de riego entre 5.000 y 
20.000 ha. (Competencia CAR) 
X X X X X 
57- Gran minería: explotación de carbón mayor o 
igual a 800.000 t/año, explotación de minerales 
para construcción y arcillas o minerales industriales 
no metálicos cuando sea igual o mayor a 600.000 
para arcillas y mayor o igual a 250.000 t/año para 
otras materiales o minerales no metálicos, 
explotación de metales o piedras preciosas y 
semipreciosas cuando la remoción total de material 
útil y estéril proyectada sea igual o mayor a 
2.000.000 t/año, y otros minerales y materiales 
mayor o igual a 1.000.000 t/año. (Lo que está con 
línea por debajo según Dec. 2820). (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
58- Explotación de carbón menor a 800.000 t/año, 
explotación de minerales para construcción y 
arcillas o minerales industriales no metálicos 
cuando sea menor a 600.000 para arcillas y menor 
a 250.000 t/año para otras materiales o minerales 
no metálicos, explotación de metales o piedras 
preciosas y semipreciosas cuando la remoción 
total de material útil y estéril proyectada sea menor 
a 2.000.000 t/año, y otros minerales y materiales 
menor a 1.000.000 t/año. (Lo que está con línea 
por debajo según Dec. 2820). (Competencia CAR)  
X X X X X 
59- Siderúrgicas, cementeras y plantas concreteras 
fijas cuya producción de concreto sea superior a 
10.000 m
3
/mes. (Competencia CAR) 
 
  
 X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
60- Sector hidrocarburos: exploración sísmica de 
requerir vías, perforación exploratoria en nuevos 
lugares, explotación que requiera la construcción 
de instalaciones propias u obras de transporte, 
transporte de hidrocarburos por fuera de los 
campos, terminales y estaciones de transferencia y 
construcción y operación de refinerías o 
actividades de exploración sísmica en las áreas 
marinas del territorio nacional cuando se realicen 
en profundidades inferiores a 200 metros. (Lo que 
está con línea por debajo según Dec. 2820). 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
61- Tendido de líneas de transmisión eléctrica del 
sistema nacional - tendido del sistema 
interconectado de transmisión de energía eléctrica 
compuesto por el conjunto de líneas con sus 
correspondientes módulos de conexión 
(subestaciones) que se proyecte operen a 
tensiones iguales o superiores a 220 kV y que 
atraviesen la jurisdicción de dos o más 
Corporaciones Autónomas Regionales. (Lo que 
está con línea por debajo según Dec. 1728). 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
62- Tendido de líneas de transmisión que 
comprenda la jurisdicción de una Corporación o 
que no haga parte del sistema nacional. El tendido 
de líneas del sistema de transmisión está 
conformado por el conjunto de líneas con sus 
equipos asociados, que operan a tensiones 
menores de 220 kV y que no pertenecen a un 
sistema de distribución local. (Lo que está con 
línea por debajo según Dec. 1728). (Competencia 
CAR) 
X X X X X 
63- La construcción y operación de centrales 
generadoras de energía a partir del recurso hídrico 
con una capacidad menor a 100 MW; exceptuando 
las pequeñas hidroeléctricas destinadas a operar 
en zonas no interconectadas y cuya capacidad sea 
igual o menor a 10 MW. (Competencia CAR) 
 
  
 X 
64- Traslado de una cuenca hidrográfica a otra de 
corrientes que excedan 2m
3
/seg durante los 
periodos de mínimo caudal. (Lo que está con línea 
por debajo según Dec. 1753). (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
65- Traslado de una cuenca hidrográfica a otra de 
corrientes que igual o inferior a 2m
3
/seg durante 
los periodos de mínimo caudal. (Lo que está con 
línea por debajo según Dec. 1753). (Competencia 
Ministerio) 
X X X X X 
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Actividad 
D. 
1753
-94 
D. 
1728
-02 
D. 
1180
-03 
D. 
1220
-05 
D. 
2820
-10 
66- Construcción de presas, represas o embalses 
con capacidad mayor a 200.000.000 m
3
. 
(Competencia Ministerio) 
X X X X X 
67- Construcción de presas, represas o embalses 
con capacidad menor a 200.000.000 m
3
 
(Competencia CAR) 
X X X X X 
68- Construcción de centrales generadoras de 
energía eléctrica de capacidad igual o superior a 
100 MW. (Competencia Ministerio) 
X X X X X 
69- Construcción de centrales generadoras de 
energía eléctrica de capacidad mayor o igual de 10 
MW y menor de 100. (Competencia CAR) 
X X X X X 
 
En el Decreto 1728 gran cantidad de actividades18 pierden la obligatoriedad de obtener 
licencia ambiental para su ejecución. Estas corresponden a la organización e 
infraestructura propia de la los centros urbanos y a actividades de producción, entre 
estas agropecuarias. En las grandes ciudades se escapa del control y de la posible 
planeación ambiental de las licencias ambientales la construcción y operación de centros 
industriales y zonas francas que, en Boyacá con las industrias de hierro y acero o en 
Bogotá, generan grandes cantidades de residuos o desechos peligrosos (IAvH et al., 
2011). 
 
Igualmente, actividades como la manufactura de productos metálicos, maquinaria, 
sustancias químicas y derivados del petróleo, estando exentos de la licencia ambiental 
reportan altos aportes de residuos o desechos peligrosos (IAvH et al., 2011). Otro 
ejemplo de esta situación es la contaminación que se reporta sobre el río Bogotá 
asociada, entre otros, al sector de las curtiembres (Martínez, 2012). Igualmente, para las 
principales ciudades del país se señala aumento del material particulado en el aire menor 
a 10 micras y frecuentemente sobrepasa lo establecido por la norma; en el mismo 
sentido, causa preocupación el aumento de las concentraciones de dióxido de nitrógeno 
y de azufre. Curiosamente, la actividad turística y las aguas continentales contaminadas 
también han sido reportadas como generadoras de efectos negativos sobre el 
                                               
 
18
 Son 24 actividades las que dejaron de requerir licencia. 
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ecosistema de arrecife de coral, siendo este uno de los ecosistemas catalogados como 
estratégicos en el país (IAvH et al., 2011).  
De otro lado, el aprovechamiento forestal y la reforestación se reglamentan desde 1996 a 
través de Decreto 1791.  
 
Desde 1995 las entidades del SINA iniciaron con el sector productivo convenios de 
concertación para la producción más limpia por lo que comenzó un proceso de 
autorregulación, pero también se redujeron los requerimientos de licenciamiento para 
estas actividades. La CGR (2006) señalaba que no había sido adoptado por todos los 
sectores el programa de autorregulación que promovía las buenas prácticas para los 
proyectos que fueron eximidos de las licencias. Dado el carácter no vinculante de ese 
programa, la máxima autoridad ambiental cedió a los sectores productivos, como el 
agropecuario, la facultad de planear su desarrollo productivo acorde con los principios 
ambientales.  
 
En este sentido en el 2005 a través de la Resolución 1023 el MAVDT adopta 45 guías 
ambientales. Respecto a consideraciones técnicas, las guías ambientales presentan 
vacíos en relación a no exigir reportar la manera como se evalúa el impacto o los 
cambios en los ecosistemas y sus componentes (Toro et al., 2010 b) 
Una situación semejante sucede en el sector minero consecuencia de la promulgación 
del Código de Minas. A través de este Código también se implementaron guías para la 
gestión ambiental del sector minero y permitió la reducción de proyectos que requerían 
de licencia ambiental ignorando el impacto ambiental negativo que tiene cualquier tipo de 
actividad minera (CGR, 2006). Es necesario considerar que las actividades de 
autorregulación deben ser complementarías a la labor de las Autoridades Ambientales y 
no sustitutivas, de lo contrario el Estado no estaría garantizando el cumplimiento del 
artículo 80 de la Constitución Política o la Ley 99 de 1993 respecto a la obligatoriedad de 
conservación y manejo.  
 
Para el año 2011 la CGR afirmaba que no se había avanzado en los convenios de 
producción más limpia con los sectores de la economía y que el trabajo se enfocaba en 
agendas interministeriales pero que tampoco evidenciaban compromisos (CGR, 2011).  
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 Decreto Ley 2150 de 1995 
 
El objetivo de este Decreto Ley fue mejorar los trámites de la administración pública por 
lo que dispuso en el artículo 132 que la licencia ambiental tendría implícitos todos los 
permisos, autorizaciones y concesiones de carácter ambiental necesarios para el 
desarrollo del proyecto a licenciar, y estos tendrían las misma vigencia de la licencia. 
Esta indicación sigue siendo válida en el otorgamiento de licencias ambientales. Sin 
embargo, es importante aclarar que no solo para el trámite de licenciamiento ambiental 
se otorgan autorizaciones para la utilización o contaminación de algunos componentes 
de los ecosistemas. Dado que algunas actividades económicas requieren del uso de 
estos componentes es necesario obtener la autorización ante la Autoridad Ambiental 
correspondiente.  
El listado de las normas específicas sobre uso y contaminación de los componentes 
ecosistémicos se puede consultar en la Tabla 1-2. 
 
Tabla 1-2: Normas que regulan el uso y la contaminación del aire, agua, residuos y 
ruido. Fuente: Elaboración propia. 
Componente Norma 
Ruido: emisión. Resolución 627 de 2006 
Aire: reglamento de protección y control de 
la calidad del aire. 
Decreto 948 de 1995 
Aire: calidad. Decreto 979 de 2006 
Aire: calidad. Resolución 601 de 2006 
Aire: calidad. Resolución 610 de 2010 (modifica la 601) 
Aire: contaminación fuentes fijas. Resolución 909 de 2008 
Aire: contaminación fuentes fijas. Resolución 1309 de 2010 (modifica la 
909) 
Aire: Protocolo para el control y vigilancia 
de la contaminación atmosférica Generada 
por fuentes fijas. 
Resolución 2153 de 2010 (modifica la 
760 de 2010) 
Aire: contaminación fuentes móviles. Resolución 910 de 2008 
Aire: movimiento, almacenamiento y 
disposición de escombros. 
Resolución 541 de 1994 
Residuos: prevención y manejo de 
residuos y desechos peligrosos. 
Decreto 4741 de 2005 
Residuos: prevención y manejo de 
residuos y desechos peligrosos. 
Resolución 1402 de 2006 (reglamenta 
parcialmente el Decreto 4741) 
Agua: uso. Decreto 1541 de 1978 
Agua: uso y residuos líquidos. Decreto 3930 de 2010 
Agua: vertimientos. Decreto 4728 de 2010 
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Componente Norma 
Agua: tasa por vertimientos. Decreto 2667 de 2012 
Agua: tasa por tomarla. Decreto 155 de 2004 
Agua: tasa por tomarla. Decreto 4742 de 2005 (modifica el 
artículo 12 del Decreto 155). 
 
De otro lado, en el artículo 134 disponía que el gobierno podría establecer en cuáles 
casos sería suficiente la presentación del PMA para la ejecución de los proyectos. No 
obstante, este artículo fue declarado inexequible19. 
 
 
 Resolución 655 de 1996 
 
Esta Resolución reglamenta el Decreto 2150 en lo correspondiente a los requisitos para 
la obtención de la licencia ambiental, los cuales se asemejan a los dispuestos en el 
Decreto 1753; pero además de los requisitos de representatividad del solicitante, señala 
que se debe informar sobre la presencia de comunidades indígenas o negras en el área 
del proyecto y si este se desarrollar en áreas del sistema de PNN (artículo 4, numerales 
10 y 11).  
 
 
 Decreto 1728 de 2002  
 
Este Decreto sustituye el Decreto 1753 por lo que se refiere principalmente al 
procedimiento de licenciamiento ambiental y no se hacen explícitos los principios del 
mismo. Sin embargo se evidencia la reducción de la exigibilidad que se había planteado 
a través del 1753. 
 
A través de este Decreto se adoptan nuevas definiciones (efecto ambiental, impacto 
ambiental, terminales portuarios de gran calado y vulnerabilidad ambiental) y se aclaran 
algunas que habían sido planteadas en el Decreto 1753. 
Con relación a la licencia ambiental global en este Decreto se especifica que los PMA de 
cada una de las actividades de explotación minera o de hidrocarburos no requerían 
                                               
 
19
 Para más información ver Sentencia C 433 de 1996 Corte Constitucional. 
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evaluación previa sino que podían iniciar actividades solo con haberlo entregado a la 
Autoridad Ambiental (artículo 4).  
Los proyectos señalados a continuación no requerían licencia ambiental siempre y 
cuando estos usos se encontraran contemplados en el Plan de Ordenamiento Territorial, 
el Esquema de Ordenamiento Territorial o Plan Básico de Ordenamiento. De otro lado 
deberían registrarse ante la Autoridad Ambiental y cumplir las guías ambientales (artículo 
11); sin embargo, era necesario obtener los permisos de aprovechamiento de recursos 
naturales de ser el caso. 
 
“a) La construcción de hospitales, cementerios, centros de acopio para almacenamiento y 
distribución de alimentos, sistemas de transporte masivo, terminales de transporte 
terrestre de pasajeros y de carga; b) El desarrollo de parcelaciones, loteos, condominios 
y conjuntos habitacionales; c) La construcción y el desarrollo de proyectos municipales 
de saneamiento básico, relacionados con sistemas de acueducto, alcantarillado y 
sistemas de tratamiento de aguas residuales que sirvan a poblaciones inferiores a 
200.000 habitantes; e) El desarrollo de proyectos, obras o actividades industriales a 
excepción de las previstas en el numeral 12 del Artículo 9”. 
 
Autores como Toro et al., (2010) hacen énfasis que los Planes de Ordenamiento y afines 
no garantizan mitigar o prevenir el daño ambiental que generan estos proyectos, por lo 
que no es posible cumplir con los objetivos del licenciamiento ambiental. 
 
De otro lado, el artículo 23 señala que es posible la existencia de cambios menores o de 
ajuste en el proyecto que no requieren modificación de la licencia ambiental, no obstante, 
este concepto solo lo puede dar la Autoridad Ambiental. 
 
Un nuevo requisito correspondió a la certificación expedida por el Ministerio del Interior 
sobre la presencia o no de comunidades indígenas y negras en el área de influencia 
directa del proyecto. Respecto a nueva información solicitaba indicar si el proyecto, obra 
o actividad afectaba áreas de manejo especial, reservas forestales y humedales de 
importancia nacional e internacional. 
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Las actividades que se pretendían ejecutar en función del control y seguimiento 
correspondían a: a. Verificar la implementación del plan de manejo ambiental, del plan de 
seguimiento y monitoreo y del plan de contingencia, así como la eficiencia y eficacia de 
las medidas de manejo implementadas, incluido los ejercicios contables pertinentes. b. 
Constatar el cumplimiento de todas las obligaciones y condiciones que se deriven de la 
licencia. c. Corroborar cómo es el comportamiento real del medio ambiente y de los 
recursos naturales frente al desarrollo del proyecto y exigir el ajuste periódico de dichos 
planes, cuando a ello haya lugar. El control y seguimiento se debía hacer en todas las 
etapas del proyecto (artículo 28). Es importante señalar que es la primera vez que se 
especifica en qué consisten las actividades de control y seguimiento sobre las licencias 
ambientales. 
 
Al igual que el control y seguimiento, esta es la primera vez que en una norma que regula 
el licenciamiento ambiental se señalan las actividades que están prohibidas. En el 
Decreto Ley 2811 se hacía referencia a prohibiciones asociadas a la caza, desecar 
cuerpos de agua o sobre las áreas del Sistema de PNN; pero ni siquiera en la Ley 99 se 
menciona algo al respecto.  
 
Es así como este Decreto prohibía otorgar licencias en los siguientes casos (artículo 32): 
a) En las zonas de reserva forestal protectora legalmente constituidas; b) En las demás 
zonas de reserva forestal, salvo cuando se trate de proyectos de utilidad pública o interés 
social. c) En áreas del Sistema de PNN: cuando el proyecto conlleva a realizar 
actividades que se encuentran expresamente prohibidas en el Artículo 336 del Decreto 
Ley 2811 de 1974 y en el Artículo 30 del Decreto 622 de 1977; d) En el municipio Isla de 
Providencia: cuando se trate de proyectos de construcción de nuevas instalaciones 
comerciales, hoteleras e industriales, hasta tanto se apruebe por parte del municipio de 
Providencia, del Consejo Directivo de Coralina y del Ministerio del Medio Ambiente un 
plan de ordenamiento de uso del suelo y un plan de desarrollo para la isla; e) Los 
proyectos, obras y actividades que se pretendan ejecutar en áreas de páramos y 
nacimientos de aguas. Sin embargo, vale la pena señalar respecto al literal c que en este 
Decreto el Ministerio había dispuesto otorgar licencias sobre el Sistema de PNN dado 
que las prohibiciones corresponden a unas actividades específicas. 
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Respecto al régimen de transición se contempla que los proyectos que hubieran 
comenzado actividades antes de agosto de 1994 no requerían licencia ambiental, no 
obstante, la Autoridades Ambientales podían exigir la adopción de medidas ambientales 
(artículo 34). 
 
Otros cambios en este Decreto 
 
Al comparar el Decreto 1753 con el 1728 es posible percibir que este tiene matices de 
flexibilidad respecto al impacto ambiental que tienen los proyectos que se licencian o a 
las precauciones que se pueden tomar a través de estas. Algunos ejemplos se describen 
a continuación. 
1. El Decreto 1728 omite en la definición de licencia ambiental que el proyecto que 
se autoriza a través de la licencia “[…] puede producir deterioro grave a los 
recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones 
considerables o notorias al paisaje […]” (artículo 2, Decreto 1753).  
2. En el artículo 16 del Decreto 1728, respecto al contenido del DAA, se pierde la 
exigencia del artículo 19 del Decreto 1753 asociado a que en el DAA las 
alternativas que se presenten se deben identificar los ecosistemas sensibles, 
críticos y de importancia ambiental y social; y en el artículo 14 del Decreto 1728 
se reemplaza la palabra prevención por mitigación en lo referente a que las 
diferentes alternativas planteen mecanismos para controlar sus efectos.  
3. En la definición del concepto de “terminales portuarios de gran calado” el Decreto 
1728 considera a estos cuando sus embarcaciones tienen un calado de 27 pies y 
una capacidad de almacenamiento de 3.000.000 de toneladas contrario a los 15 
pies y 3.000.000 de toneladas planteados por el Decreto 1753.  
 
El Decreto 1728 también eliminó el requisito establecido a través del Decreto 1753, sobre 
la utilización de una póliza de cumplimiento como amparo sobre el cumplimiento del PMA 
(CGR, 2006).  
 
 
 Decreto 1180 de 2003 
 
Este Decreto deroga el 1728 y al igual que aquel se refiere principalmente al 
procedimiento de licenciamiento ambiental, en este sentido, planteaba un procedimiento 
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con una duración de 15 días menos (ver Tabla 1-2) y hacía algunas modificaciones 
respecto a las actividades que requerían licencia, por ejemplo, no mencionaba las vías y 
variantes férreas regionales, la importación de pesticidas y hacía modificaciones respecto 
al tendido de líneas de transmisión eléctrica. De otro lado, como este Decreto derogó el 
1728 las prohibiciones que este último planteaba tampoco eran exigibles. Respecto a las 
actividades que se ejecutaban en función del control y seguimiento se eliminó verificar la 
eficiencia y eficacia de las medidas de manejo implementadas en lo concerniente a los 
ejercicios contables asociados. 
 
De otro lado, este Decreto invocó la necesidad de determinar los criterios para la 
elaboración del EIA, sin embargo, estos no fueron emitidos (Toro et al., 2010 a) 
 
. 
 Decreto 1220 de 2005 
 
Este Decreto deroga el 1180 por lo que nuevamente se enfocan en el trámite de 
licenciamiento. En este Decreto el concepto de licencia ambiental recuperó la afirmación 
que “[…] de acuerdo con la ley y los reglamentos pueda producir deterioro grave a los 
recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones 
considerables o notorias al paisaje […]” (artículo 3), las definiciones presentaron 
pequeñas adiciones, se consideró la posibilidad de obtener licencias en ecosistemas de 
páramos, humedales y manglar (artículo 10), se consideraron 3 aspectos más de 
información para el DAA (artículo 18, numerales 6-8), en el EIA se debía informar los 
mecanismos utilizados para identificar las comunidades y para informarles sobre el 
proyecto (artículo 20, numeral 7), se implementaron criterios para evaluar el EIA (artículo 
21), se implementó el “Formato único nacional de solicitud de licencias ambientales” 
(artículo 24), se presentaron algunos cambios sobre el control y seguimiento, en 
particular el manual de seguimiento y el cobro por el seguimiento (artículos. 34 y 35) y se 
dispuso que el IDEAM debía iniciar acciones para tener disponible la información que se 
genere a través de los estudios y actividades de evaluación en el trámite de 
licenciamiento ambiental (artículo 37).  
 
En este Decreto no se hizo referencia a prohibiciones al uso de ecosistemas, partes de 
estos o actividades. Sobre las actividades que requieren licencia se observó 
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modificaciones sobre las obras fluviales de carácter privado y se incluyó nuevamente la 
importación de pesticidas. 
A diferencia de los anteriores regímenes de transición, este dispuso que los proyectos 
que se encontraran en lista de los que requerían licencia (artículos 8 y 9) pero que 
hubieran iniciado actividades antes de la Ley 99 de 1993 podían continuar operando si 
presentaban el PMA. Igualmente, si había proyectos que requerían reanudar actividades 
solo debían entregar el PMA, sumado a que podían entregarlo en los dos años siguientes 
(artículo 40).  
 
 
 Decreto 500 de 2006 
 
Este Decreto presenta pequeñas modificaciones al Decreto 1220 en relación a: 1. 
Señalar que la Ley 740 de 2002 regula lo pertinente a la transferencia, manipulación y 
utilización organismos vivos genéticamente modificados20, 2. La necesidad de que la 
Unidad de PNN emita concepto técnico respecto a los proyectos que se vayan a 
desarrollar en las áreas de su jurisdicción y 3. Sobre el régimen de transición reduce a 1 
año la entrega del PMA. 
 
 
 Decreto 2820 de 2010 
 
Este Decreto es el que en la actualidad orienta el proceso de licenciamiento ambiental en 
Colombia, es decir, derogó el 1220 de 2005. Al igual que la mayoría de los Decretos que 
regulan esta materia se enfoca en la parte procedimental del trámite.  
 
Respecto a las definiciones “contingencia ambiental” y “explotación minera” estas son 
nuevas, y se complementan las de “puertos marítimos de gran calado” y “plan de manejo 
ambiental” (artículo 2). A pesar de que no se encuentra en las definiciones se plantea 
que la licencia ambiental global incluye las actividades de construcción, montaje, 
explotación, beneficio, y transporte interno de los minerales o materiales (artículo 4).  
 
                                               
 
20
 Es importante señalar que después del Decreto 1753 la manipulación de organismos 
genéticamente modificados desapareció de la lista de actividades que requería licencia ambiental. 
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Sobre la licencia global se expresa que los PMA no requerirán evaluación para el inicio 
de la obra, lo cual no sucede para los PMA de la licencia descrita en el artículo 3. Permitir 
desarrollar actividades sin evaluar el PMA desconoce la importancia que tiene la licencia 
ambiental como instrumento control y planificación (CGR, 2012 b). 
 
Respecto a las actividades que requieren licencia se observa que aparecen nuevas 
actividades, ya sea competencia del Ministerio o de las CAR, entre estas: plantas de 
residuos sólidos orgánicos biodegradables, instalaciones para manejar o de disposición 
final de disposición final de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos, siderúrgicas, 
cementeras y plantas de concreto (ver Tabla 1-1). Es importante señalar que la industria 
de minerales no metálicos, como el cemento, reporta el 65% de las emisiones en los 
procesos industriales (IAvH et al., 2011). Igualmente se permite la ejecución de proyectos 
en las zonas de amortiguación del Sistema de PNN y en las demás áreas protegidas 
dispuestas en el Decreto 2372 de 2010.  
 
De otro lado, respecto a las actividades que involucran ecosistemas marinos el Decreto 
dispone que las Autoridades Ambientales deben solicitar al INVEMAR concepto sobre los 
posibles impactos ambientales (artículo 9, parágrafo 1) y que no se requiere licencia 
ambiental para exploración sísmica a profundidades mayores a 200 metros. La CRG 
(2012b) llama la atención al respecto, dado que a pesar de que se cuente con una guía 
ambiental para la exploración sísmica marina este documento es de adopción voluntaria. 
Igualmente señala preocupación respecto a no requerir licencia para la construcción de 
puertos fluviales privados dado la política de expansión portuaria. Las excepciones 
planteadas en este Decreto contribuyen al incumplimiento del mismo (CGR, 2012 b). 
 
En el mismo sentido, por medio de los artículos 10 y 11 se abre la posibilidad de que se 
obtengan licencias para proyectos que intervengan humedales, páramos, manglares o 
que requieran sustracción de territorio de las reservas forestales. 
 
Respecto a las eliminaciones que hace este Decreto se tiene que para la construcción y 
operación de rellenos sanitarios no requiere DAA. 
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En relación al EIA21, este es complementado en el presente Decreto al solicitar como 
parte de su contenido el programa de seguimiento y monitoreo para el medio abiótico, 
biótico y socioeconómico; el plan de desmantelamiento y abandono; y el plan de 
inversión del 1%. Igualmente, se establece que la evaluación del EIA se hará a través del 
Manual de Evaluación de Estudios Ambientales de Proyectos22 (artículo 22) y que en la 
solicitud de licencia se debe entregar el certificado del Ministerio del Interior sobre 
presencia o no de comunidades indígenas o afrocolombianas, el certificado del 
INCODER sobre la existencia o no de territorios legalmente constituidos, copia de 
radicación del Programa de Arqueología Preventiva ante el ICANH, copias de los 
contratos y/o títulos mineros o de hidrocarburos y para explotación minera de carbón se 
debe entregar los estudios sobre la manera que se utilizará para transportar el carbón 
hasta el puerto de embarque (artículo 24). De otro lado, la evaluación de impacto 
ambiental ha sido caracterizada por Toro et al. (2012) como flexible dado que excluye 
graves y potenciales impactos ambientales pero que es moderada respecto al control 
sobre los métodos de evaluación de impactos usados en el EIA.  
 
Este Decreto permite la superposición de proyectos si estos pueden coexistir (artículo 26) 
mas no se hace referencia a la capacidad que tengan los ecosistemas para que esto 
suceda. 
 
Respecto al alcance del control y seguimiento23 este Decreto plantea nuevos objetivos 
como es el caso de revisar los impactos acumulativos e imponer restricciones de ser el 
caso, verificar el cumplimiento de permisos y normatividad ambiental, verificar los hechos 
de las contingencias ambientales ocurridas (artículo 41) e imponer medidas para 
prevenir, mitigar o corregir impactos ambientales no previstos (artículo 39). Igualmente, 
                                               
 
21
 Los términos de referencia para los EIA existentes a la fecha (según respuesta de la ANLA 
comunicación No. 4120-E2-7107 con fecha de 20 de marzo de 2013) corresponden a 27 y son 
aceptados a través de las resoluciones 1253, 1254, 1259, 1269, 1270, 1271, 1272, 1273, 1274, 
1275, 1276, 1280, 1281, 1282, 1283, 1284, 1285, 1286, 1287, 1288, 1289, 1290, 1292, 1293 de 
2006, 1559 de 2009; y 1543, 1544 de 2010.  
22
 Este manual se adopta a través de la Resolución 1552 de 2005 del MAVDT y se actualiza a 
través de la Resolución 188 de 2013 de la ANLA. 
23
 Este manual se adopta a través de la Resolución 1552 de 2005 del MAVDT y se actualiza a 
través de la Resolución 188 de 2013 de la ANLA. 
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dispone un procedimiento para ejecutar la fase de desmantelamiento y abandono del 
proyecto (artículo 40). 
 
Con el fin de mejorar el trámite de licenciamiento ambiental se dispone crear la Ventanilla 
Única de Trámites Ambientales en Línea (VITAL) (artículo 46). El plazo para implementar 
el sistema es ampliado por el Decreto 2713 de 2011, el cual se acababa en agosto de 
2012. Asociado a los sistemas de información se implementa el Registro Único Ambiental 
que consistiría en protocolos para el monitoreo al seguimiento sobre uso de los recursos 
naturales que está a cargo del IDEAM (artículo 47)24. Al respecto vale la pena recordar 
que el Estado tiene la obligación de administrar la información ambiental dado que esta 
es de interés público y conocerla permite la participación ciudadana (Mesa Cuadros, 
2011 b). 
 
Respecto al régimen de transición este Decreto no plantea la posibilidad de que los 
proyectos que hubieran iniciado antes de la Ley 99 o que retomaran actividades 
requirieran únicamente presentar PMA (como sí lo permitía el artículo 40 del Decreto 
1220). No obstante, dispone que las actividades que no requerían licencia y que se 
estuvieran ejecutando a la entrada en vigencia del Decreto no deben tramitar licencia.  
 
1.6 Otras normas asociadas al licenciamiento ambiental 
 
 Resolución 1083 de 1996 
 
A pesar que esta Resolución es expedida hace 16 años, la referencia a esta en las 
resoluciones estudiadas en el siguiente capítulo y su exigencia se da en el año 2010. La 
Resolución 1083 dispone que será necesario el uso de fibras naturales en obras, 
proyectos o actividades objeto de licenciamiento ambiental, por lo que hace una lista de 
actividades en las que podrían ser utilizadas. 
                                               
 
24
 El IDEAM responde al respecto, a través de la comunicación No. 20131020000701 con fecha 
de 12 de abril de 2013, que la implementación del Registro Único Ambiental se ha comenzado a 
efectuar para los sectores manufacturero, hidrocarburos, minero y eléctrico; pero dado el grado de 
implementación solo para el primer sector mencionado se tendrá un primer informe sobre uso y 
aprovechamiento para diciembre de 2013. 
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 Decreto 883 de 1997 
 
Este Decreto se declaró nulo en 1998 como consecuencia de que se pretendía sustituir la 
licencia ambiental por un documento denominado “Documento de Evaluación y Manejo 
Ambiental” (CGR, 2006). Además, este Decreto al disponer que no era necesario generar 
un acto administrativo para la aprobación de ese documento, impedía la participación 
ciudadana y la consulta previa (Sentencia Consejo de Estado expedientes 4599 y 4647, 
1998)25. 
El Decreto 883 utilizó como argumento para la implementación del Documento de 
Evaluación y Manejo Ambiental que algunas actividades no causaban un deterioro grave 
a los recursos naturales o al ambiente por lo que no era necesario que contaran con 
licencia ambiental. A través de ese documento las Autoridades Ambientales debían hacer 
seguimiento sobre los factores de deterioro ambiental (artículo 10).  
 
La prohibición que imponía este Decreto correspondía a la no autorización de captura o 
extracción de especímenes de fauna o flora (artículo 14); igualmente era necesario 
tramitar los permisos para utilización de recursos naturales (artículo 13). 
 
 
 Decreto 1320 de 1998 
 
Este Decreto es la única norma que reglamenta el proceso de consulta previa en 
Colombia y se encuentra enfocado para el caso del licenciamiento ambiental. Sin 
embargo, la titulación minera no requiere adelantar consulta previa ni ningún otro tipo de 
participación por parte de las comunidades que se verán afectadas (Fierro, 2012). A 
través de la consulta previa se analiza el impacto económico, ambiental, social y cultural 
que tendrá el proyecto a licenciar sobre las comunidades, y las medidas para proteger la 
integridad de las mismas (artículo 1). La consulta aplica sobre la elaboración del EIA, y el 
PMA respectivo, sin embargo, posterior a la elaboración de estos documentos es 
necesario efectuar la reunión de consulta en la cual las comunidades expresarán su 
posición respecto al EIA y al PMA. La posición de las comunidades no es vinculante, es 
                                               
 
25
 La sentencia del Consejo de Estado del 20 de agosto de 1998 declara la nulidad de este 
Decreto.  
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decir, si no existe acuerdo entre el solicitante y las comunidades es la Autoridad 
Ambiental quien decide sobre este aspecto al momento de otorgar o negar la licencia 
(artículo 13). 
 
Esta norma es muy importante en el licenciamiento ambiental porque convierte en un 
derecho de los pueblos la participación en el proceso de consulta previa y a la vez es un 
requisito del otorgamiento de la licencia ambiental (Mendoza, 2012). No obstante, el 
incumplimiento de la consulta previa ha generado que la exigibilidad de este derecho se 
haga a través de la acción de tutela (Fierro, 2012).  
 
 
 Decreto 1122 de 1999 
 
Este Decreto fue declarado inexequible mediante la Sentencia C-923 de 1999 (Rodríguez 
et al., 2012). La finalidad de este Decreto fue suprimir trámites y contribuir a la eficiencia 
y eficacia de la administración pública. Respecto al licenciamiento ambiental, en este 
Decreto se reducía el tiempo de duración del trámite pero también disponía a través de 
una adición al artículo 52 de la Ley 99 de 1993 que el MMA podría definir instrumentos 
administrativos para proyectos o actividades que no generaran impactos significativos 
sobre los recursos naturales o el ambiente. Disposiciones semejantes se pretendieron 
aplicar en el año 2000 a través de Decreto 266 que también fue declarado inexequible a 
través de la Sentencia C-1316 de 2000. 
 
 
 Decreto 1892 de 1999 
 
Este Decreto señalaba condiciones para que existiera la necesidad de tramitar licencia 
ambiental para “el desarrollo de loteo, parcelación, división, subdivisión de predios, 
construcción de condominios o conjuntos habitacionales, oficinas y centros comerciales, 
en áreas urbanas, cuando en el municipio no exista un plan de ordenamiento territorial 
aprobado por la Autoridad Ambiental competente […]” (artículo 1). Igualmente dispuso 
que la Autoridad Ambiental competente sería la CAR o la Autoridad Ambiental de los 
grandes centros urbanos (artículo 3). 
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 Ley 685 de 2001 - Código de Minas 
 
A pesar de que ninguna de las licencias objeto de estudio correspondieron al sector de 
minería, es importante conocer el alcance del Código de Minas respecto al tema de 
interés. La actividad minera tiene parámetros ambientales propios para las actividades de 
exploración26 pero cuando estas se convierten en explotación debe cumplir el régimen de 
licenciamiento ambiental que aplica para los demás sectores (CGR, 2012). 
 
El objetivo de esta Ley es fomentar la exploración y explotación de los recursos mineros 
y que su aprovechamiento se haga armónicamente con las normas de explotación de 
recursos naturales no renovables, el concepto de desarrollo sostenible y las necesidades 
económicas del país (artículo 1). Se considera que los recursos mineros son de 
propiedad del Estado y además son inalienables e imprescriptibles (artículos 5 y 6). Sin 
embargo, se genera la ficción de que la explotación de los mismos no otorga cambio 
sobre la propiedad de estos (artículo 15). Como se había mencionado anteriormente, el 
artículo 3 otorga a la industria minera la categoría de utilidad pública e interés social27.  
De otro lado, es en el artículo 85 que se especifica que la licencia ambiental es requerida 
para la explotación minera, sin embargo, las autorizaciones para uso de recursos 
naturales renovables son obligatorias para cualquier etapa de la actividad minera 
(artículo 173). Respecto a la licencia el artículo 213 cita los casos en los que es posible 
negar una licencia ambiental y en estos no se considera la posibilidad de que esta se 
niegue porque el proyecto cause algún tipo de daño ambiental. Curiosamente, el Código 
impone celebrar una póliza minero ambiental en el artículo 280. En el año 2006 ya se 
evaluaba que el Código de Minas privilegiaba la actividad minera y no planteaba la forma 
en que las Autoridades Ambientales podrían hacer vigilancia y control (CGR, 2007 a).  
 
                                               
 
26
 Es decir, para las actividades de exploración no se requiere licencia ambiental sino que se 
adopta una guía ambiental. A pesar de la no exigencia de licencia, autores como Cabrera y Fierro 
(2013) reportan graves impactos de las actividades exploración, por ejemplo, inestabilidad de 
taludes, aumento en los sedimentos en los cauces, acidificación del agua, entre otros. 
27
 Negrete (2013) señala que la declaratoria de utilidad pública e interés social para la minería 
también genera graves problemas sociales ya se privilegia esta actividad respecto, por ejemplo, a 
la producción de alimentos y además ocasiona desplazamiento de comunidades. 
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El Código genera a través del artículo 34 una categoría de zona geográfica que permitiría 
su exclusión de la actividad minera, esta corresponde a zonas declaradas y delimitadas 
“[…] como de protección y de desarrollo de los recursos naturales o del ambiente […]”. 
Para declarar estas zonas se deben cumplir las siguientes condiciones: 1. Se requiere 
del concepto de la autoridad minera, 2. Es necesario elaborar estudios que demuestren 
la incompatibilidad de la actividad minera con el área y 3. Las zonas a excluir deben 
incorporarse a la categoría de PNN, Parque Natural Regional y Zonas de Reserva 
Forestal.  
 
Es incomprensible que el sector minero tenga la facultad de interferir en la exclusión de 
ecosistemas de la actividad minera, en la creación de PNN, Parque Natural Regional o 
Zonas de Reserva Forestal y que, a diferencia de la industria minera, la creación de 
áreas protegidas no se considere de interés general o de utilidad pública. En este 
sentido, es perjudicial e inapropiado que el Ministerio de Minas y sus instituciones 
conexas invada la competencia de las autoridades ambientales, entes territoriales y 
territorios colectivos (Cabrera y Fierro, 2013). Esta es una de las formas como el 
crecimiento económico ha reducido los intereses de protección de los ecosistemas. De 
otro lado las dificultades para determinar las áreas de exclusión de la actividad minera 
fueron evaluadas por la CGR como criterios que están en contra del principio de 
precaución y de la posibilidad de planeación del territorio más allá de los intereses de la 
minería (CGR, 2007 a). 
 
En relación con la integridad de pueblos indígenas y afrocolombianos, el Código en el 
artículo 121 dispone que las actividades mineras en las áreas concesionadas no pueden 
afectar negativamente los valores culturales, sociales y económicos de estos pueblos. 
 
Las autoridades mineras consideran que el Código tiene falencias respecto al cierre y 
abandono de las minas, la exclusión de las zonas vitales y la actividad minera en las 
zonas de reserva forestal. Igualmente consideran que las normas ambientales son 
ineficientes y limitadas respecto al concepto de desarrollo sostenible; además que la 
autonomía de las CAR no permite unificar las acciones ambientales entre las Autoridades 
Ambientales y mineras (CGR, 2011). También afirman que la ausencia de 
reglamentación sobre la exclusión de las zonas vitales ha sido una causa del 
otorgamiento de títulos mineros en los páramos, humedales, PNN y Zonas de Reserva 
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Forestal (CGR, 2011). Es así como el Servicio Geológico Colombiano reporta que se han 
expedido 37 títulos mineros en PNN y 643 en páramos. En este sentido el MAVDT 
afirmaba que los títulos mineros otorgados sobre PNN corresponden al 0,29% su área 
total, y respecto a los páramos el 5,23% (CGR, 2012). 
 
En relación al crecimiento del sector minero para el año 2007 se reportaban que entre 
2004 y 2007 habían aumentado en un 87% las hectáreas de los títulos mineros para 
carbón y para los metales preciosos entre los años 2002 y 2007 el crecimiento 
correspondió a un 93% (CGR, 2007 b).  
 
De otro lado, para agosto de 2011 el Catastro Minero Nacional reportaba 8.973 títulos 
otorgados para 4.8 millones de ha. De estos, solo 2.374 títulos tienen algún tipo de 
autorización ambiental y en cobertura son aproximadamente 500.000 ha (CGR, 2012).  
 
 
 Decreto 1900 de 2006 
 
Este Decreto reglamenta el artículo 43 de la Ley 99 respecto a la utilización del 1% del 
total de la inversión en la recuperación, preservación y vigilancia de la cuenca 
hidrográfica de la cual se abastecen los proyectos que tienen licencia ambiental. Es 
importante señalar que este programa de inversión es diferente a las fichas planteadas 
en el PMA (artículo 5, parágrafo 2).  
 
 
 Ley 1333 de 1999 
 
Esta Ley establece el procedimiento sancionatorio ambiental. Al respecto, Rodríguez et 
al. (2012) señala que en esta Ley no existen conductas claras y completas previamente 
identificadas, no se define la relación entre las conductas y las penas (sanciones), no se 
califican los infractores, no se prevén garantías probatorias claras en la administración 
pública, no es fácilmente identificable la autoridad que debe adelantar la investigación y 
en algunos casos no es claro el procedimiento. 
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 Ley 1382 de 2010 
 
A través de esta Ley se pretendió modificar el Código minero de 2001, sin embargo fue 
declarada inexequible a través de la Sentencia C-366 de 2011 por no haberse sometido a 
consulta previa (Mendoza, 2012 b). A pesar de su decisión, la Corte dispuso que se 
permitiera que esta regulara transitoriamente por dos años pero que era necesario que 
fuera objeto de consulta o que se expidiera otra ley, de lo contrario, la Ley 685 regirá de 
nuevo en su totalidad (Mendoza, 2012 b). 
 
La Ley 1382 incluye dentro de las áreas en las que se prohíbe la actividad minera los 
páramos y los humedales Ramsar28, sin embargo, sobre las Zonas de Reserva Forestal 
de la Ley 2 y las áreas forestales regionales es posible hacer extracción del territorio. De 
otro lado, estas áreas solo se pueden delimitar sobre territorios que no cuenten con título 
minero ni licencia ambiental, y se mantiene para la determinar las áreas sin minería el 
requisito del concepto de la autoridad minera a pesar de que se considera de que este no 
es vinculante. En el mismo sentido, esta Ley dispone que el MAVDT debe redelimitar las 
Zonas de Reserva Forestal de la Ley 2 respecto a cuáles son protectoras y cuáles no, es 
decir, se involucra en las competencias del sector ambiental. 
 
A pesar de los dos años que tuvo el gobierno para desarrollar la consulta previa para 
esta Ley, este decidió elaborar una nueva propuesta de reforma al Código del 2001 
(Mendoza, 2012 b). No obstante, respecto a asuntos ambientales esta propuesta no 
modifica demasiadas cosas de su componente ambiental, sin embargo, define que los 
páramos y humedales deben ser delimitados a una escala 1:25.000, y que se creará un 
Fondo Nacional para la Remedición de Pasivos Ambientales el cual estará financiado por 
porcentaje del canon superficiario, multas y sanciones; es decir, el Estado asumirá los 
costos económicos de los pasivos ambientales (Mendoza, 2012b). Finalmente, la 
propuesta elimina el artículo que describía la necesidad de que para la etapa de 
explotación se tramitaran las autorizaciones correspondientes al uso de los recursos 
naturales, sin embargo, en ninguna otra parte aclara cómo se debe proceder (Mendoza, 
2012 b). 
 
                                               
 
28
 Es decir los que se encuentran en la lista de protección del Convenio Ramsar. 
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 Ley 1450 de 2011: Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014  
 
A través del PND se identifican 5 sectores de crecimiento económico para los próximos 
años: sectores basados en la innovación, agricultura y desarrollo rural, vivienda y 
ciudades amables, desarrollo minero y expansión energética e infraestructura de 
transporte (DNP, 2011). Evidentemente, las actividades desarrolladas para los dos 
últimos sectores requerirán de licenciamiento ambiental. El PND desea tener un 
licenciamiento ambiental dinámico que responda a las necesidades de los proyectos, 
pero se señala que será necesario establecer una metodología para identificar los 
pasivos ambientales derivados de las actividades del sector y formular proyectos de 
recuperación y compensación ambiental. En el PND se afirma que asociado al desarrollo 
minero energético se generan responsabilidades ambientales. Es así como la planeación 
ambiental del país se concibe como una consecuencia de las actividades económicas 
(Mendoza, 2012), mas no al contrario. Sin embargo en el discurso ambientalista, que se 
hace necesario en los gobiernos, se afirma que la dimensión ambiental del PND es 
pequeña y lo evidencia a través de la ausencia de ordenamiento de ríos, humedales, 
páramos, reservas forestales y la falta de estrategias para la conservación de la 
biodiversidad. Igualmente expone que los macroproyectos viales y minero-energéticos 
ocasionan la transformación y fragmentación de ecosistemas y en general degradación 
ambiental (Mendoza, 2012). Respecto a la consulta previa expone que se debe elaborar 
un plan de choque cuando la consulta se requiera en proyectos estratégicos (DNP, 
2011).  
 
El crecimiento esperado en el PND de los diferentes sectores corresponde a 588% para 
generación y transmisión eléctrica, 335% en las reservas de hidrocarburos, 79% en 
producción de petróleo y gas, 78% en la construcción de poliductos y oleoductos, 70% en 
la producción de carbón y 51% en oro (Mendoza, 2012). 
 
El interés en el sector infraestructura está dado porque la cobertura y calidad con la que 
se cuenta no permite reducir los costos en el transporte de mercancías. Por ejemplo, 
serán necesarias obras sobre la red fluvial nacional que implicarán encausamiento de 
vías navegables y adecuación de los canales de acceso a los puertos de Cartagena, 
Barranquilla, Santa Marta, Buenaventura, Tumaco y San Andrés.  
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De otro lado, se afirma que el país cuenta con inmensa riqueza minera, que la inversión 
extranjera en este sector era del 80% respecto al total del país y que correspondía al 
50% de las exportaciones para el año 2009 (DNP, 2011). Para esta actividad económica 
se dispone crear un Plan de Ordenamiento Minero (artículo 109).  
 
Respecto a los hidrocarburos se reporta que en los últimos 4 años se firmaron 229 
contratos de exploración y producción, la exploración sísmica aumentó al igual que la 
producción de barriles de petróleo diarios.  
 
Sobre el sector eléctrico se afirma que las inversiones en los últimos 4 años 
corresponden a $344 millones y que ha sido posible una cobertura del 95% en el Sistema 
Interconectado Nacional. Igualmente se desea ser exportador de energía (DNP, 2011). 
 
Respecto a asuntos ambientales, el PND dispone la creación de la Estructura Ecológica 
Principal (CGR, 2012), definido por el Comité Técnico Interinstitucional como las áreas 
que aseguran la conservación y funcionalidad de la biodiversidad, y que prestan servicios 
ecosistémicos que sustentan el bienestar de la población (IDEAM, 2011).  
 
De otro lado, en los artículos 223 a 225 se hace referencia al trámite de licenciamiento 
ambiental. Respecto al contenido del EIA (artículo 223) al compararlo con el Decreto 
2820 se presenta reducción de la cantidad de información que este debe contener. No se 
solicita zonificación de manejo ambiental, evaluación económica de los impactos 
positivos y negativos, programa de seguimiento y monitoreo, plan de contingencia y plan 
de desmantelamiento y abandono. En relación al procedimiento (artículo 224) no 
establece términos para todas las actividades del trámite como sí se presentaba en el 
Decreto 2820, no obstante, la CGR (2012) reporta que son 200 días. De otro lado, 
dispone que después de haber recibido toda la información requerida la Autoridad 
Ambiental tiene 90 días para tomar la decisión sobre conceder o no la licencia. Si 
pasados los 90 días no se ha tomado una decisión se convocará a un comité para que 
este establezca un plan de acción para que la Autoridad Ambiental decida sobre la 
licencia ambiental.  
Respecto a prohibiciones, esta Ley dispone en los artículos 202 y 207 que en los 
páramos, los arrecifes de coral y los manglares no se podrán adelantar actividades de 
exploración o explotación de hidrocarburos y minerales. En el mismo sentido señala que 
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en los ecosistemas de humedales y de pastos marinos se podrán restringir parcial o 
totalmente la exploración o explotación de hidrocarburos y minerales. La CGR resalta el 
hecho de que la norma no haga explícita la prohibición para todos los ecosistemas 
estratégicos (CGR, 2011). Igualmente, la Ley ignora el flujo de energía y materiales entre 
los manglares y los pastos marinos, la afectación de los primeros cuando se otorgue una 
licencia sobre los segundos y que en los humedales pueden existir manglares. Además 
de lo anterior, los pastos marinos también han sido catalogados como ecosistemas 
estratégicos (IAvH et al., 2011). 
 
Tanto en la minería (Mendoza, 2012) como en los demás sectores es posible evidenciar 
que la política y el derecho están en función de garantizar la viabilidad de la industria 
minero energética y en cambio es rezagado en proteger el derecho al ambiente sano 
utilizando como argumento que esas actividades son de interés social y de utilidad 
pública. La cantidad de distritos mineros,29 títulos mineros30 y de contratos para 
hidrocarburos, 31 al igual que lo dispuesto en el artículo 108 respecto a la delimitación de 
áreas especiales para la actividad minera ejemplifican este comportamiento. 
 
 
 Decretos 3570 y 3573 de 2011 
 
A través del Decreto 3570 de 2011 se crea el MADS, se establecen las direcciones que 
los componen y sus obligaciones. De otro lado, es creada la ANLA (Decreto 3573) la cual 
cuenta con autonomía administrativa y financiera y es la autoridad, entre otros, para 
otorgar licencias ambientales y ejercer las actividades de control y seguimiento sobre 
estas.  
 
En el Decreto 3570 se mantiene lo ya planteado por las demás normas ambientales 
respecto a la compatibilidad de conservación del ambiente y sus recursos, y el uso y 
aprovechamiento sostenible de estos (artículo 1). Por su parte el Decreto 3573 se regula 
la organización interna de la ANLA y las obligaciones de sus dependencias. Asociado a 
                                               
 
29
 Para 2010 se reportaban 42 distritos. Ver http://sig.simec.gov.co/mineria/DistritosMineros/. 
30
 La CGR (2011) reporta que entre 2000 y 2010 la cantidad de títulos aumentó en un 1089%. 
31
 A enero de 2013 la ANH reporta en su mapa de tierras 307 contratos de áreas en exploración y 
180 para áreas en producción.  
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la creación de la ANLA se establece la existencia de un Consejo Técnico Consultivo32, el 
cual está facultado para emitir recomendaciones sobre las solicitudes de licenciamiento 
ambiental. 
 
 Resolución 1517 de 2012 
 
A través de esta Resolución se adopta el “Manual para la asignación de compensaciones 
por pérdida de biodiversidad”. Estas compensaciones son exigibles para las licencias que 
son competencia de la ANLA, pero además las compensaciones se encuentran 
asociadas con las afectaciones que se hagan al medio biótico terrestre mas no a las 
correspondientes con el medio biótico acuático, abiótico o el componente social33. 
 
A través de la licencia ambiental la ANLA establece el área que se debe compensar, por 
lo que el beneficiario de la licencia debe entregar en el tiempo establecido en la licencia 
el “Plan de Compensaciones” sobre el cual la ANLA tomará decisión. Aprobar el Plan de 
Compensaciones posteriormente al otorgamiento de la licencia ambiental no permite que 
esta se encuentre condicionada a la aprobación del Plan, razón por la cual la ANLA 
reduce sus posibilidades de control respecto a la rigurosidad de este y de la participación 
ciudadana para intervenir en el contenido del mismo. 
 
El manual es una estrategia que se utiliza para compensar el impacto de las acciones 
sobre las cuales se estableció que no era posible evitar, corregir, mitigar o sustituir y que 
generaban pérdida de biodiversidad en ecosistemas terrestres. La pretensión es que se 
garantizará la conservación de un área ecológicamente equivalente y así impedir la 
pérdida neta de biodiversidad. Nótese que el manual no permite establecer estrategias 
para compensar la transformación o degradación del paisaje del lugar en el que se 
desarrolla el proyecto autorizado por la licencia ambiental. 
 
 
                                               
 
32
 La ANLA (con número de oficio 4120 E2 7105 y fecha 21 de marzo de 2013) informa que el 
Consejo Técnico Consultivo no se ha reunido dado que está en proceso de reglamentación el 
Sistema Técnico de Clasificación.  
33
 Fierro (2012) plantea la necesidad de establecer medidas de compensación ambiental que 
involucren el componente social, las cuales deberías ser consignadas en el EIA. 
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 Resolución 1526 de 2012 
 
En esta Resolución el MADS establece los requisitos y procedimientos para hacer 
sustracción en reservas forestales nacionales o regionales para proyectos de utilidad 
pública (artículo 1). Esta Resolución es pertinente en el licenciamiento ambiental porque 
para otorgar licencias de proyectos que se vayan a desarrollar en áreas de reservas 
forestales estas deben sustraerse y además reglamenta una necesidad planteada por la 
Ley 1382 de 2010. 
 
La sustracción definitiva aplica cuando haya remoción de bosques o cambio en el uso del 
suelo (artículo 7). Se considera la posibilidad de hacer sustracción temporal para 
actividades de exploración sísmica, perforación exploratoria de hidrocarburos, 
exploración minera, exploración de proyectos hidroeléctricos, entre otros (artículo 3). 
Igualmente, se establecen los conceptos de medidas de compensación, restauración y 
recuperación (artículo 10). 
Esta Resolución ejemplifica que el fin del régimen de licenciamiento ambiental no está en 
función de la protección de los ecosistemas y sus componentes o la protección del 
derecho al ambiente sano sino que responde a las iniciativas económicas llamadas de 
utilidad pública e interés social (Mendoza, 2012), lo cual se acopla a las políticas 
propuestas en instrumentos como el PND que pretenden alcanzar el desarrollo y 
fortalecimiento del país sin considerar las variables ambientales. 
 
Esta Resolución siendo tan cercana temporalmente a la Ley 1450 presenta 
inconsistencias sobre el tipo de áreas que se pueden sustraer. El artículo 204 de la Ley 
1450 dispuso que “las áreas de reserva forestal podrán ser protectoras o productoras. 
Las áreas de reserva forestal protectoras nacionales son áreas protegidas y hacen parte 
del Sistema Nacional de Áreas Protegidas”. En el parágrafo 1 afirma que “En las áreas 
de reserva forestal protectoras no se podrán desarrollar actividades mineras, ni se 
podrán sustraer para ese fin […]”. Sin embargo, comparte con esta Resolución la 
posibilidad de que no sea necesario extraer áreas si los proyectos a ejecutar generan un 
bajo impacto ambiental, lo que puede estar traducido en la Resolución como no cambio 
de uso o remoción de bosques.  
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 Resolución 705 de 2013 
 
Esta Resolución establece temporalmente cuatro zonas denominadas Reservas de 
Recursos Naturales con el fin impedir nuevas concesiones o autorizaciones para 
actividad minera sobre estas.  
 
Se debe recordar que desde el año 2002 la Corte Constitucional había señalado la 
posibilidad de que las autoridades ambientales declararan zonas de exclusión de la 
actividad minera (Fierro, 2012) y tanto el artículo 47 del Decreto Ley 2811 como el 
artículo 34 de la Ley 685 de 2001 también lo habían previsto. Muy probablemente, la 
viabilidad de generar zonas de reservas de recursos naturales para “[…] adelantar 
programas de restauración, conservación o preservación de esos recursos y del 
ambiente […]” (artículo 47, Decreto Ley 2811) dependa de presiones políticas de 
diferentes sectores y por lo tanto la posibilidad de declarar este tipo de zonas sea bajo.  
 
1.7 Tiempo de duración del trámite de licenciamiento 
ambiental 
 
Autores como Rodríguez et al. (2012) argumentan que la reducción en los términos para 
la evaluación del DAA y EIA ha contribuido a que se reduzca la calidad de las 
evaluaciones y por lo tanto el alcance de las licencias ambientales. En la Tabla 1-3 es 
posible ver las variaciones que ha tenido el trámite de licenciamiento ambiental al 
respecto. 
 
Es significativo el cambio en la duración prevista para el trámite entre el Decreto 1753 y 
el 1728 y además es preocupante que hayan afectado asuntos de fondo de la solicitud 
como la elección de la alternativa de proyecto sobre la cual presentar EIA, la elaboración 
de conceptos por parte de las Autoridades Ambientales regionales y otras entidades, y el 
tiempo que requiere la Autoridad Ambiental para estudiar la solicitud y pronunciarse. 
Respecto a la participación ciudadana, la reducción de los plazos para estudiar la 
solicitud igualmente disminuye los tiempos que tendrían los ciudadanos para comprender 
la solicitud y participar en la evaluación de esta (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
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Tabla 1-3: Etapas del licenciamiento ambiental y duración de estas. Fuente: Decreto 
1753 de 1994, CGR (2006), Martínez (2010) y Ley 1450 de 2011. Notas: 1 Contempla un 
plazo de 15 días para dirimir el conflicto de competencias entre Autoridades Ambientales. 
2 Incluye elaboración de Auto de Inicio. 3 La definición de los TR y determinar la 
necesidad de un DDA se hace simultáneamente con el Auto de Inicio. 4 Si no requiere 
DAA se entregarán los TR para el EIA. 5 Simultáneamente se hace entrega de los TR 
para el EIA. No incluye Auto de Inicio, este se genera después. 6 Este Auto corresponde 
al trámite de evaluación del DAA. 7 Además de estos 35 días la Autoridad Ambiental tiene 
15 días para responder a través de un acto administrativo si es necesario el DAA. 8 
Corresponde a 120 días cuando la Autoridad Ambiental es el MMA.  
 
Etapas del 
procedimiento 
Dec. 
1753/94 
Dec. 
1728/02 
Dec. 
1180/031 
Dec. 
1220/05 
Dec. 
2820/10 
Ley 
1450/11 
Solicitud para 
determinar la necesidad 
de elaborar un DAA y 
fijación de TR. 
302 15   15  
Definición de TR y 
entrega de DAA. 
  103 154   
Auto de Inicio del 
trámite.  
Elección por parte de la 
AA de la alternativa a 
desarrollar. 
60 305 15 10 
 
30 
56 
 
307 
 
Fijación de TR para el 
EIA. 
60  30    
Entrega del EIA.       
Auto de Inicio del 
trámite. 
 10  10 5  
Tiempo para solicitar 
información 
complementaria sobre el 
EIA. 
30 30 30 20 20 30 
Tiempo para solicitar 
conceptos a otras 
Autoridades 
Ambientales o 
entidades. 
15 15 15 15 15 10 
Tiempo para que las 
Autoridades 
Ambientales y entidades 
emitan el concepto. 
60 30 30 30 20  
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Etapas del 
procedimiento 
Dec. 
1753/94 
Dec. 
1728/02 
Dec. 
1180/031 
Dec. 
1220/05 
Dec. 
2820/10 
Ley 
1450/11 
Auto que declara 
reunida toda la 
información. 
    5  
Resolución de 
otorgamiento o rechazo. 
60 - 
1208 
30 15 15 25 90 
Tiempo total (días) 315-
375 
160 145 145 125 130 
 
También es necesario recordar que al no cumplir los plazos para aprobar o rechazar la 
solicitud dispuestos por la norma, el Consejo Técnico Consultivo contribuirá a agilizar la 
toma de decisiones para expedir o negar las licencias (Asociación Ambiente y Sociedad, 
2013). 
1.8 A manera de reflexión del capítulo 1 
Luego de caracterizar y analizar las normas que regulan el licenciamiento ambiental es 
posible identificar que el enfoque de estas permiten responder a las necesidades de los 
sectores económicos y en escasas oportunidades contribuyen a la protección de 
ecosistemas considerados o no estratégicos, ni a la protección de los derechos de los 
pueblos indígenas, raizales, palenqueros y afrocolombianos a pesar de los preceptos de 
la Constitución Política. 
 
El PND 2010-2014 es un ejemplo de como se justifican los intereses económicos34 del 
país y se plantean estrategias para alcanzarlos, pero los intereses ambientales no se 
hacen evidentes sino que son pequeños accesorios. La economía ha permeado el 
derecho especialmente al promover la idea de crecimiento ilimitado implementando la 
suposición de que los ecosistemas y sus componentes tienen tasas de renovación 
constantes y es así como el derecho sin argumentos científicos y como resultado de 
intereses políticos establece conceptos como la renovabilidad de los recursos naturales. 
 
                                               
 
34
 No obstante, los intereses económicos ni siquiera representan un beneficio monetario para el 
país, dado que frecuentemente las exenciones han sido mucho mayores que las regalías (Fierro, 
2012). Además, para el caso de la minería, los minerales son exportados casi sin ningún grado 
transformación razón por la cual no permite que se desarrolle procesos productivos con otros 
sectores económicos (Cabrera y Fierro, 2013). 
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Consecuencia de las políticas económicas de Colombia enfocadas en la extracción de 
minerales e hidrocarburos las normas que regulan problemas ambientales mantienen su 
permisividad y las de promoción de explotación de minerales y de hidrocarburos se 
hacen más importantes (Mendoza, 2012). Por ejemplo, en los planes de desarrollo 
minero, de 2002 a 2010, se reporta un enfoque sectorial que no consideró las variables 
sociales y ambientales que permitieran manejar sus impactos (Fierro, 2012).  
 
Más recientemente, se puede referenciar el Conpes 3672 de 2013 y sus estrategias que 
permitirán ejecutar “Proyectos de Interés Nacional”. El Conpes señala que muchos de 
estos proyectos están sufriendo problemas para su planeación y ejecución como 
consecuencia de la ineficiencia para dar trámite a autorizaciones ambientales, consultas 
previas y adquisición predial. Es por esto que a través de este Conpes se pretende 
“establecer los criterios para considerar un proyecto de interés nacional y estratégicos y, 
generar mecanismos y recursos que faciliten la ejecución eficiente y oportuna de tales 
proyectos en concordancia con las políticas definidas por el Gobierno Nacional” (DNP, 
2013: 14). En este sentido, dos de las actividades a desarrollar corresponderían a 
modificar el Decreto 2820 de 2010 creando condiciones especiales para los “Proyectos 
de Interés Nacional” y desarrollar acciones que permitan “ […] el fortalecimiento 
institucional relacionado con el trámite de levantamiento de vedas y sustracción de 
reserva; en particular, el fortalecimiento de los equipos técnicos para la evaluación y 
trámite de estos procedimientos para los PINES y su integración con VITAL” (DNP, 2013: 
21).  
 
Contrario a lo que sucede con los proyectos llamados de interés nacional, la seguridad 
jurídica de la que han sido beneficiarios a través de los incentivos tributarios (Asociación 
Ambiente y Sociedad, 2013) o de la manera como se beneficiarán a través de las 
estrategias planteadas por el Conpes 3672, esta no es posible garantizarla para 
iniciativas de protección de ecosistemas o de los pueblos y comunidades que habitan 
estos lugares.  
 
Respecto a los principios, las normas que los hacen evidentes corresponden al Decreto 
Ley 2811 y a la Ley 99, sin embargo, es la Constitución Política la que realmente, 
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exceptuando que también promueve el concepto de desarrollo sostenible35, podría 
considerarse proteccionista y levemente lo es el Decreto Ley 2811. 
 
Con el fin de garantizar que la totalidad de las generaciones presentes y futuras puedan 
disfrutar del derecho al ambiente sano se hace necesario que las normas incorporen los 
principios de solidaridad y responsabilidad y los materialicen haciendo explícito que el 
uso de los ecosistemas y sus componentes se debe hacer como administradores de 
estos y no para su apropiación y destrucción (Bellmont, 2012).  
 
A través de las normas que reglamentan el licenciamiento ambiental e incluyendo el 
Decreto Ley 2811 y la Ley 99 no es posible evidenciar la manera en que se pretende 
conservar los ecosistemas y sus componentes. Por el contrario el objetivo de las normas 
es construir un camino de legalidad a través del cual sea posible hacer uso de los 
ecosistemas, en el mejor de los casos, a través de la autorización que otorga la licencia. 
Sin embargo, en relación a determinar límites sobre el uso de los ecosistemas y sus 
componentes, en comunicación personal con un funcionario de la ANLA él considera que 
no es viable que las normas regulen límites puntuales porque cada proyecto corresponde 
a un área con características específicas que requiere un marco normativo flexible y que 
permita estudiar el impacto que podría ocasionar cada proyecto. Afirmaba además que 
contar con una lista taxativa de prohibiciones no permitiría prohibir otros impactos que se 
identifiquen en un proyecto determinado. Igualmente señaló que las normas de 
licenciamiento ambientales se apoyan en las normas que regulan en particular el uso del 
agua, del aire, el ruido y la contaminación de estos36.  
Bajo esta perspectiva la Corte Constitucional (Sentencia C-746, 2012) ha reiterado que la 
Autoridad Ambiental tiene la capacidad de reglar acciones u omisiones por parte del 
beneficiario de la licencia de forma discrecional pero razonable. Igualmente la CGR (2007 
b) ha indicado que la exigencia de la licencia ambiental depende de la afectación que 
pueda causar el proyecto. 
 
                                               
 
35
 Se presenta la excepción respecto al desarrollo sostenible porque en las normas de Colombia 
ese concepto corresponde a la posibilidad de crecimiento económico ilimitado (Bellmont, 2012). 
36
 Estas se encuentran consignadas en la Tabla 1-2. 
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Sin embargo, respecto a las acciones desarrolladas por el MAVDT que permitirían tomar 
decisiones que protegieran los ecosistemas y sus componentes, Mesa Cuadros (2011 b) 
señala que esa institución en el año 2009 no contaba con una política institucional que 
contribuyera a mejorar la calidad y coherencia de los actos administrativos, la elaboración 
interdisciplinar de estos y de los conceptos técnicos; sistematizar el conocimiento y 
establecer con los funcionarios, supervisores y coordinadores de los diferentes sectores 
los criterios y límites que la Autoridad Ambiental está dispuesta permitir respecto a la 
contaminación y el uso; incluir indicadores que permitan establecer la forma como se 
protegen y manejan los ecosistemas y sus componentes; determinar los criterios para 
efectuar las actividades de seguimiento y control, incluyendo la eficacia de los PMA; 
entre otros. Igualmente expone que la mayoría de los funcionarios eran contratistas y sus 
niveles de formación y experiencia eran limitados. Es muy importante la mejora 
institucional pero generará mayores efectos positivos sobre un mejor uso del territorio si 
se estructuran cambios en el ámbito político o legislativo (Fierro, 2012). 
 
Es así como dentro del régimen de licenciamiento no hay prohibiciones en relación con 
ecosistemas específicos, sino en normas generales como el Decreto Ley 2811 y la Ley 
que aprueba el PND. De hecho, es posible hacer sustracción37 de reservas forestales 
(Decreto 2820 de 2010, artículo 11), y obtener licencias que requieran autorizaciones 
sobre páramos, humedales y manglares (Decreto 2820 de 2010, artículo 10; Mendoza, 
2012). En la Tabla 1-4 es posible observar las prohibiciones establecidas por las normas 
objeto de este estudio. 
 
Tabla 1-4:  Prohibiciones identificadas en las normas objeto de estudio. Fuente: 
elaboración propia. 
 
Norma Prohibición 
Decreto Ley 2811, artículo 
336 (vigente). 
En las áreas que integran el Sistema de PNN se prohíbe: 
La introducción y transplante de especies animales o 
vegetales exóticas; el vertimiento, introducción, 
distribución, uso o abandono de sustancias tóxicas, o 
                                               
 
37
 La Ley 99 permitía la sustracción de áreas del Sistema de PNN, sin embargo en el año 1997 a 
través de la Sentencia C-649 y en 2010 a través de la Sentencia C-598 de la Corte Constitucional 
la sustracción de áreas del Sistema de PNN tanto nacionales como regionales es inexequible. 
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Norma Prohibición 
contaminantes que puedan perturbar los ecosistemas o 
causar daños en ellos. 
Decreto 1728 de 2002 
(derogado). 
Prohibía otorgar licencias en los siguientes casos (artículo 
32): a) En las zonas de reserva forestal protectora 
legalmente constituidas; b) En las demás zonas de 
reserva forestal, salvo cuando se trate de proyectos de 
utilidad pública o interés social. c) En áreas del Sistema 
de PNN: cuando el proyecto conlleva a realizar 
actividades que se encuentran expresamente prohibidas 
en el artículo 336 del Decreto Ley 2811 de 1974 y en el 
artículo 30 del Decreto 622 de 1977; d) En el municipio 
Isla de Providencia: cuando se trate de proyectos de 
construcción de nuevas instalaciones comerciales, 
hoteleras e industriales, hasta tanto se apruebe por parte 
del municipio de Providencia, del Consejo Directivo de 
Coralina y del MAA un plan de ordenamiento de uso del 
suelo y un plan de desarrollo para la isla; e) Los 
proyectos, obras y actividades que se pretendan ejecutar 
en áreas de páramos y nacimientos de aguas. 
Decreto 2820 de 2010, 
artículo 8, parágrafo 3 
(vigente). 
No se podrá autorizar la introducción al país de parentales 
de especies, subespecies, razas o variedades foráneas 
que hayan sido declaradas como invasoras o 
potencialmente invasoras por el MAVDT con el soporte 
técnico y científico de los Institutos de Investigación 
Científica vinculados al Ministerio. 
Ley 1450 de 2011, artículos 
202 y 207 (vigente). 
 
No se podrán adelantar actividades de exploración o 
explotación de hidrocarburos y minerales en los 
ecosistemas de páramos, arrecifes de coral y manglares. 
 
A pesar de la prohibición dispuesta en la Ley 1450 de 2011 deja condicionada la 
prohibición para humedales y pastos marinos, y no excluye ninguno de los ecosistemas 
para las actividades de infraestructura y energía por lo que podría operar lo definido por 
el Decreto 2820 de 2010. 
 
En la jurisprudencia también se observa el interés de argumentar que la licencia 
ambiental es un instrumento cautelar y planificador que permite prevenir daños 
ambientales. Este es el caso de la Sentencia C-746 de 2012 en la cual la demandante 
expone que si el deber del Estado es proteger la integridad del ambiente y teniendo en 
cuenta que las licencias se otorgan para proyectos que generan impactos graves, no es 
posible que se permita otorgar licencias en las áreas del Sistema de PNN. Ante este 
argumento la Corte responde que la licencia ambiental tiene una faceta garantista por lo 
tanto la razón de ser de la licencia es la protección de derechos individuales y colectivos, 
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y de esta forma permite eliminar, prevenir o mitigar los impactos de los proyectos. 
Además equipara el fin de la licencia con la del Sistema de PNN en relación a la 
protección de los recursos naturales ya que por medio de esta es posible conservar 
áreas de importancia ecológica. Finaliza diciendo que aceptar que la licencia ambiental 
está relacionada con la generación de daños es negar las características positivas del 
instrumento. 
 
Otro tipo de prohibición identificada en las normas objeto de estudio está relacionada con 
el área específica del proyecto que requiere licencia. Es el caso del Decreto 2820 que 
solicita hacer una zonificación del área a intervenir el proyecto en la cual se debe 
determinar las áreas de exclusión, las áreas de intervención con restricciones y las áreas 
de intervención. 
 
Finalmente, es importante para esta investigación señalar que a pesar de que está 
permitido el licenciamiento ambiental en áreas del Sistema de PNN cuando los proyectos 
sean compatibles con los PMA de las áreas, es importante recordar que el Decreto 622 
de 1977 en el artículo 30 señala como prohibiciones en las áreas del Sistema de PNN38 
las siguientes actividades: 1. El vertimiento, introducción, distribución, uso o abandono de 
sustancias tóxicas o contaminantes que puedan perturbar los ecosistemas o causar 
daños en ellos y 2. Desarrollar actividades agropecuarias o industriales incluidas las 
hoteleras, mineras y petroleras. Es decir, no es posible desarrollar actividades mineras o 
de hidrocarburos en estas áreas. Además, desde 1974 el Decreto Ley 2811 en el artículo 
336 disponía como actividades prohibidas para las áreas protegidas del Sistema de PNN 
“el vertimiento, introducción, distribución, uso o abandono de sustancias tóxicas, o 
contaminantes que puedan perturbar los ecosistemas o causar daños en ellos”, 
características propias de la actividad minera y de hidrocarburos.  
 
Estudios sobre la reglamentación del trámite de licencias, como el ejecutado por la CGR 
(2006) o por la Asociación Ambiente y Sociedad (2013) concluyen que la ausencia de 
una política del Estado frente al licenciamiento ambiental ha permitido que se 
                                               
 
38
 Estas corresponden a Parque Nacional, Reserva Natural, Área Natural Única, Santuario de 
Fauna y/o Flora y Vía Parque. 
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promulguen normas sin el debido estudio técnico que justifiquen los cambios 
implementados. Lo anterior se evidencia además con la reducida participación en el 
trámite de licenciamiento ambiental de los institutos científicos adscritos al SINA, los 
cuales tienen dentro de sus funciones desarrollar investigaciones sobre el estado de los 
recursos del país. 
 
 
  
 
2. Licencias ambientales otorgadas entre los 
años 1993 y 2012 
La CGR (2006) reporta para la totalidad de Autoridades Ambientales en el periodo 1994 a 2005 
un total de 19.047 solicitudes de licenciamiento y 8.163 licencias concedidas. Respecto al 
Ministerio de Ambiente, para este mismo periodo informa que fueron otorgadas 1.198 licencias. 
No obstante, Rodríguez (2011) indica que son 1.546 las licencias otorgadas entre 1994 y 2005, 
y para el periodo 2006-201139 corresponden a 596. El MADS informa que entre agosto de 2011 
y junio de 2012 se otorgaron 122 licencias ambientales y se distribuyeron por sectores así: 38 
para hidrocarburos, 10 para infraestructura, 1 para energía, 1 para minería y 72 para 
agroquímicos (MADS, 2012). 
 
De otro lado, las consultas previas reportadas por Rodríguez (2011) asociadas a las licencias 
en el periodo 1994 a 2010 corresponden a 140 y, para el mismo periodo OXFAM et al., (2011) 
reportan 101 procesos de consulta previa. Los resultados de la presente investigación se 
pueden observar en la Tabla 2-5 y en la Figura 2-1. Nótese que la cantidad de licencias y de 
consultas previas de este estudio distan de las reportadas por Rodríguez (2011), OXFAM 
(2011) y CGR (2006). 
 
Es importante resaltar el incremento del total de las licencias desde el año 2004 y el aumento 
significativo de licencias para el sector de plaguicidas desde el año 2005, 2010 y 2011, y la 
poca cantidad de licencias del sector minero, las cuales representan para esta Autoridad 
Ambiental cerca del 1% de las licencias ambientales. Al comparar los proyectos de gran minería 
reportados por el Ministerio de Minas y Energía (2009) con las licencias ambientales reportadas 
por la ANLA, los proyectos del Ministerio de Minas cuentan o han contado con licencia 
ambiental. Estos corresponden al proyecto Cerrejón en la Guajira, a las explotaciones de 
carbón en el Cesar (en los municipios de La Jagua, Becerril, Chiriguaná, El Paso, Codazzi) y a 
la de Níquel de la empresa Cerro Matoso en Córdoba. 
                                               
 
39
 El dato es a febrero de 2011. 
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Tabla 2-5: Licencias ambientales otorgadas entre 1993 y 2012, y consultas previas para 
todos los sectores. Fuente: Elaboración propia. *Los datos corresponden a licencias otorgadas 
hasta abril de 2012. 
 
Año-
Sector Minería Infraestructura Energía Hidrocarburos Plaguicidas Otros Total 
1993 0 7 1 44 0 0 52 
1994 2 32 6 78 1 3 122 
1995 2 21 5 62 1 1 92 
1996 1 20 20 49 1 0 91 
1997 1 17 6 45 1 0 70 
1998 0 17 8 34 3 1 63 
1999 0 24 3 39 3 1 70 
2000 2 14 6 18 1 3 44 
2001 1 16 2 31 4 2 56 
2002 1 11 2 33 5 1 53 
2003 0 9 1 20 10 2 42 
2004 0 3 1 17 52 4 77 
2005 0 4 2 31 143 4 184 
2006 1 9 2 29 118 9 168 
2007 0 8 0 40 17 8 73 
2008 1 10 2 44 15 2 74 
2009 0 19 4 51 6 2 82 
2010 0 12 2 37 75 10 136 
2011 1 9 0 52 98 4 164 
2012 0 3 3 12 15 0 33 
Total 
1993-
2012* 13 265 76 766 569 57 1746 
Consultas 
previas* 0 19 12 24 0 0 55 
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Figura 2-1: Distribución de las consultas previas por sector y año. Fuente: Elaboración 
propia. 
 
 
 
De otro lado llama la atención la diferencia entre los datos obtenidos entre Rodríguez (2011) y 
esta investigación a pesar de que en ambas situaciones los datos se obtuvieron a través de un 
derecho de petición a la Autoridad Ambiental equivalente40. Los resultados de Rodríguez son de 
2142 licencias, y a pesar de que el presente estudio cubrió un periodo de 13 meses más el dato 
es de 174541. Un comportamiento semejante ocurre al comparar los datos de Rodríguez (2011) 
                                               
 
40
 Rodríguez solicitó al MAVDT y para este estudio a la ANLA. 
41
 Con radicado 4120-E2-22211 de 28 de mayo de 2013 la ANLA relaciona el listado de los expedientes 
sobre los cuales se han otorgado licencias ambientales en territorios colectivos legalmente constituidos 
entre los años 1993 y abril de 2013. Se reportan 59 licencias y se encuentra que: 1. Al comparar esos 
datos con los de este estudio hay 13 licencias en común, es decir, que requirieron consulta. 2. Al 
comparar la lista de licencias entregada por el ANLA en 2012 con la de 2013 se encuentra que sobre la 
lista de 2012 habría 36 expedientes más en los que se produjo consulta. Dado que estos expedientes no 
fueron reportados en la respuesta de 2012 no se consideraron en el presente estudio. 3. Se identifican 10 
expediente nuevos, es decir, que no se encontraban en la respuesta de 2012. Probablemente 
correspondan a licencias otorgadas entre 2012 y 2013 (en esta respuesta no se indica el año en el que 
se otorgó la licencia), y el número de estos son: LAM 4538, LAM 2070, LAM 2307, LAM 2344, LAM 5121, 
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y CGR (2006), por ejemplo para los años 1995, 1996, 2004 y 2005 (Ver Figuras 2-2 y 2-3). La 
Figura 2-4 permite observar la diferencia entre los datos para los diferentes periodos entre CGR 
(2006), Rodríguez (2011) y el presente estudio. 
 
También se presenta dificultad al comparar la cantidad de consultas previas asociadas al 
licenciamiento ambiental. En esta investigación al contabilizar las consultas previas no se 
tuvieron en cuenta las que se desarrollaron después de generarse la licencia ambiental, las 
cuales correspondieron a 21, lo cual podría explicar la diferencia tan grande en los datos con 
Rodríguez (2011) y OXFAM et al (2011). De otro lado, en la respuesta recibida del ANLA fue 
posible identificar que se generaron 53 autos convocando consulta previa pero para estos casos 
la ANLA no reportó la expedición de la licencia. 
 
Figura 2-2: Licencias ambientales otorgadas en el período 1994-2005 según CGR. Fuente: 
CGR (2006). 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                                        
 
LAM 862, LAM 2469, LAM 3518, LAM 1082 y LAM 2997. La poca compatibilidad entre estas dos 
respuestas del ANLA evidencia la necesidad de un registro público para el trámite de licenciamiento 
ambiental. 
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Figura 2-3: Licencias ambientales otorgadas en el período 1994-2005 según Rodríguez. 
Fuente: Rodríguez (2011). 
 
 
 
 
Figura 2-4: Cantidad de licencias ambientales para diferentes periodos entre CGR (2006), 
Rodríguez (2011) y el presente estudio. Fuente: Elaboración propia. 
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Dada la variabilidad en los datos se solicitó a la Dirección de Consulta Previa del Ministerio del 
Interior cuáles habían sido las consultas en las que había participado esa Dirección entre los 
años 1994-201242, y la respuesta correspondió a consultas efectuadas entre los años 2006-
2012. Al comparar esta lista con los datos recibidos de la ANLA solo fue posible relacionar con 
certeza 5 proyectos, los cuales corresponden al sector hidrocarburos. 
 
Si la ANLA no establece un registro público de las licencias otorgadas por sector para cada año 
que incluya el número de expediente y el solicitante, será necesario que los ciudadanos se 
sigan dirigiendo a través de derechos de petición para obtener esta información lo cual tampoco 
garantiza homogeneidad en las respuestas recibidas. 
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 Radicado No. EXTMI12-0022475 del 9 de julio de 2012. Respuesta No. OFI12-0021027-DCP-2500. 
  
 
3. Límites y autorizaciones del licenciamiento 
ambiental para los casos de estudio 
3.1 Impacto sobre los ecosistemas por parte de las 
licencias ambientales 
El ecosistema es una unidad (biosistema) que incluye todos los organismos en un área 
dada los cuales obran recíprocamente con el ambiente físico, de modo que existe un flujo 
de energía entre sus componentes, es decir, se comportan como una unidad ecológica 
(IDEAM et al., 2007). Los ecosistemas naturales corresponden al 68,8% (78.422.960 ha) 
del territorio colombiano, el restante porcentaje corresponde a ecosistemas 
transformados (IDEAM et al., 2007). 
 
Los ecosistemas naturales pueden perderse en su totalidad o fragmentarse. En Colombia 
la mayor cantidad de área fragmentada se presenta en la costa Caribe, y los 
departamentos de Tolima, Huila, Cauca y Valle (IAvH et al., 2011). Respecto a la 
Amazonía para esta se reporta un 5% de transformación de sus ecosistemas lo que 
equivale a 25.000 Km2, siendo Caquetá, Nariño, Meta, Guaviare y Cauca los 
departamentos más afectados (IAvH et al., 2011). La transformación de los ecosistemas 
es una de las causas de pérdida de biodiversidad.  
 
El mapa de la cobertura de la tierra para el 2010 (IAvH et al., 2011) muestra en color rojo 
territorios denominados artificializados43, los cuales corresponden al 0,37% del país y la 
mitad son centros urbanos aunque también cubren zonas industriales, de extracción 
minera, y escombreras. Nótese la frecuencia de este color en la Orinoquía y en la costa 
Caribe. El color amarillo corresponde a territorio agrícola y el verde a bosques y áreas 
                                               
 
43
 Respecto a las categorías de IDEAM 2007, los ecosistemas transformados incluyen los 
artificializados. 
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seminaturales (ver Figura 3-5). (Asociación Ambiente y Sociedad (2013, 24) reportan 
como causas de la deforestación del país “las orientaciones económicas, políticas e 
institucionales, las políticas públicas de los sectores productivos de infraestructura, la 
minería, la ampliación de la frontera agrícola, la colonización y el desplazamiento, los 
cultivos ilícitos, la extracción de madera, entre otros”. 
 
Figura 3-5: Mapa de la cobertura de la tierra para el 2010. Fuente: IAvH et al. (2011). 
 
 
En el mapa de bosque natural y vegetación secundaria para el 2010 (Figura 3-6) es 
evidente, además de la región andina, en color gris la pérdida de bosque en la costa 
Caribe y la Orinoquía. El bosque natural ha sido reemplazado por pastos, vegetación 
secundaria o en transición para el periodo 2000-2005 y en áreas agrícolas para el 
periodo 2005-2010 (IAvH et al., 2011). Al respecto, para el 2007 la CGR señalaba que a 
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pesar de las políticas de reforestación la tasa de pérdida o modificación de cobertura 
estaba entre 100.000 y 200.000 ha/año y que en cambio en los últimos 10 años se 
habían reforestado 231.067 ha (CGR, 2007 b). 
 
Figura 3-6: Mapa de bosque natural y vegetación secundaria. Fuente IAvH et al. (2011). 
 
 
Una de las autorizaciones a través de las cuales estas pérdidas se hacen legales es por 
medio de la sustracción de áreas de las reservas forestales de la Ley 2 de 1959. Es así 
como la CGR (2011) reporta que la reserva nacional del río Magdalena ha efectuado 
63% de sustracción, la serranía de Los Motilones 45% y la Sierra Nevada de Santa Marta 
37% de sus áreas iniciales. La sustracción de reservas demuestra la falta de engranaje y 
coherencia entre las políticas estatales, lo cual también podrá evaluarse cuando 
comience a operar la iniciativa REDD+ (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). Es así 
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como las licencias ambientales van en contravía de la planificación conjunta del territorio, 
especialmente, cuando esta se relaciona con la conservación ambiental (Negrete, 2013). 
 
La titulación, exploración y explotación de minerales e hidrocarburos ha ocasionado que 
el ordenamiento territorial alcanzado a través de procesos como los Planes de 
ordenamiento y manejo de cuencas se vean afectados, en este sentido ocasionan que 
las entidades territoriales locales pierdan la autonomía, por ejemplo, para decidir sobre la 
prohibición de la actividad minera en su territorio (Cabrera y Fierro, 2013). 
 
Bajo este escenario, “¿cuál es la responsabilidad de la generación actual con el presente 
y el futuro?” (Mesa Cuadros, 2011 a, p 38). Respecto a las generaciones actuales ¿la 
responsabilidad para todas las personas sobre el estado de los ecosistemas es la 
misma? ¿Quiénes se han apropiado de los ecosistemas y quiénes han legitimado esa 
apropiación? El uso actual que se dé a los ecosistemas debe permitir la disponibilidad de 
estos a las generaciones futuras con la calidad, la diversidad y el acceso que aún los 
ecosistemas poseen (Mesa Cuadros, 2011 a).  
 
La idea de progreso ha justificado la utilización ilimitada y destrucción de los 
ecosistemas, y es por esto que en la actualidad hay áreas de nuestro país con altos 
niveles de contaminación y destrucción que además afectan a las poblaciones humanas. 
Por ejemplo, a pesar de que el Cesar es altamente productivo en el sector minero las 
autoridades ambientales no desarrollaron las obligaciones de vigilancia y control para 
prevenir y reducir los impactos que en la actualidad se afrontan en la zona (CGR, 2007 
b). Es así como en ese departamento ha sido necesario identificar zonas fuente de 
contaminación de diferente grado44 y es causa del desplazamiento de las poblaciones de 
El Haltillo, Boquerón y Plan Bonito.45 Para el 2006 se reportaba 4.500 casos de 
enfermedades respiratorias alrededor de las minas y de las carreteras por las que se 
transporta el carbón (CGR, 2007 b). Como impactos ambientales se identifica 
principalmente reducción de la calidad del agua y aire, la modificación de los cuerpos de 
                                               
 
44
 Esto se establece a través de la Resolución 387 de 2007. 
45
 Así lo dispone la Resolución 970 de 2010. 
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agua y el deterioro de los complejos cenagosos, y la pérdida de recursos pesqueros y del 
uso de la tierra por su aridez (CGR, 2007 b). 
 
3.2 Licencias casos de estudio 
Por las razones expuestas en la metodología, los casos de estudio no reportan licencias 
del sector de minería y tampoco de pesticidas dado que para este último no se efectúa 
consulta previa46. Proyectos de plantas hidroeléctricas o embalses tampoco fue posible 
seleccionar por la misma dificultad metodológica que se tuvo con las licencias de los 
proyectos mineros.  
 
Teniendo en cuenta los pocos casos para las cuales se desarrolló consulta previa antes 
de otorgar la licencia ambiental, y al observar la esquematización de los títulos vigentes 
para el año 2008 (Figura 3-7), se esperaría que las Autoridades Ambientales regionales 
hayan participado en gran cantidad de consultas previas.  
 
Cada uno de los sectores que requieren licencia ambiental para el ejercicio de sus 
actividades requiere de los otros sectores para su funcionamiento. Es así como la 
explotación minera y de hidrocarburos requiere de infraestructura tanto en carreteras, 
ferrocarriles, vías fluviales y puertos; y todos los sectores son consumidores del eléctrico. 
Continuando con la cadena de interdependencia, especialmente los subsectores minero 
y de hidrocarburos son consumidores de sustancias químicas y requieren de 
infraestructura para disponer los residuos y desechos de estas. Unos sectores más que 
otros generan impacto intensivo, prolongado y sistémico (Vargas, 2013), que no llegan a 
ser compensados a través del PMA.  
 
                                               
 
46
 Sobre esta afirmación hay una excepción y corresponde a una consulta previa convocada para 
el expediente LAM 1993 que consistía en un proyecto de instalación de una planta formuladora 
del herbicida glifosato. A pesar de que en las licencias sean casi nulas las consultas para el sector 
de pesticidas algunas de estas pueden darse a través las consultas previas que se hacen para la 
erradicación de los cultivos ilícitos. Al respecto es posible consultar información en OXFAM et al. 
(2009). 
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Figura 3-7:  Títulos mineros a octubre de 2010 y solicitudes mineras a mayo de 2009 
superpuestos con territorios de pueblos indígenas y afrocolombianos. Fuente: Adaptado 
de Fierro (2012). Resguardos en línea color violeta y territorios colectivos de 
afrocolombianos en color naranja. 
 
 
Lo anterior evidencia que la planeación del impacto ambiental no debe hacerse 
únicamente desde cada proyecto sino que es indispensable la planeación del territorio. 
Negrete (2013) señala que la toma de decisiones caso por caso por vía de títulos 
mineros y licenciamiento ambiental, y la ausencia de ordenamiento territorial privilegia el 
interés particular sobre el general. El ordenamiento territorial ambiental permitiría 
establecer las actividades económicas que podrían efectuarse o no en función de la 
resiliencia de los ecosistemas (Mendoza, 2012), que deberían ser respetadas por todos 
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los sectores económicos (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013) y que deben contribuir 
al cumplimiento de los compromisos internacionales vinculados con la protección del 
ambiente47 y de los pueblos indígenas y afrocolombianos (Fierro, 2012). Sin 
ordenamiento ambiental los Planes de Ordenamiento Territorial, por ejemplo, no cuentan 
con lineamientos ambientales para seguir y por lo tanto actividades como la conservación 
no se establecen a través de estos (Negrete, 2013). 
 
Al contrario, la presente investigación evidencia que municipios como Puerto Gaitán48, 
Cartagena49, Albania,50 y Buenaventura51 soportan fuertes y constantes presiones a 
causa, entre otros, de los proyectos que cuentan con licencia ambiental para su 
operación; y la totalidad del país, por ejemplo, respecto a la delimitación de áreas 
estratégicas para los sectores productivos como el minero52 y el de 
hidrocarburos53.Además, Fierro (2012) reporta que alrededor del 61% de la zona andina 
y del Chocó biogeográfico se encuentra titulada o solicitada, y el 2,22 % del territorio de 
los consejos comunitarios y el 0,85 de resguardos se encontraban titulados para 
actividades de minería. Es decir, una zona de alta biodiversidad se encuentra 
amenazada por la explotación minera, los principales proyectos de carbón se concentran 
en zonas susceptibles a la desertificación y los de oro en zonas de alta montaña 
(Cabrera y Fierro, 2013). Igualmente población campesina de los departamentos de 
                                               
 
47
 Estos corresponden a la agenda global de cambio climático y los objetivos de desarrollo del 
milenio, entre otros, (Fierro, 2012). En este sentido, Negrete (2013) reporta que no se conoce 
ningún estudio que evalúe las consecuencias de la actividad minera sobre el cambio climático o la 
desertificación para el país. 
48
 Para este municipio también se otorgaron, entre otras, las licencias consignadas en los 
expedientes LAM 673 (infraestructura); LAM 5225, LAM 4821 y LAM275 (hidrocarburos); y LAM 
1206 (energía). 
49
 Para este municipio también se otorgaron, entre otras, las licencias consignadas en los 
expedientes LAM 4351, LAM 4802, LAM 4601, LAM 4457 y LAM 1458 (infraestructura); LAM 2745 
(hidrocarburos); y LAM 2253 (energía).  
50
 En este municipio de La Guajira también se desarrolla el proyecto de gran minería del Cerrejón. 
51
 Para este municipio también se otorgaron, entre otras, las licencias consignadas en los 
expedientes LAM 1910, LAM 2266, LAM 3577, LAM 3240, LAM 2036 y LAM 1313 
(infraestructura). 
52
 A través de la Resolución 180241 del 24 de febrero de 2012 el Ministerio de Minas y energía 
declara 2.900.947,78 ha como áreas estratégicas mineras. De otro lado, departamentos como 
Quindío, Antioquia y Bolívar tienen, respectivamente, el 25%, 10% y 13% de su área titulada para 
la explotación de oro (Cabrera y Fierro, 2013). 
53
 La ANH a enero de 2013 cuenta con 4 áreas reservadas que 8.792.966 ha. (ANH, 2013). 
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Santander, Boyacá y Cundinamarca se ven presionadas por la minería consecuencia del 
cambio del uso del suelo y de la pérdida de agua en sus territorios (Fierro, 2012). 
 
Así, por ejemplo, la mayor cantidad de residuos peligrosos se reporta para las 
actividades de transporte por tuberías (14,5%), industria del hierro y el acero (13,8%), 
extracción y aglomeración de hulla (8,1%) y fabricación de productos metálicos para uso 
estructural (6,5%) (IAvH et al., 2011). Desde una perspectiva de los departamentos, los 
desechos peligrosos y contaminantes para La Guajira están dados principalmente por la 
explotación carbonífera, y para Meta y Casanare por la exploración de hidrocarburos 
(IAvH et al., 2011). Igualmente, con relación a los municipios de Cartagena y 
Buenaventura es necesario señalar que los ecosistemas de manglar presentan 
condiciones de deterioro como consecuencia de la infraestructura vial, turística, urbana e 
industrial. De esta manera se puede observar la falta de planificación para mejorar o 
reducir los residuos contaminantes y de manejo y protección de los cuerpos de agua 
(Fierro, 2012). 
 
Ante las condiciones actuales de uso y contaminación de los ecosistemas es necesario 
para el otorgamiento de licencias que las Autoridades Ambientales conozcan y evalúen 
qué tan degradado se encuentra el ecosistema, qué tan necesarios son los componentes 
de los ecosistemas para la ejecución del proyecto, si es posible reemplazarlos a pesar de 
que los gastos para el proyecto aumenten, entre otros (GIDCA, 2009). 
 
Respecto a la posibilidad de planeación ambiental entre los sectores económicos en el 
país, el PNA 2010-2014 establece la elaboración de 4 Evaluaciones Ambientales 
Estratégicas para los sectores de agricultura, infraestructura de transporte, minas y 
energía, y vivienda. A través de esta evaluación se pretende evaluar la dimensión 
ambiental en las políticas y programas. Respecto al avance de estas evaluaciones la 
CGR (2012) reporta que entre el 2010 y el 2011 se aplicó la evaluación a un plan de 
expansión eléctrico pero en los demás sectores no hay avances reales.  
 
De darse la planeación ambiental en el país el sistema de licenciamiento ambiental 
debería permitir evaluar, por ejemplo, qué áreas y ecosistemas han sido recuperados y/o 
compensados, si han mejorado los índices de desarrollo humano de la población que ha 
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sido afectada directamente por los proyectos licenciados y qué grado de cumplimiento de 
las obligaciones han tenido proyectos (GIDCA, 2009). 
 
A pesar de las expectativas de crecimiento ilimitado que se sigue creyendo posible, 
identificar quiénes y en qué medida son los responsables de la destrucción de los 
ecosistemas permitirá establecer la responsabilidad sobre el daño y sobre la reparación 
del mismo; es decir es indispensable la aplicación del principio de responsabilidad 
compartida pero diferenciada (Mesa Cuadros, 2007). De otro lado, aceptar los proyectos 
que requieren licencia ambiental considerando que sus impactos pueden ser controlados, 
mitigados o compensados, es ignorar el principio de precaución, lo que es igual a ignorar 
las relaciones que se dan entre los componentes bióticos y abióticos de los ecosistemas 
y permitir la aprobación de actividades que pueden generar impactos imposibles de 
predecir (Martínez, 2010). 
 
Siendo evidente la relación entre los problemas ambientales y el sistema de producción 
capitalista, se hace necesaria la transformación del sistema productivo en todos los 
sectores económicos, lo cual se logrará a través de decisiones políticas que impidan que 
sean los intereses privados los que decidan cómo se deben utilizar los ecosistemas y sus 
componentes (Mesa Cuadros, 2007). Sin embargo, es necesario tener en cuenta que la 
ejecución de políticas que garanticen una mejor utilización de los ecosistemas requieren 
hacer planeación y seguimiento sobre la totalidad del ciclo económico y enfrentarán 
dificultades como el miedo sobre la planificación pública, la reducción de las libertades 
individuales, la reducción en el consumo, el aumento de costos que no incrementen los 
beneficios, entre otros. Igualmente, se presentan problemas porque la influencia de las 
acciones individuales o colectivas puede darse a escala mundial, tienen impacto desde 
antes de que estas políticas comiencen a ejecutarse y porque los avances tecnológicos 
se dan rápidamente (Serrano, 2007).  
 
A continuación se presentan los 17 casos de estudio por sector. 
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3.2.1 Sector minero 
 
Dado que en los casos de estudio no fue posible cubrir expedientes del sector minero, a 
través del informe de la CGR de 2008 y 2011, y del trabajo hecho por la Asociación 
Ambiente y Sociedad (2013) se identificaron los impactos de este sector.  
 
Relacionado con la biota es posible la toxicidad por contaminantes, el desplazamiento o 
desaparecimiento de especies (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013), la fragmentación 
de ecosistemas, la pérdida de cobertura vegetal, la disminución de la calidad del hábitat y 
la afectación de ecosistemas sensibles. Los efectos sobre el agua corresponden a la 
alteración de las propiedades físico-químicas del agua y al cambio de las dinámicas de 
las aguas superficiales y subterráneas (CGR, 2007 b), lo que reduce el consumo que 
requieren las poblaciones humanas sobre esta (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). 
Asociado al suelo se encuentra la alteración del régimen de infiltración, el cambio en las 
propiedades físicas y químicas del suelo, la desestabilización de taludes y pendientes, y 
la pérdida del uso actual del suelo o la pérdida definitiva de este, además de la 
producción de escombros y estériles. Igualmente, este puede verse afectado por 
derrames o vertidos de sustancias peligrosas y por depósito de polvo contaminado 
(Asociación Ambiente y Sociedad, 2013). Respecto al componente atmosférico se genera 
emisión de gases y material particulado, y ruido. Igualmente es importante resaltar el 
impacto que genera la actividad minera sobre las poblaciones humanas en especial lo 
relacionado con la adquisición forzosa de predios, el aumento en la demanda de bienes y 
servicios (Asociación Ambiente y Sociedad, 2013), los desplazamientos humanos al área 
de influencia de los proyectos, la alteración de las actividades económicas de estos 
lugares, la transformación del tejido social y posteriormente el incremento de 
enfermedades (CGR, 2007 b),  
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3.2.2 Sector hidrocarburos 
 
Tabla 3-6: Proyecto Prospección sísmica bloque Samoré. Fuente: elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
283 
Nombre del proyecto: Prospección 
sísmica bloque Samoré 
Resolución que otorga la 
licencia: 110 030295 
Estado del 
expediente: 
archivado 
Titular de la licencia: Occidental de 
Colombia Inc 
Modificaciones a la 
licencia: Res. 117 070296 
Lugar: Saravena, 
Tame, Fortul 
(Arauca); Cubará 
(Boyacá), Toledo 
(Norte de 
Santander). 
Descripción del proyecto: La prospección sísmica es un método 
de exploración geofísico que con la geología suministra una 
imagen del suelo y de esta manera permite identificar áreas en 
donde existe probabilidad de almacenamiento de hidrocarburos. El 
método consiste en propagar ondas a través de la tierra emitidas a 
través de una fuente de energía, en este caso dinamita. La 
profundidad del pozo donde se coloca la dinamita es de 15 pies y 
un diámetro de 4 pulgadas. Se construirían 4 helipuertos por cada 
línea sísmica. 
 
Pueblo afectado: 
U´wa 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
104 m3 
Programa de 
inversión del 1%: 
No 
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Tabla 3-7.  Proyecto Perforación de pozos exploratorios Tigrillo 1 y Comorá 1. Fuente: 
Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
330 
Nombre del proyecto: 
Perforación de pozos 
exploratorios Tigrillo 1 y 
Comorá 1 
Resolución que otorga la licencia: 
467 030596 
Estado del 
expediente: 
archivado. 
Titular de la licencia: 
Casa Inglesa Ltda. 
Posteriormente Hupecol. 
Modificaciones a la licencia: Res. 
105 110299, Res. 1036 141101, 
Res. 1007 011102, Res. 414 
090403, Res. 1026 240903, Res. 
1071 071003, Res. 160 130204, 
Res. 2203 301205. 
Lugar: Vereda San 
Pedro de Arimena, 
Puerto Gaitán (Meta). 
Descripción del proyecto: Al inicio consistía en la perforación 
exploratoria de pozos petroleros, luego se procedió a evaluar la 
productividad de los pozos o hacer nuevos pozos. Estas 
actividades requerían no solo de la infraestructura asociada a la 
perforación, sino también de locaciones, vías de acceso, 
construcción de rellenos sanitarios, tanques sépticos, 
construcción de tuberías para el transporte de petróleo, entre 
otros. 
Pueblo afectado: 
Guahibo-Sikuani 
Autorizaciones concedidas 
No especifica porque estas debían ser concedidas por la CAR. Programa de 
inversión del 1%: Sí 
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Tabla 3-8: Proyecto Área de perforación exploratoria Alameda. Fuente: Elaboración 
propia. 
Número de 
Expediente: 
LAM 1547 
Nombre del proyecto: Área de 
perforación exploratoria Alameda 
Resolución que otorga 
la licencia: 272 190398 
Estado del 
expediente: 
activo 
Titular de la licencia: Explotaciones CMS 
Nomeco Inc. cedió a Kappa Energy 
Holdings, la cual fue comprada por Pacific 
Rubiales. 
Modificaciones a la 
licencia: Res. 539 
060799 
Lugar: 
Purificación 
(Tolima). 
Descripción del proyecto: En el área de perforación exploratoria 
Alameda se han desarrollado proyectos sísmicos por más de 30 años 
por lo que ha sido posible definir lugares para perforación exploratoria. 
Las actividades necesarias son adecuación de accesos, adecuación y 
construcción de locaciones, movilización y levantamiento de equipos, 
perforación de pozos y pruebas de producción. 
Pueblo 
afectado: Pijao 
 
Autorizaciones concedidas 
Captación de agua Sobre la desembocadura de la quebrada 
Hiliarco en el río Magdalena. Durante la 
construcción 10,9 m3/día; durante la 
perforación de cada pozo 5,38 L/s. 
Programa de 
inversión del 
1%: Sí 
Vertimiento de agua Sí, posterior a cumplir con el sistema de 
tratamiento propuesto en el EIA. 
Aprovechamiento 
forestal 
14 individuos 
 
Disposición de 
residuos sólidos 
Desechos industriales y domésticos 
reciclables en el relleno sanitario del 
municipio de Purificación y/o a los 
recicladores. Desechos industriales no 
reciclables en el relleno sanitario del 
municipio de Purificación. 
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Tabla 3-9: Proyecto Área de perforación exploratoria Mary West. Fuente: Elaboración 
propia. 
Número de 
Expediente: 
LAM 199 
Nombre del proyecto: Área de perforación 
exploratoria Mary West 
Resolución que otorga la 
licencia: 300 280499 
Estado del 
expediente: 
activo 
Titular de la licencia: Argos y Energy 
International posteriormente llamado Gran 
Tierra Energy Colombia. Ltd. 
Modificaciones a la 
licencia: No 
Lugar: 
Piamonte 
Cauca 
Descripción del proyecto: perforación exploratoria de 2 pozos, adecuación 
y construcción de vías de acceso para cada uno de los pozos, adecuación y 
construcción de los sitios de perforación, construcción de líneas de flujo para 
transporte de crudo, pruebas de producción y mantenimiento, 
desmantelamiento y abandono. 
Pueblo 
afectado: 
Inga 
 
Autorizaciones concedidas 
Captación de agua Quebrada Dedoyaco 1L/s. 
Vertimiento de agua Quebrada Dedoyaco 100 m aguas abajo del 
punto de captación. 
Aprovechamiento 
forestal 
2 ha de bosque secundario. 
Programa 
de inversión 
del 1%: Sí 
Disposición de residuos 
sólidos 
Residuos domésticos para reciclaje y relleno 
sanitario dentro de la locación, residuos 
industriales "se determina su disposición de 
acuerdo a su origen y estado en el que se 
encuentren", residuos especiales para reciclaje 
e incineración. 
Emisiones atmosféricas Quema de gas por pruebas de producción. 
Aprovechamiento de 
material pétreo 
16.800 m3 de material del río Caquetá, 
Inchiyaco y Nabueno. 
Otros Ocupación de cauce para la construcción de un 
puente y la línea de flujo del pozo 2. 
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Tabla 3-10: Proyecto Planta de almacenamiento y distribución de combustible. Fuente: 
Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
2135 
Nombre del proyecto: Planta de 
almacenamiento y distribución de 
combustible 
Resolución que otorga 
la licencia: 1183 191201 
Estado del 
expediente: Activo 
Titular de la licencia: Petrocomercial Modificaciones a la 
licencia: Res. 2151 
231205 
Lugar: Corregimiento 
de Palermo, 
municipio de Sitio 
Nuevo (Magdalena). 
Descripción del proyecto: La planta requiere desmonte y limpieza 
del terreno; adecuación y construcción de instalaciones locativas 
para el desarrollo de la obra; descapote, rellenos, excavaciones y 
afirmado de 2,6 ha; construcción de tanques verticales de 10.000 y 
5.000 barriles; construcción de diques contra fuego; e instalación de 
tuberías y equipos. 
Pueblo afectado: 
Comunidades 
afrocolombianas, 
corregimiento de 
Palermo. 
 
Autorizaciones concedidas 
Captación de agua Río Magdalena 0,1 L/s. 
Programa de 
inversión del 1%: Sí 
Vertimiento de 
agua 
Río Magdalena 0,5 L/s 
Aprovechamiento 
forestal 
74.766 m3 
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Tabla 3-11: Proyecto Área de perforación exploratoria salinas (gas). Fuente: 
Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
2653 
Nombre del proyecto: 
Área de perforación 
exploratoria salinas 
(gas) 
Resolución que otorga la licencia: 
1384 011204 
Estado del 
expediente: activo 
Titular de la licencia: 
Mera petroleums inc-
Millennium energy inc 
Modificaciones a la licencia: No 
Lugar: Ríohacha, 
Albania, Manaure, 
Maicao (La 
Guajira). 
Descripción del proyecto: Construcción de 6 sitios de perforación 
exploratoria para el cual es necesario adecuar vías de acceso. 
Pueblo afectado: 
Wayúu 
 
Autorizaciones concedidas 
Captación de 
agua 
Río Ranchería de 5,5 L/s para la etapa de 
construcción y 2,5 L/s para la de perforación. 
Vertimiento de 
agua 
2,42 L/s por pozo de tratamiento. Luego del 
tratamiento se utilizará para el riego de las 
vías. Las vías deben estar alejadas de 
bosques de galería y fuentes de agua. 
Programa de 
inversión del 1%: 
Sí 
Aprovechamiento 
forestal 
1834 m3 
Emisiones 
atmosféricas 
Afectación del aire por quemado de las teas, 
ruido y polvo. 
Aprovechamiento 
de material pétreo 
El material de cantera debe ser comprado. 
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Tabla 3-12: Proyecto Línea de conducción de gas estación Santa Rita-Saldaña Tolima. 
Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
3717 
Nombre del proyecto: Línea de 
conducción de gas estación Santa Rita-
Saldaña Tolima 
Resolución que otorga 
la licencia: 1682 180907 
Estado del 
expediente: 
activo 
Titular de la licencia:  Hocol S.A. Modificaciones a la 
licencia: Res. 95 180108 
Lugar: Ortega, 
San Luis y 
Saldaña (Tolima). 
Descripción del proyecto: “El objetivo es la construcción de la 
línea de conducción de gas, desde la Estación Santa Rita en el 
Municipio de Ortega (Tolima) hasta el City Gate de la subestación 
Saldaña ubicado en el Municipio con el mismo nombre, el cual es el 
punto de conexión a la red nacional de distribución de gas. El gas a 
transportar será el generado de los pozos Don Pedro 1 y Monserrate 
los cuales están ubicados en cercanías de la Estación Santa Rita” 
(Res. 1682 de 2007, artículo 3). La tubería se instalará subterránea 
en su totalidad.  
Pueblo afectado: 
Pijao 
 
Autorizaciones concedidas 
Captación de agua Río Cucuana 0,05 L/s. 
Vertimiento de 
agua 
Aguas industriales caudal de 0,04 L/s. Una 
vez tratadas disponer mediante riego en las 
vías de acceso no pavimentadas del área del 
proyecto 
Programa de 
inversión del 1%: 
Sí 
Aprovechamiento 
forestal 
2.790 árboles que corresponden a 342 m3 
Aprovechamiento 
de material pétreo 
Debe ser adquirido a través de terceros que 
cuenten con autorizaciones de actividad 
minera 
Otros Cruce de vías en 17 puntos. Ocupación de 
cauces para cruces subfluviales sobre 36 
puntos. 
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Tabla 3-13: Proyecto Área de perforación exploratoria Saltarín. Fuente: Elaboración 
propia. 
Número de 
Expediente: 
LAM 3970 
Nombre del proyecto: Área de 
perforación exploratoria Saltarín 
Resolución que otorga la 
licencia: 683 280408 
Estado del 
expediente: 
activo 
Titular de la licencia: Hocol 
S.A. 
Modificaciones a la licencia: No 
Descripción del proyecto: Establecer plataformas multipozo (3 
pozos por plataforma) de perforación exploratoria. Cada pozo tiene 
profundidad de 3.500 pies y se requiere  4 ha por plataforma. 
Lugar: 
Cumaribo 
(Vichada). 
Autorizaciones concedidas 
Captación de 
agua 
Caños Urimica y Tujutsaebi, y del río Tomo 2 
L/s. 
Vertimiento de 
agua 
Aguas residuales domésticas e industriales 
tratadas 1,5 L/s. 
Pueblo 
afectado: 
Guahibo-Sikuani 
 
Aprovechamiento 
forestal 
10 m3 
Disposición de 
residuos sólidos 
Los residuos sólidos domésticos serán enviados 
a cooperativas de reciclaje o rellenos sanitarios 
de Puerto Gaitán o Cumaribo, materiales 
contaminados con aceites o combustibles serán 
entregados a empresas con licencia ambiental 
para su manejo, los lodos de perforación se 
tratarán a través de un sistema "dewatering", 
los cortes de perforación se dispondrán en un 
lugar del área del proyecto, los residuos 
orgánicos se utilizarán para alimentar animales 
domésticos, los residuos reciclables se 
entregarán a cooperativas de la región, los 
residuos aceitosos y especiales se entregarán a 
empresas con autorización para su tratamiento. 
Programa de 
inversión del 
1%: Sí 
Emisiones 
atmosféricas 
Quema del gas generado de las pruebas de 
producción. 
Otros Ocupación de cauces en 5 puntos para el 
trazado de líneas de flujo.  
 
En este sector es probable que los proyectos que corresponden a instalación de pozos 
influyan en ecosistemas puntuales. No obstante, el transporte de hidrocarburos hace que 
su área de impacto aumente al igual que para proyectos de línea sísmica. Los 
ecosistemas utilizados en los proyectos estudiados fueron reportados con alta influencia 
antrópica (excepto la parte alta del flanco oriental de la cordillera oriental), en los cuales 
se desarrollan actividades como la extracción de madera y la labor agropecuaria. No se 
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reporta presencia de bosque primario pero sí la alta frecuencia de pastos. La fauna es 
representativa de ecosistemas intervenidos (Tolima) o corresponde a la que aún puede 
albergarse en los bosques de galería (Meta y Vichada). Se argumenta que la influencia 
antrópica es el principal causante de la pérdida de diversidad para estos ecosistemas. 
 
Para el área de la Perforación exploratoria saltarín se reportaron 3 especies de aves 
amenazadas, 22 de mamíferos, 4 de reptiles, 4 de peces y 5 especies vegetales 
amenazadas. Para el proyecto de la línea de gas Santa Rita-Saldaña se reporta 
endemismos para 8 especies vegetales y una especie de reptil en peligro crítico. 
 
Los ecosistemas bosque seco y desierto tropical presentan alto grado de vulnerabilidad 
dado que el primero se encuentra fuertemente fragmentado y se reporta que la 
vegetación del área del proyecto de la Planta de almacenamiento se está tornando 
subxerofítica. De otro lado, el bosque de galería se encuentra degradado y las pocas 
formas de vida silvestre se encuentran en vía de extinción. Para estos proyectos no se 
reportó levantamiento de veda para ninguna especie. 
 
Es importante señalar que los proyectos objeto de estudio, al igual que los mineros, 
requieren o afectan los componentes abióticos (agua, aire, suelo) y bióticos (flora, fauna) 
de los ecosistemas (Mendoza, 2012). 
 
Las autorizaciones para este sector consistieron en aprovechamiento forestal 
principalmente por la infraestructura a construir; captación de agua tanto para uso 
doméstico como industrial; vertimiento de aguas domésticas o industriales, en algunos 
casos en las mismas fuentes de agua donde se había tomado, en otros casos a través de 
la aspersión en las carreteras; disposición de residuos domésticos e industriales; 
utilización de material de cantera y de arrastre para la adecuación de vías generalmente 
accedido a través de terceros (el de cantera); emisiones por quema de hidrocarburos; 
generación de ruido por fuentes fijas y móviles; y ocupación de cauces para construcción 
de puentes y cruces de tuberías.  
 
Los EIA permitieron identificar los efectos de los proyectos en el suelo, el agua, el 
componente biótico y la atmósfera. Sobre el suelo el efecto más frecuente fue el de 
pérdida del uso que tenía antes del proyecto seguido por el cambio de las propiedades 
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físicas y químicas de este. La instalación de pozos implica que el suelo dejará de ser 
utilizado para ganadería o agricultura y esto persistirá en la medida que los pozos 
satisfagan las pruebas de producción.  
Respecto a los efectos sobre el agua los más frecuentes corresponden a la alteración de 
las propiedades físico-químicas del agua y la afectación de caudales; el primero será 
consecuencia principalmente de la contaminación y el segundo de la captación de agua.  
 
Los efectos más frecuentes sobre el componente biótico corresponden al desplazamiento 
de fauna y la pérdida de cobertura vegetal. La pérdida de cobertura vegetal se autoriza a 
través del aprovechamiento forestal y esta actividad es una de las consecuencias del 
desplazamiento de fauna. No obstante, también hay desplazamiento de fauna por cambio 
en el uso de los ecosistemas. A través de los estudios de ecología de poblaciones sería 
posible determinar la reducción de la diversidad y la fragmentación de los ecosistemas.  
 
Para todos los proyectos los efectos en la atmósfera son los mismos: emisión de gases y 
material particulado, y ruido; los cuales son consecuencia de la instalación y operación 
del proyecto. El ruido tendrá un efecto inmediato sobre el desplazamiento de la fauna. 
 
En este sector son muy probables los problemas de contaminación asociados a 
derrames de hidrocarburos en la zona de perforación, por el transporte de estos, por 
acción de la escorrentía y por inadecuada disposición de los residuos industriales. De 
otro lado, la contaminación se dispersa a través del agua, de los suelos y por medio de la 
generación de desechos que no puede tener como lugar de disposición final las áreas del 
proyecto. Es por esto que a pesar de que las licencias se otorgan sobre áreas 
específicas los efectos de los proyectos trascienden en el espacio y el tiempo.  
 
Las prohibiciones más frecuentes en este sector corresponden a la no intervención del 
proyecto en el bosque de galería y la no afectación de los cuerpos de agua, ya sea en su 
caudal o respecto a la contaminación. De otra parte, dado que para algunos proyectos se 
autoriza verter las aguas a través de la aspersión en las carreteras se implementa la 
condición de que las aguas no pueden exceder la capacidad de infiltración del suelo para 
que estas no lleguen a los cuerpos de agua. También se observó la prohibición de no 
obstruir cuerpos de agua pero en cambio se permite su desvío temporalmente. 
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Con el fin de ejercer control y monitoreo sobre las actividades autorizadas la Autoridad 
Ambiental hace requerimientos respecto a instalar un medidor para cuantificar el volumen 
de agua captada, instalar estructuras que prevengan el escape de aceite o combustibles 
al agua cuando esta esté siendo captada, monitorear las plantas de tratamiento de aguas 
residuales en relación a parámetros fisicoquímicos, estudiar hidrológicamente y 
fisicoquímicamente los cuerpos de agua afectados, no intervenir la vegetación que se 
encuentre cercana a los cuerpos de agua, implementar medidas de control y mitigación 
para que la presión sonora no cause impacto negativo, humedecer los suelos, cubrir los 
materiales que puedan ser dispersados por acción del viento o lluvias, los vehículos 
deben tener silenciadores y no deben usar cornetas, se debe hacer monitoreo del ruido 
para cada etapa del proyecto y hacer monitoreo de calidad de aire en la etapa de 
construcción y perforación de cada pozo. 
 
En diferente grado de especificidad las resoluciones plantean como área de exclusión de 
los proyectos 150 metros de los manantiales y rondas protectoras, 100 metros de los 
cuerpos de agua y rondas protectoras, al igual que los bosques de galería, la 
infraestructura social, las viviendas y la infraestructura productiva. 
 
Para este sector se presentaron proyectos podían ejercer influencia sobre algunas áreas 
protegidas. Para la Línea sísmica del bloque Samoré estaba previsto la prospección 
sobre los PNN Cocuy y Tamá, y la Reserva Forestal Protectora del río Satocá. No 
obstante, esta intervención no fue aprobada. Respecto a la planta de combustible esta se 
ubica en inmediaciones de la Vía Parque Isla de Salamanca y la Perforación exploratoria 
Saltarín se desarrolló en uno de los municipios del PNN El Tuparro. 
 
A través de los programas del PMA se pretende desarrollar actividades que permitan 
prevenir, mitigar, corregir o compensar los impactos y efectos ambientales consecuencia 
de la ejecución de los proyectos licenciados. Los efectos sobre el aire, agua y atmósfera 
se previenen a través de los programas de seguridad industrial de los proyectos. Los 
programas generalmente corresponden a: gestión social, capacitación de personal, 
actividades de adecuación y construcción, manejo de residuos, pruebas de producción, 
desmantelamiento y recuperación, seguimiento y monitoreo.  
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En el programa de seguimiento y monitoreo se planean actividades para los cuerpos de 
agua, la vegetación y la fauna. Para el primero señala revisar los registros de captación 
de agua y monitoreos fisicoquímicos en cada etapa del proyecto. Para el tercero plantea 
la inspección para verificar la prohibición de caza por parte de los trabajadores al igual 
que la capacitación a trabajadores sobre la importancia de la fauna. De otro lado, 
especifica que es necesaria la verificación de la cantidad y calidad del suelo que fue 
removido y del lugar de disposición utilizado. Lo anterior ejemplifica que los programas 
para prevenir, mitigar o corregir los efectos sobre el componente biótico no son muchos o 
los necesarios.  
 
Para los proyectos objeto de estudio de este sector se observó que se dispuso por parte 
de la Autoridad Ambiental el apoyo en la elaboración de un estudio para el manejo de 
una reserva, desarrollar obras en las márgenes de los afluentes utilizados, monitorear de 
calidad de aguas y de recursos hidrobiológicos, efectuar el inventario forestal, reducir la 
cantidad de agua a utilizar, minimizar el impacto por la extracción del material de arrastre, 
reubicar la fauna, hacer charlas a los trabajadores sobre prohibición de caza y desarrollar 
un proyecto de divulgación y educación ambiental para las especies en peligro. 
 
3.2.3 Infraestructura: carreteras 
Tabla 3-14: Proyecto Rehabilitación y pavimentación de la vía San Francisco-Santiago. 
Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
423 
Nombre del proyecto: 
Rehabilitación y pavimentación de la 
vía San Francisco-Santiago 
Resolución que otorga 
la licencia: 925 161097 
Estado del 
expediente: activo 
Titular de la licencia: Instituto 
Nacional de Vías 
Modificaciones a la 
licencia: No 
Lugar: Putumayo Descripción del proyecto: ampliación del pavimento, obras de 
drenaje, obras en taludes y estructura del pavimento. 
Pueblo afectado: 
Inga y Kamsá. 
Autorizaciones concedidas 
No especifica porque estas debían ser concedidas por la CAR. 
Programa de 
inversión del 1%: 
Sí 
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Tabla 3-15: Proyecto Vía alterna interna Buenaventura. Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
1912 
Nombre del proyecto: 
Vía alterna interna 
Buenaventura 
Resolución que otorga la licencia: 
710 140700 
Estado del 
expediente: activo 
Titular de la licencia: 
Instituto Nacional de 
Vías 
Modificaciones a la licencia: Res. 
419 170501, Res. 502 020503, Res. 
722 030703, Res. 77 260104, Res. 
159 130204 
Lugar: Buenaventura 
(Valle). 
Descripción del proyecto: La vía permite la comunicación de 
Buenaventura con el interior del país. El proyecto es de 10,5 Km 
más 600 metros de vía rehabilitada. El proyecto se desarrolla al 
nororiente de Buenaventura y permitirá el acceso ordenado de 
transporte de carga hacia el puerto sin causar problemas en la 
zona urbana. 
Pueblo afectado: 
Comunidades 
afrocolombianas 
Buenaventura. 
Autorizaciones concedidas 
Programa de 
inversión del 1%: No 
Emisiones 
atmosféricas 
Fuentes móviles y fijas: motores y plantas 
eléctricas. 
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Tabla 3-16:  Proyecto Rehabilitación y construcción de las carreteras Pereira-La Paila-
Armenia-Calarcá, en jurisdicción de los departamentos de Valle, Quindío y Risaralda. 
Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
1834 
Nombre del proyecto: 
Rehabilitación y construcción 
de las carreteras Pereira-La 
Paila-Armenia-Calarcá, en 
jurisdicción de los 
departamentos de Valle, 
Quindío y Risaralda. 
Resolución que otorga la 
licencia: 422 090403 
Estado del 
expediente: activo 
Titular de la licencia: 
Instituto Nacional de Vías 
Modificaciones a la licencia: 
Res. 1185 190805, Res. 1469 
250706, Res. 2287 241106, 
Res. 2376 281207, Res. 203 
090209, Res. 204 090209, Res. 
2090 271009, Res. 1258 
240611. 
Lugar: Pereira, 
Cartago, Obando, La 
Victoria, Zarzal, La 
Tebaida, Armenia, 
Calarcá. 
Departamentos 
Quindío, Risaralda y 
Valle. 
Descripción del proyecto: Rehabilitación y construcción de la 
segunda calzada para los sectores Pereira-La Paila y La Paila-
Armenia. Incluye la rehabilitación en calzada sencilla de los 
sectores Club Campestre-Calarcá y El Caimo-Armenia. 
Adicionalmente, comprende pasos nacionales actuales por los 
municipios de Zarzal, Obando, Cartago y de la carretera 
Armenia-Calarcá. 
Pueblo afectado: 
Embera Chamí 
 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
1,21 ha que corresponde a 26 m3. 
Además bosquetes de guadua: 422,88 
m3que corresponde a 0,78 ha. 
Emisiones 
atmosféricas 
Planta de trituración y asfalto. 
Programa de 
inversión del 1%: Sí 
Aprovechamiento 
de material 
pétreo 
Sí, material de arrastre y cantera. 
Otros Autorizar la intervención temporal de los 
cauces de algunas quebradas para la 
construcción de puentes. 
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Tabla 3-17: Proyecto Conexión terrestre Nuquí - Alto Copidijo. Fuente: Elaboración 
propia. 
Número de 
Expediente: 
LAM 610 
Nombre del proyecto: Conexión 
terrestre Nuquí - Alto Copidijo 
Resolución que otorga 
la licencia: 712 160406 
Estado del 
expediente: 
activo 
Titular de la licencia: Consorcio vía al 
mar Nuquí 2006 
Modificaciones a la 
licencia: Res. 708 
140410 y Res. 1805 
160910. 
Lugar: Piamonte 
Nuquí y Alto 
Baudó (Chocó). 
Descripción del proyecto: Derecho de vía de 18,5 Km entre Nuquí 
y el Alto de Copidijo, pavimentación, construcción de puentes, 
construcción de muros de contención, remover vegetación, 
instalación de campamentos, interceptación de infraestructura, 
adecuación de carreteable al río Nuquí. 
Autorizaciones concedidas 
Captación de 
agua 
1 L/s de la quebrada Peñitas o Chocolatal y del 
río Ancachí. 
Pueblo 
afectado: 
Consejo 
Comunitario 
Riscales 
Vertimiento de 
agua 
Permiso de vertimiento posterior al tratamiento 
de aguas residuales domésticas en la quebrada 
Peñitas o el Chocolatal de 0,2 L/s y de aguas 
residuales industriales en el río Ancachí de 0,68 
L/s.  
Aprovechamiento 
forestal 
90 ha que corresponden a 18.710 m3. 
Sustracción de 
reserva forestal 
Del Pacífico 20,61 ha. 
Disposición de 
residuos sólidos 
Disposición de materiales sobrantes en 4 sitios 
para un volumen aproximado de 1.155.000 m3. 
Programa de 
inversión del 
1%: Sí 
Emisiones 
atmosféricas 
Sí, por la utilización de una planta de asfalto. 
Aprovechamiento 
de material 
pétreo 
Explotación temporal de material aluvial del río 
Nuquí de un volumen de 761.720 m3. 
Otros Ocupación de cauces en 146 puntos diferentes 
y construcción de un embarcadero de 
materiales en el río Nuquí. 
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3.2.4 Infraestructura: puerto 
Tabla 3-18: Proyecto Construcción y operación de un terminal de servicio público 
multipropósito. Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
4688 
Nombre del proyecto: 
Construcción y operación de un 
terminal de servicio público 
multipropósito 
Resolución que otorga la 
licencia: 1635 190810 
Estado del 
expediente: activo 
Titular de la licencia: Sociedad 
Portuaria Puerto Bahía 
Modificaciones a la 
licencia: No 
Lugar: Cartagena 
(Bolívar). 
Descripción del proyecto: Construcción de un muelle de 320 
metros, patio multipropósito, terminal fluvial y viaducto entre los 
terminales. 
Pueblo afectado: 
Consejo comunitario 
de la Unidad 
Comunera de 
Gobierno Rural de 
Ararca, de la Unidad 
Comunera de 
Gobierno Rural de 
Bocachica, del 
corregimiento de 
Santa Ana, del 
corregimiento de 
Pasacaballos, de 
Caño de Oro. 
Autorizaciones concedidas 
Vertimiento de 
agua 
Las aguas domésticas posterior a su 
tratamiento se utilizarán en riego de zonas 
verdes de las instalaciones. 
Aprovechamiento 
forestal 
Manglar 345,23 m3; bosque xerofítico 
722,55 m3; vegetación de pantano 42,19 
m3. 
Programa de 
inversión del 1%: No. 
Emisiones 
atmosféricas 
Sí, para la etapa de construcción. 
 
En este sector son frecuentes las autorizaciones que permiten la rehabilitación de 
infraestructura inicial, en los casos estudiados, las vías y el puerto. En este sentido, una 
parte del impacto ambiental se ha efectuado con anterioridad al otorgamiento de la 
licencia, sin embargo, el área que pueden ocupar estos proyectos es grande al igual que 
el tiempo de vida del proyecto.  
 
Para todos los proyectos, excepto la vía Nuquí, se reporta alta intervención antrópica. Es 
por esto que la cobertura vegetal corresponde a arbustos, pastos y cultivos; igualmente 
se reportan parches del manglar para la vía en Buenaventura y para el puerto de 
Cartagena. Las comunidades de aves observadas corresponden a las que toleran 
hábitats modificados. De otro lado, la diversidad de anfibios y reptiles se ve reducida por 
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la contaminación de cuerpos de agua y de hábitats específicos. Las vías que ya están 
instaladas son fuente de ruido constante además de la emisión de gases de los 
vehículos.  
 
Para la vía Nuquí se afirma que existen “amenazas socioantrópicas” que contribuyen al 
deterioro de los cuerpos de agua consecuencia de la contaminación por aguas 
residuales, hidrocarburos y otras sustancias químicas; localización de las poblaciones 
humanas en áreas de erosión costera o de inundación de los ríos e incremento de la 
deforestación. De otro lado, la vía tenía previsto ocupar 8 Km de bosque primario poco 
intervenido y 5 Km de bosque secundario intervenido.  
 
Respecto al área del puerto en Cartagena la zona presenta altos niveles de 
contaminación como consecuencia de los vertimientos domésticos e industriales. El IAvH 
et al. (2011) reporta para esta bahía aumento de metales pesados del 2006 al 2009. 
Adicionalmente le llegan lixiviados y basuras, así como residuos de actividad marina y 
portuaria. La representatividad de los mamíferos es escasa por destrucción y 
fragmentación de los ecosistemas, al igual que por la transformación de los bosques en 
zonas de cultivo y la caza. Las áreas sin vegetación acompañadas de matorral es el 
componente dominante. 
 
Para la vía Pereira-La Paila, en el sector Zaragoza-Cartago se reportan aves en peligro 
de extinción. Respecto a la vía en Nuquí se informa de2 especies endémicas de ranas y 
3 con algún grado de peligro; 3 especies de reptiles endémicos y 1 con algún grado de 
peligro; 2 especies de aves endémicas y 7 con algún grado de peligro; y 4 especies de 
mamíferos con algún grado de peligro. Respecto al puerto se reportan 10 especies de 
herpetofauna con algún grado de peligro. Para los proyectos de este sector estudiados 
no se reportó levantamiento de vedas. Igualmente, sobre las áreas en las que desarrollan 
los proyectos de este sector se encuentran ecosistemas vulnerables como son el 
manglar y el bosque seco. 
 
Las autorizaciones para este sector correspondieron a emisiones atmosféricas para 
fuentes móviles y fijas; aprovechamiento forestal; intervención temporal de cauces para 
construcción de puentes; explotación de material de arrastre y cantera; y para la vía 
Nuquí captación de agua y vertimiento sobre el mismo afluente. 
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Respecto a los efectos de los proyectos sobre el suelo, las vías contribuirán a un cambio 
permanente en el uso del suelo, hacen uso de material pétreo de cuerpos de agua y 
canteras y además con alta frecuencia requieren utilizar lugares para la disposición de 
escombros. Los puertos cuentan también con una vida útil muy larga por lo que 
implicarán cambios en el uso de suelo y además ocasiona invasión y dragado del río y/o 
del mar. Igualmente, es necesario considerar que el transporte y manipulación de los 
materiales a transportar pueden contribuir a la contaminación. 
 
En relación con el efecto sobre el agua, la alteración de las propiedades físico-químicas 
del agua como consecuencia de la contaminación es más frecuente. Igualmente, existe la 
posibilidad de mover los cuerpos de agua o afectar los caudales o el patrón de drenaje. 
Los efectos sobre la atmósfera siguen siendo la emisión de gases y material particulado, 
el ruido y para el puerto se reporta además los malos olores. 
 
Los proyectos de infraestructura tienen la particularidad de ejercer fragmentación en los 
ecosistemas, lo está acompañado de pérdida de cobertura vegetal y por tanto de 
hábitats. Para el caso del puerto se reportó la posibilidad de alterar el patrón de 
migración de aves. 
 
En este sector no fueron muchas las prohibiciones pero estas consistieron en la no 
intervención de los cuerpos de agua a 30 metros alrededor de estos, y de manantiales o 
nacederos con una ronda de protección de 100 metros; no aprovechamiento del manglar 
y la no construcción de un relleno sanitario local. Los requerimientos para hacer 
monitoreo o control tampoco fueron frecuentes, sin embargo, se solicitó en un caso 
realizar monitoreo de aire y ruido. 
 
Algunos de los proyectos de este sector se desarrollaron muy cerca a áreas protegidas. 
La vía Nuquí es próxima al PNN Utría y a lo largo de la aprobación de la licencia fue 
evidente que el parque se vería afectado en su zona de amortiguación. Respecto al 
puerto, próximo a este queda el PNN Corales del Rosario. La cercanía con esta área 
protegida fue uno de los argumentos utilizados para prohibir el transporte de carbón por 
este puerto. 
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Respecto a los programas de los PMA se observó que para este sector se pretendía 
efectuar monitoreo de parámetros fisicoquímicos y del componente hidrobiológico de las 
aguas dulces y salobres, constituir un programa de control y vigilancia para la pesca, 
constituir un programa de educación ambiental para el control de la pesca, monitorear 
especies de interés para la conservación, colocar lonas sintéticas para evitar dispersión 
de partículas por el viento, ahuyentar la fauna, hacer investigación sobre ecología de 
poblaciones de las especies afectadas y a través de la compensación forestal constituir 
un corredor biológico. 
 
3.2.5 Sector Energético 
 
Tabla 3-19: Proyecto Línea de transmisión a 230 kV Pasto-Quito tramo colombiano. 
Fuente: Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
1749 
Nombre del proyecto: Línea 
de transmisión a 230 kV Pasto-
Quito tramo colombiano 
Resolución que otorga la 
licencia: 287 040402 
Estado del 
expediente: activo  
Titular de la licencia: Sociedad 
Interconexión eléctrica ISA 
Modificaciones a la licencia: 
Res. 727 310702 
Lugar: Pasto, 
Tangua, Yacuanquer, 
Imués, Ospina, Iles, 
Contadero, 
Gualmatán, Pupiales, 
Aldana, Guaspud, 
Ipiales (Nariño). 
Descripción del proyecto: Se utilizarán 149 torres distribuidas en 
una longitud de 73.723,81 metros. 
Pueblo afectado: 
Pastos 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
Matorral 1 ha, bosque ripario 2,9 ha y 
plantación forestal 2 ha. Programa de 
inversión del 1%: No 
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Tabla 3-20: Proyecto Construcción y operación del proyecto Línea de transmisión a 
500 kV Bolívar-Copey-Ocaña-Primavera y obras asociadas en otros municipios. Fuente: 
Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 2941 
Nombre del proyecto: 
Construcción y operación 
del proyecto Línea de 
transmisión a 500kV 
Bolívar-Copey-Ocaña-
Primavera y obras 
asociadas en otros 
municipios. 
Resolución que otorga 
la licencia: 1514 
141005 
Estado del expediente: activo Titular de la licencia: 
Empresa de Interconexión 
eléctrica ISA 
Modificaciones a la 
licencia: No 
Lugar: Ocaña, (Norte de 
Santander), Cimitarra, Puerto 
Parra, Simacota, 
Barrancabermeja, Puerto 
Wilches, Sabana de Torres y 
Río Negro (Santander), San 
Alberto, San Martín, Río de 
Oro, González, La Gloria, 
Pelaya, Pailitas, Chimichagua, 
Curumaní, Chiriguaná, El Paso, 
Boconia y Copey (Cesar), 
Algarrobo, Pivijay, El Piñón, 
Cerro San Antonio y Sabanas 
de San Ángel (Magdalena), 
Campo de La Cruz, Suan, 
Santa Lucia y Manatí 
(Atlántico), San Cristóbal, 
Soplaviento, San Estanislao, 
Villanueva y Santa Rosa 
(Bolívar). 
Descripción del proyecto: La línea permite la 
interconexión eléctrica entre las subestaciones 
Primavera, Ocaña, Copey, Valledupar y Bolívar. Se 
requiere la construcción de 6 líneas de transmisión y la 
Ampliación y construcción de 4 subestaciones además 
de la adecuación de accesos, adecuación y operación 
de instalaciones provisionales y obras civiles. 
Pueblo afectado: Arhuaco 
 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
122.984,94 m3. Además se 
autoriza el levantamiento parcial 
de veda de Quercus humboldti. 
Programa de inversión del 
1%: No 
Aprovechamiento 
de material 
pétreo 
A través de un tercero que cuente 
con licencia. 
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Tabla 3-21: Proyecto Línea de Transmisión a 230 kV Circuito Doble Betania - Altamira 
- Mocoa - Pasto (S/E Jamondino) - Frontera y obras asociadas. Fuente: Elaboración 
propia. 
Número de 
Expediente: 
LAM 3323 
Nombre del proyecto: Línea de 
Transmisión a 230 kV Circuito 
Doble Betania - Altamira - Mocoa 
- Pasto (S/E Jamondino) - 
Frontera y obras asociadas. 
Resolución que otorga la 
licencia: 2268 221106 
Estado del 
expediente:  
activo 
Titular de la licencia: Empresa 
de energía de Bogotá S.A E.S.P 
Modificaciones a la licencia: Res. 
1312 130710 
Lugar: Huila, 
Putumayo, 
Cauca y 
Nariño. 
Descripción del proyecto: Construcción de 4 líneas de transmisión, 
de una sub estación y ampliación de 4 subestaciones. 
Pueblo 
afectado: Inga 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
116,74 ha que corresponde a 17.089 m3 y 
93.886 árboles. Levantamiento de veda para 
las especies Quercus humboldtii, Ceroxylon 
quinduense y Podocarpus oleifolius. 
Programa de 
inversión del 
1%: No 
Sustracción de 
reserva forestal 
Sustracción de reservas forestales Amazonía 
y Central, y de las Reservas Forestales 
protectoras de la cuenca alta del río Mocoa y 
de la laguna de La Cocha-cerro Patascoy.de 
486,883 ha. 85,5 ha están conformadas por 
bosque natural y ripario, 0,019 ha vegetación 
de páramo. Las restantes son rastrojo, pasto 
y cultivos. 
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Tabla 3-22: Conexión de la subestación El Bosque (ya existente) a la línea de 
transmisión de energía a 220 kV Ternera-Bolívar, conformado por la construcción de una 
subestación encapsulada a 220 kV y la reconfiguración de la línea Bolívar-Ternera a 220 
kV para formar los circuitos Bolívar-Bosque y Bosque-Ternera a 220 kV. Fuente: 
Elaboración propia. 
Número de 
Expediente: LAM 
5229 
Nombre del proyecto: Conexión de la 
subestación El Bosque (ya existente) a 
la línea de transmisión de energía a 220 
kV Ternera-Bolívar, conformado por la 
construcción de una subestación 
encapsulada a 220 kV y la 
reconfiguración de la línea Bolívar-
Ternera a 220 kV para formar los 
circuitos Bolívar-Bosque y Bosque-
Ternera a 220 kV. 
Resolución que 
otorga la licencia: 164 
120312 
Estado del 
expediente:  activo 
Titular de la licencia: Interconexión 
Eléctrica SA-ISA 
Modificaciones a la 
licencia: No 
Lugar: Cartagena y 
Santa Rosa 
(Bolívar). 
Descripción del proyecto: Construcción en la subestación El 
Bosque de una subestación encapsulada aislada y la 
reconfiguración de la línea Bolívar-Ternera. Esta tendrá una parte 
aérea y otra subterránea. 
Pueblo afectado: 
Comunidad 
palenquera 
Autorizaciones concedidas 
Aprovechamiento 
forestal 
24,8 ha con un volumen de 62,8 m3. Programa de 
inversión del 1%: 
No 
 
Este tipo de proyectos es posible que se desarrollen en amplias áreas por lo que podrían 
influir sobre ecosistemas que cuenten con diferente grado de intervención antrópica. En 
este sentido, para la línea de transmisión Pasto-Quito se reporta remoción de la 
cobertura vegetal natural a causa de la agricultura, la ganadería y la actividad forestal. 
Para este proyecto la vegetación natural es del 12%. Para el proyecto de la línea de 
transmisión Bolívar-Primavera se presenta predominantemente zonas de ganadería 
extensiva combinadas con pastos arbolados, cultivos de pancoger y de palma africana. 
Las zonas boscosas se reducen a parches de rastrojo alto, bosque secundario y 
delgadas franjas de bosque de galería. Respecto a la línea de transmisión Betania-Pasto 
la zona Betania-Altamira-Pitalito presentan pocos hábitats naturales y el uso de la tierra 
es agrícola y ganadero. Entre Pitalito-San Francisco-La Frontera es posible tener 
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coberturas de bosque andino, subandino y selva basal con alta intervención antrópica. 
Con relación a la línea de transmisión en el Bolívar (sub estación El Bosque) se reporta 
fragmentación entre el bosque seco y el manglar. Además el vertimiento de 
contaminantes a los cuerpos de agua, la desecación de humedales y la eutroficación han 
afectado a las poblaciones de aves. 
Los EIA de estos proyectos también concuerdan que la fuerte intervención antrópica es la 
causa del desaparecimiento de los hábitats naturales. 
 
Para la línea Bolívar-Primavera se reporta 9 especies de mamíferos endémicos y 13 de 
aves, además 29 especies de mamíferos y 3 de aves con algún grado de riesgo. En la 
línea de transmisión Pasto-Quito se identificaron 14 especies de aves con algún grado de 
riesgo, y en la línea Betania-Pasto se reporta en peligro el oso anteojos y la danta de 
páramo. Para el proyecto de la línea Bolívar-Primavera fue necesario el levantamiento 
parcial de veda sobre 44 individuos de Quercus humboldti (roble). Igualmente, para el 
proyecto de la línea Altamira-Pasto se autoriza levantamiento de veda para Quercus 
humboldtii, Ceroxylon quinduense (palma de cera), Podocarpus oleifolius (pino 
colombiano o romerón) para 989, 13 y 176 individuos respectivamente. 
 
Las autorizaciones para este sector son pocas pero la que se presentó para todos los 
proyectos corresponde a aprovechamiento forestal. También se autorizó la extracción de 
material de cantera a través de un tercero que cuente con licencia. Siguiendo con el 
comportamiento de este sector, no se observan actividades de control y monitoreo sobre 
las autorizaciones concedidas, posiblemente porque estas últimas no fueron muchas. 
 
De otro lado, los efectos de estos proyectos en los suelos corresponden a la 
desestabilización de laderas, inducción de procesos erosivos, pérdida del uso del suelo y 
cambio en las propiedades químicas y físicas de este. Los efectos sobre los cuerpos de 
agua estarían dados por la contaminación de estos con desechos del aprovechamiento 
forestal o la alteración de las propiedades fisicoquímicas. Los efectos que se identifican 
sobre el componente biótico corresponden a pérdida de cobertura vegetal, fragmentación 
de bosques, desplazamiento de fauna silvestre y afectación de ecosistemas sensibles y 
de áreas protegidas. Finalmente los efectos sobre la atmósfera corresponden a emisión 
de gases y material particulado, y ruido. Para este sector no se consideró la posibilidad 
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de que el magnetismo de las líneas o de las estaciones puedan generar efectos sobre los 
animales o las poblaciones humanas. 
 
Las prohibiciones observadas en las licencias de este sector corresponden a: no 
intervención de los cuerpos de agua ni a su franja de protección de 30 metros, no 
intervención de manantiales o nacederos con ronda de protección de 100 metros ni a los 
pozos de agua; la disposición de residuos líquidos; ni la intervención del proyecto en los 
sitios sagrados de la Sierra Nevada de Santa Marta. 
 
Los programas de los PMA de los proyectos de este sector planteaban efectuar las 
siguientes actividades: evitar la remoción vegetal que no fuera necesaria, recuperar a 
través de la reforestación la cobertura vegetal de las trochas abiertas, realizar la 
caracterización física y biótica del área circundante de un cerro de importancia ecológica, 
apoyar programas de conservación establecidos por las CAR, rescatar individuos de 
manglar y recompensar área de manglar. En dos proyectos se observa un programa 
específico que consiste en la instalación de desviadores de vuelo para que las aves no 
se choquen con los cables de las líneas.  
 
3.3 Análisis para todos los sectores 
Al intentar hacer un análisis a través del tiempo no es posible observar la permisividad o 
no en las licencias estudiadas y esto puede ser causa de que solo se tiene una licencia 
por año. Sin embargo, otra explicación es que como consecuencia de que las normas no 
indican prohibiciones o restricciones, es posible que a los funcionarios54 que estudiaron 
cada solicitud les correspondiera tomar decisiones individuales para evaluar las 
solicitudes, por supuesto, dando cumplimiento a las normas específicas sobre uso y 
contaminación de los componentes ecosistémicos. Es así como los funcionarios de las 
Autoridades Ambientales hacen parte de la construcción de la norma, no solo porque 
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 Mesa Cuadros (2011b) también reporta que el criterio de los supervisores y coordinadores es 
un factor determinante en la calidad y enfoque de los conceptos técnicos. 
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tienen que interpretarla sino porque es necesario que tomen decisiones sobre los 
asuntos que esta no regula.  
Sin embargo, al pretender observar el grado de exigencia a través del tiempo se comparó 
el tipo de indicación dada respecto a la disposición de residuos sólidos o vertimientos. Al 
respecto la Autoridad Ambiental señala el método que se debe utilizar para la disposición 
de los residuos o las técnicas de tratamiento para los vertimientos, no obstante, para los 
proyectos de los 2 últimos años se prohíbe el vertimiento de residuos líquidos y se indica 
que los residuos deben ser recogidos por empresas que cuenten con las autorizaciones 
correspondientes. 
 
No obstante, es posible hacer otro tipo de observaciones con relación a los cambios a 
través del tiempo. Por ejemplo, antes del año 1997 no se especificaban las actividades 
autorizadas en las licencias, y la cantidad de versiones de EIA que se entregaron para 
otorgar la licencia corresponde para la mitad de los casos estudiados a 1, y la otra mitad 
se distribuyó entre 2 y 3 versiones. 
 
Las licencias presentan unas obligaciones y responsabilidades estándar, es decir, que no 
están asociadas a las autorizaciones puntuales de los proyectos. Algunas de estas se 
mantienen en el tiempo otras aparecen de forma intermitente. Las que se mantienen en 
el tiempo corresponden a: 1. La empresa es responsable del deterioro y/o daño 
ambiental y deberá realizar actividades para corregir los efectos causados. 2. La licencia 
no ampara la captura de especímenes de fauna o flora. 3. Retirar elementos sobrantes 
del proyecto. De otro lado, se observaron 2 obligaciones que se presentaron por un 
tiempo pero luego desaparecieron: 1. De 1996 al 2002 se exigió la adquisición de una 
póliza de cumplimiento por el 30% del costo del PMA, y 2. Contratar interventoría 
ambiental. 
 
Respecto a las herramientas que permitirían asegurar financieramente los daños 
ambientales, es importante anotar que por medio de la Ley 491 de 1999 se estableció el 
seguro ecológico el cual debía ser utilizado sobre actividades y proyectos que requirieran 
licencia ambiental. No obstante, este aspecto no ha sido reglamentado y hasta el 2006 
no existían licencias que contemplaran el seguro ecológico (CGR, 2006). 
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No obstante, a pesar de las aparentes buenas intenciones de las tasas por vertimientos, 
las multas o los seguros ecológicos, la cuantificación monetaria de los llamados pasivos 
ambientales valida el anti principio de el que contamina paga, es decir, más herramientas 
para legitimar la destrucción de los ecosistemas. 
 
También se identificaron obligaciones asociadas a la protección ambiental pero que su 
aparición fue intermitente o cambiaba su manera de ser expuestas en la resolución. Entre 
estas se encuentran: 1. De presentarse efectos ambientales no previstos se deben 
suspender los trabajos e informar al Ministerio con el fin de exigir medidas correctivas. 2. 
Conservar una distancia entre 30 y 100 metros entre los proyectos y los cuerpos de 
agua55. No menos importante la aplicación del Plan de Monitoreo Arqueológico. 
 
De otro lado, los efectos que se reportan a través de los EIA en la gran mayoría no son 
autorizados ni prohibidos a través de las licencias. Tácitamente se reconocen que estos 
pueden darse y se plantea su control a través del PMA. En el mismo sentido, para los 
efectos sobre el componente biótico pocas veces se plantean proyectos útiles para la 
eliminación o reducción del impacto. Martínez (2010) señala que las metodologías 
utilizadas en Colombia para la elaboración del EIA no permiten correlacionar la 
evaluación de los impactos con las actividades del PMA, lo cual no contribuye en tomar 
acciones adecuadas sobre la manera de prevenir, controlar o mitigar los efectos del 
proyecto. Esta situación evidencia la ausencia de política pública para la protección y uso 
de los ecosistemas. La falta de pronunciamiento y de toma de decisiones sobre los 
impactos reportados autoriza la destrucción de los ecosistemas (Mesa Cuadros, 2011 b). 
Sin embargo, las Autoridades Ambientales y la misma CGR son conscientes de que las 
actividades que requieren licencia generan impactos ambientales significativos y que las 
empresas beneficiarias de la licencia deben tomar las medidas necesarias para que 
estos se prevengan, se minimicen o compensen (CGR, 2009); es decir, se traslada la 
responsabilidad a entes privados. 
 
                                               
 
55
 Sobre esta obligación Daniel Páez señala que hace parte de las exigencias que la Autoridad 
Ambiental asume como institución pero que no están plasmadas en las normas. 
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Considerando que las licencias ambientales estudiadas fueron otorgadas sobre territorios 
colectivos, es importante evidenciar que el derecho al ambiente sano de estas 
comunidades se ha visto considerablemente desprotegido, en este caso por la máxima 
Autoridad Ambiental, lo cual da origen a su discriminación en la medida que se reducen 
las posibilidades de uso y disfrute de los ecosistemas de sus territorios y se aumenta la 
contaminación que deben soportar a causa de las necesidades de otras poblaciones 
(Bellmont, 2012). 
 
En el Anexo A se plasman las autorizaciones otorgadas por sectores de manera 
conjunta. Allí se puede observar que para los 3 sectores fue necesario hacer sustracción 
de reservas forestales. A pesar de no tener expediente objeto de estudio para el sector 
minero, para este sector las sustracciones también se han dado, por ejemplo sobre la 
Serranía de los Motilones56. De otro lado, por el tipo de autorizaciones concedidas podría 
suponerse que el sector que menos requiere componentes de los ecosistemas para la 
ejecución de sus actividades corresponde al eléctrico, sin embargo, respecto a los otros 2 
sectores vale la pena preguntarse si es posible reducir los impactos de estos proyectos 
exigiendo a las empresas que consideren en sus presupuestos los costos asociados a la 
compra del agua, el no vertimiento de aguas industriales y domésticas a los cuerpos de 
agua y, así como se reporta para las licencias de 2010 y 2012, entregar los residuos a 
empresas especializadas, entre otros. 
 
Analizando los impactos que pueden generarse en los diferentes ecosistemas, se 
observa que en todos los sectores se reportaba gran intervención antrópica antes del 
proyecto. Sin embargo los EIA recalcaban la importancia de todos los ecosistemas para 
la conservación de hábitats y de especies en algún grado de peligro o endémicas. 
 
A pesar de que los ecosistemas estén fuertemente intervenidos estos pueden funcionar 
como corredores entre áreas mejor conservadas. Sin embargo, se hace importante tomar 
medidas de conservación sobre ecosistemas frágiles y con alto grado de intervención 
como es el bosque seco y los manglares. A pesar del alto grado de intervención que se 
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 Para la mina Cerro Largo en el municipio de La Jagua se autoriza la sustracción a través de la 
Resolución 173 de 2011. 
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presenten en los ecosistemas esto no justifica la posibilidad de continuar con su 
degradación, entre otras cosas, porque hay poblaciones humanas que continúan 
dependiendo de estos, por ejemplo a través de la pesca, y además porque la 
contaminación también las afecta. 
 
Ecosistemas menos intervenidos permiten que especies con especificidad de nicho 
puedan sobrevivir, igualmente, sobre estos ecosistemas podrían efectuarse usos 
controlados de actividades humanas y además continuarían regulando los regímenes 
hidrológicos, y proporcionando suelos no erosionados y fértiles para las poblaciones 
humanas. 
El proyecto de la vía Nuquí genera alto impacto ambiental dado que su área de influencia 
ha sido muy poco intervenida, conserva bosque primario y hace parte de la zona de 
amortiguación de un área protegida del Sistema de PNN. 
 
Lamentablemente, para los proyectos la línea Altamira-Pasto, la vía Nuquí y la vía alterna 
Buenaventura se autorizó la sustracción de áreas de reserva forestal, y el levantamiento 
de veda para la línea Altamira-Pasto y la línea Bolívar-Primavera.  
 
3.4 Contenido de la licencia ambiental 
A continuación se comparará la estructura de las licencias que se especifica a través de 
las normas respecto a la estructura que se ha estado implementando. 
 
El artículo 3 del Decreto 1753 de 1994 estableció el contenido para licencia ambiental y 
consistía en: 1. La identificación de la persona natural o jurídica, pública o privada a 
quien se autoriza el proyecto, obra o actividad, indicando el nombre, razón social, 
documento de identidad y domicilio. 2. Localización y descripción del proyecto, obra o 
actividad. 3. Consideraciones y motivaciones que han sido tenidas en cuenta para el 
otorgamiento de la licencia ambiental. 4. Término de la licencia ambiental. 5. 
Señalamiento de todos y cada uno de los requisitos, condiciones y obligaciones 
(adicionales al PMA) que debe satisfacer y cumplir el beneficiario de la licencia ambiental 
durante las etapas del proyecto. 6. Las consecuencias del incumplimiento de los 
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requisitos, condiciones y obligaciones impuestos al beneficiario de la licencia ambiental, 
conforme a la ley y los reglamentos.  
Respecto al contenido del numeral 6 este no vuelve a aparecer especificado en las 
demás normas. 
 
Posteriormente, el Decreto 1728 de 2002 incluyó los siguientes aspectos dentro del 
contenido de la licencia: 1. Lista de las diferentes actividades y obras que se autorizan en 
la licencia ambiental. 2. Los recursos naturales renovables que se autorizan utilizar, 
aprovechar y/o afectar, así mismo las condiciones, prohibiciones y requisitos de su uso. 
Nótese que en la práctica la lista de actividades ya se estaba colocando en las 
resoluciones desde 1998. 
 
El Decreto 1180 de 2003 mantiene el mismo contenido del Decreto 1728 pero el Decreto 
1220 de 2005 adiciona la obligatoriedad de publicar el acto administrativo, conforme al 
artículo 71 de la Ley 99 de 1993. El Decreto 2820 de 2010 no presenta cambios o 
adiciones en este aspecto. 
 
Al revisar la estructura de las licencias objeto de estudio el esquema planteado por las 
normas se mantiene, no obstante se presentan algunos cambios que permiten tener 
mayor o menor detalle sobre asuntos de interés para la protección del ambiente. Desde 
el año 2009 es posible encontrar en los considerandos jurisprudencia57, fundamentos 
legales sobre la consulta previa, extractos del EIA, del proceso de consulta, de los 
impactos ambientales identificados y de la demanda de recursos. En la parte resolutiva 
desde 1998 se especifican las actividades que se autorizan, el tipo y cantidad de recurso 
autorizado a utilizar incluyendo obligaciones por cada tipo de recurso; y para el 2009 se 
solicita hacer inventario de las especies vegetales a cortar para tener certeza sobre el 
volumen autorizado de aprovechamiento forestal. 
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 Incluye aspectos como la obligatoriedad de la licencia, la competencias de las Autoridades 
Ambientales, los límites de la licencia respecto al derecho al ambiente sano, aspectos sobre el 
desarrollo sostenible y la libertad económica y el convenio 169 de la OIT; los cuales se encuentran 
consignados en sentencias como la C-035 de 1999, la C-431 de 2000, la T-251 de 1993, T-880 de 
2006, y la SU-39 de 1997. 
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Sin embargo, Mesa Cuadros (2011 b) expone que para el año 2009 en los actos 
administrativos no era frecuente el sustento jurídico en función de los principios 
ambientales, la jurisprudencia, cuantificar el monto de las sanciones, entre otros. Es de 
recordar que los principios ambientales son los referentes teóricos para la protección de 
los ecosistemas. Si las resoluciones argumentan que es por el principio de desarrollo 
sostenible que disponen tomar las decisiones, estas serán completamente diferentes 
respecto a utilizar los principios de precaución, responsabilidad y solidaridad. 
 
Para finalizar, es importante señalar que desde el Decreto 1753 de 1944 se establece la 
posibilidad de ceder la licencia tanto es sus derechos como en las obligaciones. Sin 
embargo, en la realidad no es posible identificar con exactitud, por ejemplo, cuáles 
efectos son consecuencia del primer beneficiario y cuáles de los siguientes. Por lo tanto 
cuando se cede la licencia la exigibilidad de las obligaciones sobre los impactos 
ambientales pueden ser difusas.  
 
 
  
 
4. Conclusiones y recomendaciones 
4.1 Conclusiones 
Normas como la Ley 99 de 1993 y el Decreto Ley 2811 de 1974 aunque pretenden hacer 
énfasis en la protección ambiental permiten que conceptos tan diferentes como desarrollo 
sostenible y derecho a un ambiente sano sean promovidos bajo la misma norma. Esta 
inconsistencia admite autorizar el uso de los ecosistemas y sus componentes hasta el 
agotamiento de los recursos. 
 
El deber ser que deseó transmitir la Constitución Política respecto a la protección de la 
integridad y diversidad del ambiente, y la planificación de su uso y conservación se 
encuentran consignados en los principios de la Ley 99 pero no lograron plasmarse en las 
normas que reglamentaron el licenciamiento ambiental. Es por esto que el régimen de 
licenciamiento ambiental genera amenazas sobre la diversidad biológica y cultural del 
país. En el mismo sentido, no ha sido posible garantizar los derechos de las futuras 
generaciones dado que los principios de precaución, prevención y responsabilidad no se 
respetan al aplicar las normas. 
 
La protección del derecho al ambiente sano no depende únicamente de su promulgación, 
sino que es necesario que el Estado establezca medidas para que estos se hagan 
efectivos. Por ejemplo, el régimen de licenciamiento ambiental requiere que se 
establezcan límites al uso, la contaminación y la destrucción de los ecosistemas y sus 
componentes; al igual que voluntad política para que esto sea posible. 
 
Las normas colombianas que reglamentan el régimen de licenciamiento ambiental 
difícilmente imponen límites sobre los proyectos a licenciar. Los límites están dados por 
las evaluaciones que hacen los funcionarios sobre las necesidades de los proyectos y las 
características de los ecosistemas para cada caso. Es así como las normas terminan su 
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construcción a través de los funcionarios que las aplican. Igualmente, la posible 
reducción de los efectos negativos hace parte de las decisiones que deben tomar los 
funcionarios. 
 
Las licencias ambientales tampoco han sido utilizadas para planificar el uso o conocer el 
estado de los ecosistemas; de hecho, el Estado colombiano de manera incipiente 
considera algunos asuntos ambientales en los planes de desarrollo y es en los últimos 
años que se está recopilando información de las actividades de monitoreo respecto al 
uso de los recursos naturales. Es por esto que las licencias ambientales no han tenido 
hasta el momento fines preventivos o precautorios sobre los impactos de los sectores 
económicos. 
 
Con relación a su capacidad de intervenir en los sectores económicos, difícilmente los 
intereses ambientales se igualan a los económicos, y es posible evidenciarlo en el campo 
normativo en relación a que el impacto de las Autoridades Ambientales en la 
construcción y el contenido de las normas de los demás ministerios es bajo. Por el 
contrario los sectores económicos influyen en la flexibilización de las normas 
ambientales, como fue el caso del “Documento de Evaluación y Manejo Ambiental”, y en 
generar excepciones que promueven la laxitud de estas. Lamentablemente, el bienestar 
de los humanos y de los ecosistemas no es una meta de mayor importancia respecto al 
crecimiento económico ilimitado. Contradictoriamente, este tipo de crecimiento 
económico es insostenible por los ecosistemas. 
 
El régimen de licenciamiento ambiental al no imponer restricciones sobre el uso de los 
ecosistemas, sus componentes o ejecución de actividades sobre estos, hace legal la 
destrucción y apropiación de los ecosistemas. En el mismo sentido, al construir 
categorías para los componentes de los ecosistemas, por ejemplo los recursos naturales 
no renovables que están en el suelo y el subsuelo, como es el de bienes de uso público 
disfraza el hecho de que las actividades de explotación del sector minero e hidrocarburos 
genera que el Estado pierda la propiedad sobre estos. Una situación semejante se daen , 
las normas específicas sobre uso de aire o agua, a través de las cuales se permiten 
intervalos de contaminación y oportunidades de apropiación de estos componentes de 
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los ecosistemas. Nuevamente, se construye un imaginario sobre los límites al uso y 
apropiación de los llamados recursos naturales. 
 
Por supuesto, la no renovabilidad de estos bienes no es suficiente para que en las 
normas se incorporen restricciones sobre su explotación y es así como jurídicamente se 
permite la destrucción de los ecosistemas y sus componentes a expensas de supuestas 
necesidades de consumo, que además se califican como de interés público y utilidad 
social. Sin embargo, con el fin de contribuir a la conservación y la utilización en un futuro 
cercano de componentes como el agua, es necesario establecer prohibiciones sobre el 
uso de ecosistemas tales como humedales, de forma semejante a lo establecido para los 
PNN y considerando las relaciones energéticas y de materiales que se dan entre los 
ecosistemas. 
Igualmente, estas prohibiciones no deberían depender de un procedimiento o conceptos 
que ejecuten o emitan ministerios como el de Minas. Una estrategia, un poco más 
flexible, para la protección de los ecosistemas correspondería a no autorizar determinado 
tipo de impactos sobre estos. Al respecto Toro (2009) podría contribuir a la construcción 
de estos parámetros. 
 
Problemáticas como la huella ecológica que es derivada de los patrones de consumo se 
escapan del alcance del régimen de licenciamiento ambiental y de las políticas 
ambientales del país. Aún los gobiernos en Colombia no consideran la huella ecológica 
de los sectores productivos dentro de sus planes de desarrollo. 
 
La caracterización de las normas hecha en esta investigación permitió evidenciar la 
dispersión normativa que también afecta al proceso de licenciamiento ambiental. El 
derecho ambiental regula los llamados bienes ambientales de manera aislada y no como 
un sistema. Los casos más dramáticos correspondieron a las actividades que están 
autorizadas en las áreas del Sistemas de PNN y a las prohibiciones de proyectos 
mineros y de hidrocarburos sobre ecosistemas estratégicos.  
Es así como la dispersión normativa no permite que los ciudadanos conozcan qué está 
prohibido o qué actividades se pueden desarrollar sobre los ecosistemas, es decir, las 
normas ambientales no promueven la participación de las personas sobre las decisiones 
que puedan afectar el ambiente y además dificultan el cumplimiento del deber de 
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“proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un 
ambiente sano” (artículo 95, numeral 8, Constitución Política). 
 
Es deseable que la ANLA cuente con un registro público de licencias ambientales para 
que se facilite el seguimiento conjunto en términos cuantitativos de las licencias 
expedidas por año, de las consultas previas efectuadas, de las vistas hechas por 
seguimiento y monitoreo, y de los informes entregados por los proyectos que cuentan 
con licencia ambiental.  
 
Respecto a las definiciones es pertinente señalar que las normas objeto de estudio 
establecieron conceptos ambiguos desde el ámbito de la biología y que además 
desaparecieron a través de los decretos reglamentarios sin tener sustitutos, fue el caso 
de “ecosistema ambientalmente crítico” y “ecosistema ambientalmente sensible”, entre 
otros. Para contribuir a un mejor uso de los ecosistemas es necesario utilizar conceptos 
de la ecología ya que permitirían realmente tener injerencia sobre el manejo y monitoreo 
de los ecosistemas y sus componentes. 
 
Al comparar estudios sobre el estado de los ecosistemas con la distribución de las 
licencias ambientales es posible identificar correspondencia entre los impactos 
ambientales que los primeros reportan y las actividades autorizadas a través de las 
licencias.  
 
Los sectores en los que se distribuyen las licencias ambientales comparten algunos 
impactos pero también generan otros que les son propios. Respecto a los impactos 
comunes se observa que en todos los sectores es posible requerir sustracción de reserva 
forestal, generar contaminación atmosférica en algún momento del proyecto, ocasionar 
fragmentación de los ecosistemas y por lo tanto contribuir a aumentar el riesgo de 
desaparición de especies que estén en algún grado de amenaza o peligro. Respecto a 
los impactos particulares, los desechos químicos no son tan evidentes en el sector 
eléctrico pero sí lo son en hidrocarburos e infraestructura; de otro lado, la demanda de 
material pétreo por parte del sector de infraestructura es significativa. En el sector 
eléctrico aparentemente no se requiere uso de gran cantidad de componentes de los 
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ecosistemas, sin embargo, tendría como impacto propio la contaminación 
electromagnética que además no fue mencionada en las licencias objeto de estudio. 
 
A pesar de que en los casos de estudio la Autoridad Ambiental propendió por que los 
proyectos no se efectuaran dentro de las áreas del Sistema de PNN no es posible ignorar 
que los impactos que se dan alrededor de estas las afectan no solo momentáneamente 
(como en el caso de la prospección sísmica) sino por mucho tiempo (como la vía Nuquí-
Alto Copidijo). 
 
A grandes rasgos, las prohibiciones puntuales que plantean las licencias ambientales son 
demasiado básicas como para que realmente permitan prevenir, controlar, mitigar o 
compensar los impactos; no obstante, podrían servir para efectuar monitoreos. En el 
mismo sentido, los PMA no plantean casi nunca actividades que permitan reducir los 
impactos sobre el componente biótico de los ecosistemas. 
 
Es importante hacer un inventario de los impactos ambientales ocasionados por el 
régimen de licenciamiento ambiental, pero quizás es mucho más útil, considerando las 
necesidades de las futuras generaciones, la implementación con urgencia de políticas 
que permitan la planeación ambiental de los territorios y la construcción de normas que 
realmente propendan por un mejor uso y conservación de los ecosistemas. 
 
4.2 Recomendaciones 
Aunque no es lo deseado, es probable que los intereses de los solicitantes de licencias 
influyan en la información plasmada en los EIA, PMA e informes. Al respecto sería ideal 
que la contratación de las instituciones que hacen los EIA y los PMA estuviera 
coordinada por las Autoridades Ambientales y que la calidad de aquellas fuera vigilada 
por las Autoridades Ambientales. 
 
Esta tesis es un insumo para que Autoridades Ambientales y de control identifiquen qué 
tipo de variables es posible utilizar para la medición del impacto sobre los ecosistemas 
ocasionados por las licencias otorgadas en años anteriores, y para establecer las 
variables a utilizar para la medición del impacto en el futuro. 
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A pesar que algunas resoluciones señalaron la obligación de dar cumplimiento a lo 
acordado en la consulta previa, sería interesante, en función de evaluar su alcance, 
determinar el acatamiento de lo dispuesto en estas. 
 
Las resoluciones que otorgan licencias ambientales también son un instrumento para 
determinar cuáles son los daños que estas autorizan. Con el interés de complementar los 
impactos del licenciamiento ambiental, sería muy útil comparar las autorizaciones 
plasmadas en las resoluciones con los informes periódicos entregados por las empresas. 
 
Respecto a asuntos metodológicos, cuando las Autoridades Ambientales, los organismos 
de control o la sociedad civil deseen hacer estudios sobre las licencias ambientales es 
necesario para análisis temporales tomar varios datos por sector por año a manera de 
tratamientos. Igualmente es importante considerar que en el caso de la ANLA, no toda la 
información se encuentra depositada en las instalaciones de esa institución por lo que 
toma tiempo que los documentos sean llevados al centro de atención al usuario, pero 
además, el envío de estos genera un costo monetario para la ANLA. 
 
 
  
 
A. Anexo: Autorizaciones otorgadas por sectores 
 
Sector Exp. Autorización 
  
Aprovecha-
miento 
forestal 
Sustracción 
reserva forestal 
Disp. 
residuos 
sólidos 
Captación 
de agua 
Vert. de 
agua 
Emisio-
nes 
Aprov. 
material 
pétreo 
Ocupación 
de cauces 
Hidroc. 
LAM 
238 
104 m
3
        
LAM 
1547 
14 individuos  Sí 5,38 L/s. Sí    
LAM 
199 
2 ha  Sí 1L/s. Sí Sí 
16.800 m
3
 
 
Sí 
LAM 
2135 
74.766 m
3
   0,1 L/s 0,5 L/s    
LAM 
2653 
1834 m
3
   
2,5 L/s para 
la de 
perforación 
2,42 L/s por 
pozo de 
tratamien-
to 
Sí   
LAM 
3717 
342 m
3
   0,05 L/s. 0,04 L/s.   Sí 
LAM 
3970 
10 m
3
  Sí 6 L/s 1,5 L/s Sí  Sí 
Sub 
total 
 
2364,7 m
3
 + 2 
ha +14 
individuos 
 Sí 15,03 L/s 4,46 L/s Sí 
16.800 m
3
 
 
Sí 
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Sector Exp. Autorización 
  
Aprovecha-
miento 
forestal 
Sustracción 
reserva forestal 
Disp. 
residuos 
sólidos 
Captación 
de agua 
Vert. de 
agua 
Emisio-
nes 
Aprov. 
material 
pétreo 
Ocupación 
de cauces 
Infraes. 
LAM 
1912 
     Sí   
LAM 
1834 
448 m
3
     Sí Sí Sí 
LAM 
610 
18.710 m
3
 
Del Pacífico 20,61 
ha 
1.155.000 
m
3
 
2 L/s 
0,2 L/s de 
aguas 
residuales 
domésticas 
y 0,68 L/s 
de aguas 
residuales 
industria-
les 
Sí 761.720 m
3
 Sí 
LAM 
4688 
1110 m
3
    Sí Sí   
Sub 
total 
 1576,7 m
3
 20,61 ha 
1.155.000 
m
3
 
2 L/s 0,88 L/s Sí 761.720 m
3
 Sí 
Eléc. 
LAM 
1749 
5,9 ha        
LAM 
2941 
122.984,94 m
3
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Sector Exp. Autorización 
  
Aprovecha-
miento 
forestal 
Sustracción 
reserva forestal 
Disp. 
residuos 
sólidos 
Captación 
de agua 
Vert. de 
agua 
Emisio-
nes 
Aprov. 
material 
pétreo 
Ocupación 
de cauces 
LAM 
3323 
17.089 m
3
 
Reservas 
forestales 
Amazonía y 
Central, y 
Reservas 
Forestales 
protectoras de la 
cuenca alta del 
río Mocoa y de la 
laguna de La 
Cocha-cerro 
Patascoy: 486, 
883 ha. 
      
LAM 
5229 
62,8 m3        
Sub 
total 
 
140101,74 m3 
+ 5,9 ha 
486, 883 ha No No No No No No 
Total 
144043,14 + 7,9 ha + 
14 individuos 
507,5 ha 
1.155.000 
m
3
 
17,3 L/s 5,34 L/s Sí 778520 m
3
 Sí 
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